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Y aunque sólo indirectamente se relaciona con el tema 

.que aquí se trata, anotemos como novedad digna de subra- 
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la Ley en que se establecen esas garantías no se revisa la 
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de la hipoteca, atendían a la clásica división de los bienes. 
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Cuando ahora ha intentado darse un paso definitivo, 
l a  reforma se ha establecido sobre la base de una distinción 
entre la hipoteca mobiliaria propiamente dicha y la prenda 
.sin desplazamiento, y como criterio diferenciador entre una 
y otra, no sólo se han tenido en cuenta las características dis- 
tintivas, sino las exigencias del ejercicio de la acción real que 
impone como elemento indispensable la identidad de la 
cosa. Sobre esa base se señalan como materia propia para la 

CCC la hipot biliaria aquellos bienes que 
S( tiflcaciói por ello son susceptibles de 
persecucion por acción real limitadamente; y se consideran 
propios para la constitución de la prenda sin desplaza- 
miento de posesión aquellos otros de identificación más 
difícil, atendidas las mayores facilidades que oErecen para 
transformarse, confundirse o desaparecer. Y a esa idea 
matriz obedece la disposición orgánica de la Ley y su eco- 
nomía interior; porque tras unas disposiciones comunes que 
.señalan la necesidad de un tratamiento general que supera 
para todos los efectos la tradicional distinción er iipo. 
teca y la prenda (título 1) se establece en send JS el 
régimen legal de la hipoteca mobiliaria y de la prenda sin 
desplazamiento de posesión (tít~ilos 11 y 111). 

El desarrollo de estas ideas permite distinguir todavía 
-en la ordenación de la hipoteca una serie de normas genera- 
les que son aplicables a todos los tipos, y otros especiales 
que son propios de cada c Genes, a saber, la de estable- 

+cimientos mercantiles; 1 tomóviles y otros vehículos 
de motor, tranvías y vagones de ferrocarril de ~ r o ~ i e d a d  

la de aeronaves; la de maquinaria industrial y 
la de derechos protegidos por las leyes de propiedad intelec- 
tual e industrial; y por lo que dice relación a la prenda sin 
.desplazamiento, la determinación de los bienes sobre los 

itre la h 
os títulc 



'que puede o no puede establecerse el derecho de garantia, 
.es fiel al propósito inspirador, como se desprende de los 
.artículos 52 a 55 de la nueva Ley. 

En otro aspecto, la novísima ordenacion autoriza una 
.serie de normas les en que también -y atendida la 
a diversa naturale os bienes afectados- se distinguen 
las que son exclusivamente aplicables a la hipoteca mobilia. 
ria y las que son propias de la prenda sin desplazamiento, 

.que en lo fundamental coinciden con las que en la Ley hid 
potecaria sobre inmuebles regularon el ejercicio judicial y 

4 extrajudicial de las acciones correspondientes. 
Y aunque desde el punto de vista dogmático haya mucho 

.que decir en punto a la calificación técnica de los procesos 

.de ejecución (denominación más propia que viene rehuyén- 

.dose inexplicablemente) y, sobre todo, a la conveniencia de 
q u e  todos esos preceptos se integren en la ley común, donde 
tienen sil natural asiento, y no anden dispersos en Cuerpos 
.de derecho material que ni siquiera por su nombre desvelan 
e l  contenido, comprendemos de sobra que ese mal no es co+ 
rregible por partes sino que sólo se corregirá si alguna vez la 
ley wmún deja de serlo, tarea difícil en sí y que lo es toda- 

por obi 1 proceso todavía no catalogado, pero 
deja de resante: el proceso de invasión de la 

vetusta Ley de ~njuiciamiento civil por el empuje arrolla- 
d o r  de las leyes especiales, paralelo muchas veces a la inva- 
sión mansa o abierta de la iurisdicción común por leyes que 
aparte c rs no nacieron en la sede de 
los juris n la de los Tribunales. 

Es interesante, en último término, la organización del 
Registro, porque a tenor de los artículos 67 a 80 de la nue- 
va Ley, a partir de su vigencia necesitarán dos registros: el 
inmobiliario propiamente dicho, regulado por la Ley Hipo- 
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tecaria. y su Reglamento y el de hipoteca mobiliaria y prenda: 

sin desplazamiento, que estará también a cargo de los Re- 

gistradores de la propiedad bajo la dependencia del Minis- 

terio de Justicia y de la Dirección General. 
nas par 

sus espe 
Este nuevo Registro tiene, sin embargo, algu 

ticularidades que aquí deben ponerse de relieve por : 
cialidades. No es un Registro total en el sentido de que en 

él deban anotarse así las transmisiones como los graváme. 

nes. Se limita a acreditar éstos, por las dificultades que 
ofrecía una completa asimilación con el sistema que, en ese 
sentido, denominar ordinario, y aun reducida su 
triza a esa concreta aspiración, se prevé para el caso de 
conflicto entre la constitución de hipoteca mobiliaria y la 

de embargo sobre bienes no hipotecados con arreglo a la 

Ley, que anotado un embargo, si posteriormente se consti- 
tuye una hipoteca, ésta carecerá de efectividad y no será 

inscribible, disposición aplicable a la prenda en el mismo 

caso. Se mantiene, sin embargo, ía idea de que si decre. 
tado un embargo, no se hubiere llevado al Regi ) 

gozará de rango Preferente por no haberse acogid 1 

sazón a la publicidad registral. 

,Anotemos que la hipoteca de aeronaves se inscribe en 

el Registro mercantil por su similitud con la de buques, y que 

lmo es 1 
a, son t 
1 .  

Libro f 
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1 

así cc inico el biario j a  
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las relativas a cada uno cie ellos. 

L L que rápidamente nos hemos referido tiene su 

obligduu ruiiiplemento en el Decreto de 17 de junio de 1955. 

ra las dl 
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os form; 

i que st 

is de ga 
: anotar 

que al promulgar e! Reglamento del nuevo Registro declara 
que ambas normas comenzarán a regir el 15 de agosto de 



Deliberadamente hemos reservado un lugar de relieve 
para las leyes que reputamos fundamentales; pero como 
con ellas no se agota la tarea legislativa hecha e'n este lapso 
de tiempo, nos referiremos ahora a las disposiciones que- iuz- 

gadas comparativamente, pueden denominarse. 
que, como verá el curioso lector, hay algunas 
de tenel idencia fera de la Adm ón de 
justicia. uparem iguiendo las qui sabor 
orgánicc y que IlevaLl ~ v i i a i R O  modificacion,, ciI =l régi- 
men procesal. 
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Reiteradamente se ha reflejado en estas Me] 
Iriiiaieb un movimiento de opinión que se dolía de 1d iril- 
titud de la tramitación en determinados Juzgados y Tribu- 
nales, tanto como de la excesiva generosidad con que se 
había planteado la re Se la Justicia Comarc; 
pw lo que se refería : ecimiento de sedes inri 
rías, como por el mantenimiento del personal necesario para 
servirlas, que comúnn I consideraba como un lujo 
que contrastaba fuertemente con la cicatería para la creación 
de Juzgados o aumento de pe 
habían de soportar un trabajo 

Una serie de disposiciones aictaaas en el curso ael ano 
judicial I que el legislador no I insensible a 

estas dos Iicccsidades. Así, por lo aue ia +mera de eUas 
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de  Murcia, Cartagena y Tortosa, con el consiguiente reflejo 
en la dotación de personal; y otra Ley de 22 de abril de 

1955 preocupada justificadamente por el retraso en el des- 

pacho de los asuntos de que conocen las Salas I:, 3." y 4; 
del Tribunal Supremo, no sólo aumenta la plantilla de Ma- 

gistratura y Fiscales, sino que autoriza la constitución de 
Secciones para que puedan actuar simultáneamente, y que 

.serán, dos por lo menos, en cada Sala, constituídas del modo 
que se expresa en los arts. 3.O y 4." del Decreto Ley, para 

que, atendida la importancia de los asuntos, funcionen con 

personal más o menos numeroso. 
Por contraste y en relación con la justicia comarcal, 13 

trayectoria legislativa sigue una línea totalmente distinta 

encaminada a la supresión de sedes comarcales innecesa- 

rias. E.1 propósito cristaliza en una serie de disposiciones dic- 

tadas en el curso del año (Ordenes de 30 de septiembre, 

I I de octubre y 16 de diciembre de 1954 y 14 de enero 

de 1955). Por contraste, la creación de nuevos Juzgados de 
primera instancia e instrucción a que antes nos referimos, 
determina la de los respectivos ]uzgados municipales dr 

Murcia, Cartagena y Tcrrtosa: y el establecimiento de dos 

nuevos Juzgados en Madrid, obra del Decreto-Ley de 18 de 
marzo de 1955, determina la creación de sendos Juzgados 

municipales, por transformación de los de Chamartín y Puen- 

te de Vallecas. En el propio Decreto-Ley se detallan los resul- 
y se est 

nde es 1 
tados de esa transformación ablece un régimen tran- 

sitorio que atenúa. hasta do >asible, las consecuenclis 

que la supresión puede acarrear en ia situación de los funcio- 

naric ervían los Juzgados suprimidos. El Decreto.Ley 

encu complemento en la Orden de 21 de junio pró- 
1s que s4 

entra su 
ir. 

puede a 

) anteric 

< como e por la mera referencia que ha- 



cemos a las disposiciones orgánicas que afectan al Tribunal 

Supremo, a algunas Audiencias y Juzgados y a la justicia co- 

marcal, es patente el propósito de corregir paulatinamente 

10s yerros de las actuales demarcaciones y no menos notorio el 
afán de establecer plantillas racionales de personal; tareas 

ambas que demandaba la opinión forense, mientras llega la 

hora de racionalizar la demarcación en todo el territorio d e  

la nación, empeño más ambicioso al que ya se consagra con 

prudente cautela el Ministerio de Justicia. 

b) Son pocas las disposiciones que se refieren al Secre- 

tariado de tribunales, destacando entre ellas el Decreto de 
2 de julio de 1954 (que sufre una pequeña corrección en el 

Boletín Oficial de 28 de agosto siguiente) y que no es, ni . . 
er, otra cosa que el desarrollo de la Ley fundamen- podía s 

tal a q 
7, h 

Iue hiibimos de referirnos en la Memoria anterior, 

c~ uecreto cuida de señala?. los límites de la actuación de los 
Secretarios así en lo judicial como en lo gubernativo, sobre la 

base de la se~aración tradicional en dos Cuerpos, que es una 

Ley reformadora; y con esa visión se iirectrict 

n sus dc 

:S de la 

trechos 
su enju 

:iones qi 

is órder 
- ,  

iciamier 
y deberes, sus situaciones administra- 

tivas y ito disciplinario. Subrayamos aquí las 
disposic caminan a robustecer las funciones de  
los Secretarios en relación con el personal que sirve a sus in- 

mediat; ies (arts. 86 y 87 del Reglamento orgánico), 
por lo que riene de aleccionador para inquirir el resultado de 
la trasformación del antiguo personal asalariado en  Cuerpo 

estatal con Estatuto orgánico propio. Todavía añoran algunos 

dentro y fuera del Pretorio el antiguo régimen; pero la ver- 
dad es que esa transformación, todavía no encajada del todo, 

era un paso de verdadera trascendencia para lograr la pro- 

gresiva dignificación de los auxiliares. Si en trance de lo- 
- 

grarla no se cuidó, como medida previa, de depurar a los 



antiguos servidores, ni se les dotó de modo que no se acos- 

tumbrasen a vivir de ingresos heterónomos (por decirlo con 

un eufemismo) no pueden achacarse el bienintencionado le+ 
gislador males que no se engendraban en el O cam+ 

bio de situación, sino en otros factores hurj ue por 

estar más a ras de tierra pudieron ser atendidos. Mas dejando 

a un lado consideraciones que nos llevarían muy lejos del pro. 
pósito que ahora perseguimos, pensemos en que el retoque, 

que hemos querido recoger expresamente, significa la correc- 
ción de un fallo en la disciplina, tal vez porque se había 

descuidado la necesaria jerarquización de funciones, aunque 

acaso en eso como en tantas otras cosas, pensemos que el 
mantenimiento del principio de autoridad no está sólo en 

función de los preceptos que la reconozcan y proclamen, sino 

principalmente en el modo de ejercer la misma jerarquía, 

de manera que quien la oster 

ilegalmente en los demás. 
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gidas: el Uecreto de 5 de noviembre de 1954, que organiza 

el colegio dc Secretarios de los Juzgados de I . ~  Instancia e 
Instrucción y la Orden de 25 de noviembre del mismo año 

sobre 1s de t i  de los 
cuerpo auronomo, están aascritos a la jusricia municipal. 
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oficiales y auxiliares de la Administración de justicia. Esa 

disposición es en gran parte consecuencia de la separación 

del Secretariado en dos carreras autónomas, y abarca a ofi- 

ciales y auxiliares estableciendo en nuevo régimen orgánico 

producido por la modificación de los arts. 1.0, 7.0, 10. 22, 



39, 40. 41, 43. 44. 45 y 48 y por la derogación de los ar- 
tículos 23 y 38 del antiguo Reglamento. 

d) Oportunametne recogimos. a pesar de 
ssión reformadora no había nacido en el ámbito aei ~Víinis- 
terio de Justicia, el cambio jurisdiccional, que en el fondo 
implicaba la atribución al conocimiento de organismos espe- 
ciales que sólo impropiamente pueden llamarse tribunales, 
#de los hechos que antaño se tipificaban como delitos de 
contrabando ; porque aunque se cuidase de evitar palabras y 
conceptos que pudieran dar un matiz jurisdiccional, stricto 

.scnsu, al ejercicio de una función fundamentalmente admi- 
nistrativa, el propósito fallaba ante el hecho de que los 
nuevos organismos no sólo dictaban resoluciones en mate- 
ria en el fondo penal, sino que las ejecutaban en uso de una 
.facultad que, llámese como se llame, es una función de i ~ -  
perio. Una disposición reciente (Orden de 29 de marzo de 
1955) crea una Inspección de Tribunales encargada de fis- 
a l izar  las actividades de los organismos de nueva creación, 
.sin perjuicio de la función inspi 
general sobre todos los Depari 

ectora a 
tamento 

tribuida con carácter 
s de Hacienda a la 

Inspección general creada por Ley ae  3 de septiembre de 

1941. 
Y es curioso que por un explicable fenómeno ae mi. 

metismo esas disposiciones hayan tenido reflejo en nuestra 
Zona de Protectorado. en la que por un Dahir de 29 de di- 

xiembre de 1954 se %a aprobado el nuevo Reglamento para 
'la represión del contrabando de tabaco y kif, estableciendo 
para su enjuiciamiento y castigo un Tribunal de apelación, 
amén de unos Tribunales en pleno, en comisión permanente, 
y para juzgar infracciones de mínima cuantía. todas inte- 
gradas en gran mayoría por funcionarios ajenos a la admi- 
nistración de justicia, salw un Vocal que es en el Tribunal 



de apelación un Magistrado, y en el pleno un Juez de I . ~ '  

Instancia, y ribunal en comisión especial el Juez. 
de Paz. 

Más curioso es todavía el hecho de que por primera v e z  
en la historia de las instituciones procesales de nuestro Pro- 
tectorado, se autoriza un recurso contencioso-administrativo, 
contra las decisiones del Tribunal de apelación, de que. 
conoce el Tribunal propiamente dicho, integrado por la 
Sala de Justicia de la Audiencia Territorial de Tetuán, a la 
que se agregan dos Magistrados juristas, que pueden perte- 
necer a los cuadros de la administración o escogerse entre- 
Letrados de la capital del Protectorado con más c 
años de ejercicio profesional. 

El 
trabar 

I tratamiento orgánico y procesal de los hechos de con- 
ido tiene, pues, en el Protectorado una fisonomía es- 

pecial, pues que del que afecta a otras mercancías que no sean 
el tabaco y el kif, conocen los tribunales ordinarios por obra! 
del acta de Algeciras, que obsta a modificaciones no suscri- 
tas por las potencias signatarias, y del contra1 specíficw 
de esas otras mercancías los tribunales especiales, con partici. 
pación, aunque sea mínima, de los miembros i ibunales- 
ordinarios y posibilidad de su recurso conte idminis- 
trativo, atribuído al conocimiento mavoritario ae ia Aiidien- 
cia de Tetuán. 

e) En las rnodifirPLluiicJ yur r=iaciviiair cvii el Esta- 
tuto de los Procuradores de Tribunales, sólo es de registrar 

de los tr 

el Decreto de 28 de enero de 1955, que da nueva redacción: 
al art. 56 del Estatuto orgánico de 19 de diciembre c' 
que se refiere, como es sabido, a la composición de 
Nacional de los Ilustres Colegios de Procuradores. 

Con lo expuesto puede 'apreciarse Io que en el año 
trascurrido se produjo en el orden de la organiza .- 

ie 19459 
la Junta 

1 judicial 
ición de 



nuestros tribunales; y es de justicia reconocer que todas las. 
reformas responden a una orientación certera y revelan un  
esfuerzo loable por lo que son en sí y por lo que para eS 
futuro prometen. Sobre todo, en su gran mayoría tienen un 
sentido realista, obediente a justificados movimientos de 
opinión, muchas veces reflejados por nuestros Fiscales en: 
sus Memorias. Y aun ha de añadirse, antes de recoger las. 
disposiciones de tipo procesal, que con ellas no se agotó el' 
catálogo, al que puedan sumarse para puntualizar las pro- 
porciones del esfuerzo hecho: la Orden de 22 de julio de- 
1954 que aprueba el Reglamento de la Comisión general. 
de Codificación, y el Decreto de 22 de octubre del mismo año. 

que establece uria Junta de Protección y un Tribunal d e  
menores en el Campo de Gibraltar, y la Orden de 29 de no- 
viembre siguiente que reorganiza los servicios de libertad' 
vigilada, cuya traza se completa con la Instrucción de 26 de- 
enero del año actual. El legislador y el Poder ejecutivo co- 
rrigen sobre la marcha la ordenación de los servicios que la, 
han menester, sin recurrir a un afán reformador que, para 
no frustrarse, ha de ir precedido de un ensayo que actúe. 
sobre las ruedas del mecanismo de la justicia, harto compli- 
cado, antes de emprender con más ambición una reforma to- 
tal cuya extensión pudiera comprometer, si no se hacen en- 
sayos parciales, el éxito de la empresa total. 

5 PROCESALES 

a) Disposiciones que se relacii 
social. 

1." Sobre la base de la i e y  de r 5 de julio de 1954. ques 
estableció la posibilidad de dejar sin efecto la prórroga legal, 



-siempre que el arrendador recabase en determinadas condi- 

ciones la entrega del fundo para su cultivo directo y perso- 

nal un Decreto de la Presidencia del Gobierno, de 17 de 

diciembre de ese mismo año, regula en sendos títulos los 

requisitos para que ese derecho se ejercite, el acceso del co- 
lono a la propiedad, y las condiciones en que el propietario 

puede enervado; pero en un título de la disposición y bajo 

la rúbrica ((Normas de procedimiento>), se regula la del que 

ha de seguirse para ventilar las cuestiones que se promuevan 
al amparo de lo dispuesto en el art. 5.0 de la Ley, en forma 

que nos parece satisfactoria, con el único reparo de que se 

crea un procedimiento más, que viene a sumarse a la con- 
ger ie~ de especialidades que, en cantidad que desconcierta, 

vagan fuera de la Ley común y que, por añadidura, es 

preciso completar con otras disposiciones, como se deduce de 

la referencia que el art. I 7 y el 18 hacen a la Ley de 28 de ju- 

nio de 1940, obligando con ello a tener presentes no sólo las 

normas especiales, sino a determinar las que de ellas suba 

sisten y las que por unas u otras razones han sido modie 

ficadas. Y pareciéndonos acertado que asuma la competen* 

cia el Juez de primera instancia del territorio en que la finca 

está enclavada, y la exigencia de que peceda una especie de 

-conciliación sindical (que en estas materias puede tener ver- 

dadera util idad de que carece la conciliación en el proceso 
,ordinario) y que el Juez pueda acordar, en cualquier mo- 

mento del proceso, que se subsanen los defectos de capacidad 

  roce sal y que, aunque sea limitadamente, pueda ordenar la 

~ráctica de diligencias de oficio y, sobre todo, disponer que 

se aislen del proceso especial acciones que no deben acumu- 

.larse a él atendido su reducido designio, lamentamos que 

n o  haya paridad entre la atribución de competencia por 

-razón de cuantía entre este proceso especialísimo y los que 



.están atribuídos a la jurisdicción ordinaria, más que por otras 
razones de peso, porque si el factor cuantitativo debe jugar 
.(y ello tiene muchas razones en pro y no pocas en contra) 
en un proceso social, no hay razones decisivas para que se 
establezcan criterios dispares para los demás. Muchas veces 
se ha dicho, con razón, que la mayor ventaja que puede te- 
ner la integración de los procesos sociales en el proceso co- 
mún, estriba en que a éste se comunica la agilidad de aqué* 
Ilos, con positiva ventaja del justiciable. Cuando esa gran 
verdad no se tiene en cuenta, se produce fatalmente (y no hay 
que decir que sin culpa suya) un fenómeno que sorprende 

.a los no enterados y aun a los que estamos en el secreto, 

.cual es el de que un mismo Juez puede despachar ágil- 
mente uno de esos procesos y sea capaz de acomodarse a un 
ritmo ágil, y, en cambio, actúe con ritmo cansino, y puede 

.que desesperante, en el enjuiciamiento de una cuestión que 

.excede del ámbito del Derecho social. Y al que sorpren. 

.da este modo de ver las cosas o crea exageradas estas obje. 
tivas apreciaciones, que piense en que para las cuestibnes 

q u e  han de ventilarse en el procedimiento que el Decreto crea, 
.existe un proceso de instancia única, cuando la cuantía liti- 
giosa no exceda de ~oo.ooo pesetas, y que cuando no su- 
pera la de 300.000 está vedado el recurso de revisión. Cada 
uno puede tener su opinión más o menos fundada, sobre la 
tendencia a suprimir garantías procesales (garantía y no pe- 
queña son los recursos entre las soluciones definitivas) para 
lograr una justicia rápida, y cualquiera puede dogmatizar 
sobre el arduo problema de discernir si es preferible la ra- 
?idez a la seguridad; pero si se cree que el factor cuantita- 
tivo exige esos cambios de postura, no hay razón, que nos. 
,otros sepamos, para que se establezca un distingo de ese ca- 
libre entre ese tipo sui g m ' s  de proceso laboral, y otros 
.que no lo son, pero que tienen con él mucha analogía. 



2.0 Otra disposición de rango menor (Ordenes de Jus- 
ticia y Trabajo de 1 1  de enero de 1 ~ 5 5 ) .  ha interpretado' 
ampliamente la disposición transitoria cuarta de la Ley de 
22 de julio de 1949, y con base en la de 17 de julio de 
1953, ha dispuesto que la Sala 5.a del Tribunal Supremo. 
pueda remitir a la Magistratura de procedencia los recursos 
de casación pendientes, en que no se hubiera celebrado la 
vista, a fin, dice, ctde que prosiga el trámite que corres- 
ponda para que conozca de dichos asuntos e1 Tribunal Cen- 
tral de Trabajou, en aquello que la Ley de 1953 atribuye 
a su competencia. Mediante esta interpretación han podi- 
do liquidarse muchos recursos interpuestos y tramitados en  
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, aligerando ;r. 

ésta de la carga ingente que cobre ella pesaba y contribuyen- 
do, con esa medida y con otras, a un proceso de normaliza- 

ción total, que cuando estas líneas se escrib Y a m u y  
avanzado. Esta vez también la agilidad de 1; as socia- 
les y la poco complejidad que por regla general tienen los 
profesos sometidos a esa jurisdicción pueden ofrecer un rudo* 
contraste con la actuación característica del proceso ordi- 
nario y con las exigencias de la casación civil encomendado 
a la Sala I .°  del propio Tribunal. 

b) Disposiciones atinentes al proceso crimild. 

1.0 La primera disposición que en este orden de cosas- 
precisa traer a capítulo es el Decreto-Ley de 23 de diciembre 
de 15  el que se crea una Comisión mixta de compe- 
tenci; fin es, sefiín el tenor del art. 1.' de ese Decreto,. 

)54 PO' 

¿S, cuyo 

en está 
1s norm; 

m .  

- 
((dar ciimplimiento a las normas juri - .. isdiccion 

hispanc 
.ales que 
i-norteal teria criminal establece el acuerdo 

de 26 de septiembre de 1953)). 
Esta interesante disposición sale al paso y resuelve un 

interesante problema, el de una eventual colisión entre las: 



jurisdicciones españolas y las norteamericanas, por la impo- 
sibilidad de articular un organismo mixto semejante a los 
establecidos dentro del país para tramitar los conflictos ju- 
risdiccionales y, sobre todo, por las obvias dificultades que 
presentaría su decisión en vía orgánica, ya que la línea de 
frotamiento realmente se produce entre dos soberanías. Para 
el logro de ese designio, en lo que a los españoles se refiere. 
se crea una Comisión mixta que integran elementos civiles 
y militares y es única para todo el territorio nacional (ar- 
tículo 1.0); se le asigna el cometido concreto (art. 2.0) de 
proveer, con la máxima rapidez posible y siempre con- 
forme a los preceptos del correspondiente acuerdo y nor- 
mas que ulteriormente se convengan, a la resolución de las 
cuestiones de jurisdicción, competencia y atribuciones 
que puedan suscitarse, o se hayan suscitado, en los proce. 
dimientos criminales de cualquier orden y fuero, dentro de! 
territorio nacional y plazas de soberanía y se previene a to- 
dos los Jueces y Tribunales de cualquier grado y jurisdic. 
ción, que ((cuando un presunto responsable alegue y justi- 
fique sumdridmertte su condición de miembro de las Fuerzas 
de los Estados Unidos, o su dependencia de ellas, se limiten 
a practicar las diligencias imprescindibles para asegurar la 
prueba de los hechos y determinar la situación de las per- 
sonas presumiblemente responsables de los mismos, sin per- 
juicio de dar aviso a la Comisión mixta de la iniciación de! 
procedimiento y de remitirle las actuaciones cumplidas en. 
tre tanto las órdenes que de tal Comisión reciban. 

Conociendo el designio de ese Decreto-Ley, tan escueto 
en sus términos como claro en las disposiciones que lo inte- 
gran, no parece necesario subrayar que la Comisión mixta 
tiene en lo necesario facultados instructores y asume hasta 
que  la decisión del conflicto llega, las precisas para que el 



hecho quede delineado y pueda así determinarse la juris- 

dicción que del niismo debe conocer. Los Jueces e s p ~ ñ n i ~ c  

actúan solamente para preparar en una especie de di 

cias previas, los elementos que a su tiempo han de 
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datos que la Comisión puede precisar y completar después. 

y asegurar las personas responsables, sin perjuicio de ate- 

nerse a las instrucciones que antes de remitir los actos pueda 

transmitirle la Comisión mixta; lo que en nuestro sentir, 

si el Decreto-Ley se interpreta rectamente, no signific 

los Jueces españoles deban limitarse, llegado ese caso, 
meros transmisores de un suceso, ni tampoco que, poi 

traste, actúen indefinidamente para la formación de L 
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a ser 
r con- 

mario cuando la soberana disposición se cuida de disyuL2L. 

€unción es cautelar y muy conc 

)a de los hechos y determinar 1. 

que su : 

la pruel: 
-Y, 

reta, est 

a situaci 

O es, asc 

ón de 1c 
:gurar 

1s que 
yLesumiblemente responsables. 

Con buen sentido se separan de 11 

ntal, de 

to supu 
1 

esto se 
1 
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términos del acuerdo f n lugar a indemniza- 

ción. Para este concre dispone (art. 5.0 del 

Decreto) que los particulares evenruaimente perjudicados o. 

sus causahabientes, podrán optar entre reclamar directa- 
mente los daños y perjuicios sufridos de la Comisión de re- 

reclamaciones por daños (U. S. Foreing Claims Commis- 

sión) que resolverá según las Leyes de los Estados Unidos 

que sean aplicables al aler su pretensión en 

la vía civil ordinaria; aso se entenderá que 

renuncian a ulteriores reclamaciones contra el Gobierno de 

los Estados Unidos. 
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2.0 En 14 de abril de este mismo año se publica und 

disposición, que, a ejemplo de lo que para el proceso civil 
dispuso la de 20 de diciembre de 1952, revisa la base econó. 

mica de todos los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento 
ita, refo 

i oscilac 

I tienen 

o, de re 

en cuer 
:coger 1; 

iedien- 

en los 
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tes al 1 
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jsición de Motivos de la Ley que en este lugar 

eñala cuáles fueron las directrices que presi-. 

dieran el trabajo hechc :neral, se elevan los tipos con 
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módulc, ,, y,;que la índole de la responsabilidad contraída 
y la calidad de la persona que la contrae justifica la mayor 
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minó en 15 de julio último. Pero tal vez pueda ser Util para 
 información de los que, por razón de oficio, ha de mani- 
pular este Memoria, señalar el interés que puede tener la 
mención de otras normas que, aunque emanadas algunas 
veces de Ministerios ajenos al de Justicia, puedan tener re- 
flejo en la actuación de los Tribunales. Espigando entre 

'las que pueden ser útiles para locrrar este ~rouósito. seña- 
laremos las siguientes. 

a) El Reglamento de 27 de noviembre de 1953 pu* 
'blicado en 7 de octubre de 1954 (Gobernación), que en su 
.articulo 33 y al tratar de los médicos titulares, les impone, 
+entre otros deberes, los de prestar su cooperación a la ada 
ministración de justicia cuando para ello son requeridos, 
sustituyendo a los forenses, auxiliándoles en la práctica de 

-las autopsias como sustitutos o auxiliares, según lo precep- 
-tuado en el art, 343 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
. e  informando como peritos médicos legales, según determi- 
na el art. 459 de la misma Ley de En juiciamiento 

$)  La Orden de 18 de noviembre de 1954 (JUSUCI~) 
.que, completando la de 27 de enero de 1949, por la que se 
-consideran peritos en materia de armamentos, a efectos de 
.h k y e s  procesales, a los Ingenieros o Ayudantes del Cuer- 
po de Armamento y Construcción del Ejército, extiende 

+~ .o l i f i cac ión  a los Jefes u Oficiales del Cuerpo de Arti- 
Slería, ingresados en la Academia del Arma con anterioridad 
a 1926. 

y) La Orden de 17 de 
.sobre obtención de piezas an 

febrero 
atómica: 

de r 955 (Gobernación) 
S de los cadáveres para 

determinados injertos ; y 

8.) La de I 2 abril de  ese mismo año (Ju ~ue  para 

evitar la diversidad de interpretaciones en punto a la prác- 
-tica de las autopsias declara que deben realizarse por el mé- 



cdico forense del Partido que corresponda, salvo casos ex* 
~cepcionales en los que se harán constar las circunstancias 
q u e  impidiesen su actuación; que pueden realizarse única* 
mente por el Forense, auxiliado tan solo por un Ayudante 
.o mozo, salvo aquellos casos en que el Juez estime prudente 
-la intervención de otros facultativos, y que en los casos en 
que no exista médico forense, sea imposible su actuación o 

.concurran circunstancias especiales, discrecionalmente apre- 

.ciadas por el Juez instructor, podrá acordar éste que la autop- 
sia se practique por el médico de ,Asistencia Pública Domi- 
,ciliaria, y en su defecto, por cualquier otro Facultativo. 
La dispc re completa señalando los honorarios que en 
-cada ca án de  percibir los Médicos forenses y los 
.que no lo sean. 

c) Rejorm proceso 

~sición ! 
so habr 

1.0 Reiteraaamenre hemos dicho en este lugar, y en 
.otros, cuán necesitado estaba de sufrirlas por lo menos en 
.aquello en que la práctica diaria viene mostrando deficien- 
cias que obstan a una justicia rápida y segura, o lo que es 
lo mismo, ejemplar. Frustrados hasta ahora los intentos para 
realizar esta tarea, en la que persisten de consuno los órga- 
nos del Poder y las Comisiones asesoras, se trataba de buscar 
una fórmula transitoria que no sólo tuviese en cuenta fac. 

-tores económicos cuando la competencia se determine en 
función de la cuantía. sino que permitiera encauzar un gran 
.número de asuntos por los trámites del llamado juicio de 
menor cuantía, más ágil que el de cuantía mayor, elimi- 
nando así indirectamente el acceso a la casación de fondo, 

persist: 
de forn 

L como 
las esen 

antes el autorizado por quebranta. 
ciales del juicio. Y ese es el motivo 

inspirador de la Ley de 16 de diciembre de 1954, que en 
.su artículo único reforma los 483 y 484 de la Ley de En* 
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aplicado el criterio rector de la reforma al recurso de casa- 
ción, esa Ley para no contrariar intereses que, bien conside- 
rados, pudieran asemejarse a derechos adquiridos, 1 

que, pese a la elevación de la cuantía, podría i m ~  

la sentencia de segunda instancia por medio del h 

extraordinario de casación de fondo, lo mismo cu 
tiempo de entrar en vigor la nueva ordenación estuviese 
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a mejorar la situación creada por la inadaptación del pro- 

ceso civil ordinario a las necesidades de la Justicia, en aque- 

llo que más directamente afectaba a su sola relativa rapidez. 

Mas por obra de la Ley reformadora sus efectos no podían 

trascender sino a largo plazo al trámite de casación en el 
cual, pese a la voluntad de I de los ilustres Magis- 
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se ha dictado recientemente el Decreto.Ley de 22 de abril. 
de 1954, que si aparentemente contiene preceptos que a 
un mal observador pueden parecer dispares, en el fondo 
obedecen a un propósito único: el de imprimir a la acti- 
vidad de las Salas I.", 3." y 4." del Supremo Tribunal de 
la nación un ritmo más ágil que pretende lograrse con su 
distinción en Secciones cuya unidad mantiene la Presiden- 
cia y con el aumento de sus plantillas para que esa división 
pueda ser eficaz desde el primer momento. 

Pero aun así, la primitiva Ley refarmadora no rendiría 
los frutos que de ella se espera obtener si no se retocaba el 
procedimiento, lo que, desde otro punto de vista, podría 
ser un ensayo para reformas ulteriores. El Decreto-Ley a 

que ahora nos referimos pone su conato en lograr esa fina- 
lidad en el área de la casación civil; y aunque sólo con refe- 
rencia a los supuestos en que por obra de las disposiciones 
transitorias cuarta y quinta de la Ley de 16 de diciembre 
de 1954, se mantiene la casación de fondo en pleitos cuya 
c~iantía no exceda de 80.000 pesetas, elimina en determi- 
nadas condiciones la vista de admisión y la del recurso 
sustituyéndolas por un trámite de alegaciones escritas que 
facilitará el despacho de un número no pequeño de recursos 
pendientes. 

Acaso los que no viven las realidades de la vida judicial 
podrán fruncir el ceño ante estas indispensables reformas 
impzrestas por necesidades que no permitían aplazamiento: 
y hasta es posible que se duelan de que el Alto Tribunal 
tenga que trabajar e s  serie, en materia tan vidriosa y deli- 
cada como la casación civil. Pero nadie podrá negar que se 
trata de una reforma heroica a la que en no pequeña parte 
contribuyeron los que con su mansa resistencia a una refor. 
ma prudente de la Ley procesal civil, dieron lugar a una acu- 
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mulación de asuntos inabarcables para los que habían de 
resolverlos, y que por razones fáciles de comprender echó 

sobre la justicia de casación un trabajo superior a las fuer- 

zas humanas. Por eso los que vanamente lucharon hasta 
ahora, y han de seguir luchando en el futuro por una orde- 

nación procesal civil que merezca la pena, han de sacrificar 
respetables reservas dogmáticas en aras de un interés supre- 

mo ante el que de buen o de mal grado tienen que ceder los 

que en ese aspecto tienen menor rango. Entre tanto, los que 
injustamente sufrieron los dictados de una opinión desorieii- 

?adora que clamaba por el retraso con que actuaba la juris. 

dicción suprema, se 1 

zo ingente para logra 

dad que permita meditar sobre las rerormas futuras.. . ; y 
eso en el caso de que las hechas ahora, y nacidas bajo el 

signo de la contingencia produzcan en un plazo prudencial 

el res\ ue con ellas se busca. 

2.1 bién tiene singular i n ~  
diciembre de 1954 por la que se modifican los artículos 521 
del Código de Comercio y el 1.429 de la Ley de Enjuicia- 

miento Civil. También esa Ley ha puesto término a un 

ztexata qztaestio y acaso por eso se pergeñó y vió la luz en 

un ambiente de contradicción que dice mucho de su efica- 

cia ; porque lo cierto es que quienes venían ti ilmente 
lamentando que la mala fe de un deudor 1 frustrar 
dolosamente la inmediata eficacia ejecutiva de una letra de 

cambio, a la hora de poner los medios de lograrlo mediante 

una fórmula sencilla, pero muy adecuada para corregir el 

abuso, o se detenían por escrúpulos que nada tenían que 

ver con la esencia del sistema que se adoptaba, o pretendían 

corregir el mal recurriendo a una tipificación de SL 

.como delito incluido en el Código penal. A estos put 

Ley de 

esfues. 

iormali- 

1s actos 

do opo- 



nerse la experiencia adquirida en el escaso tiempo que tuvo 
vigencia el Código penal de 1928, que intentó el castigo 
de los hechos mediante una enrevesada fórmula, llena de  
distingos que, a no tardar, revelaron la innocuidad del in- 
tento. A los primeros se opuso que el propósito se reducía 
a evitar que el proceso ejecutivo fracasara in limine litis, 
sin perjuicio, como es lógico, de que dentro de él, pero sin 
impedir las medidas asegurativas, se discutiese la preten- 
dida falsedad del documento. Y al fin se llegó a encon- - 

trar la fórmula que cristalizó en la ley vigente y que, res- 
petuosa con los intereses de acreedor y deudor cambiarios, 
mata en flor el intento tortuoso de inmunifgrse contra los 
efectos que prima facie deba producir una cambia1 debida- 
mente intervenida por agentes de Cambio y Bolsa con legi- 
timación notarial de las firmas de los obligados. 

El intento se logra mediante la reforma del art. 521 dzf 
Código de Comercio, que tiene su obligado reflejo y desarro. 
110 en el núm. 4.O. art. 1.429 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, aunque también el núm. 6.0 de ese mismo artículo 
ha sufrido un retoque que suprime un previo cotejo, innece- 
sario cuando no se pone en duda la autenticidad de un do- 
cumento, sustituyéndolo razonablemente por una certifica- 
ción en que los Agentes de Cambio y Bolsa o Corredores 
de Comercio que autorizan la póliza de un contrato mer- 

Eantil, certifiquen la conformidad de la misma con los asien- 
tos de los libros de operaciones y la fecha de ellas. 

3." Y aunque éstas son las dos principales reformas 
que en el curso del año judicial sufrieron nuestras leyes 
procesales, aun pudiéramos hacer referencia, pese a su poca 
o a su limitada importancia, al Decreto de 6 de octubre de  
1954 que permite al censualista que promueve la división del 
censo, basando la distribución de la pensión entre las fin- 



cas gravadas, en los supiiestos de los apartados a), b) y c), ar- 

tículo 6 . O  de la Ley de 21 de diciembre de 1945, optar por 

el procedimiento general establecido en la misma o por el 
particular simplificado de la de 18 de diciembre de 1950: 
y a la Orden de 3 de diciembre de 1954, que quita de  la 
circulación los días de estero y desestero, dando una prueba 

d e  buen sentido frente a uno de sus bancos pintados que 

por inercia subsisten en nuestras leyes, aunque la rectifica- 

ción de la norma orgánica, que lleva consigo la de la Orden 

de Justicia de 29 de abril de 1932. tenga más valor para 
evitar el ridículo, que por lo que pueda repercutir en el 

aprovechamiento del tiempo en el curso de cada año ju- 

dicial. 

STADO : DE LA ADMINISTRACI~N DE JUSTICIA SEGÚN 

LAS MEMORIAS FISCALES 

resumi 
1 1  

Al r en esta Memc ;e pun- 

t o  dicen a ia Fiscalía del Reino ronos mis coiauoraoores, no 

quiero omitir esta vez mención puntual de los nombres de 

quienes las redactaron: pero inevitablemente viene a los - 

puntos de la pluma el de los que en el curso del año desapa- 

recieron de nuestras filas por haber llegado al límite de su 

edad y el de los que en el curso del año judicial Dios llamó 
a Sí. Figuran entre los primeros, cuatro de los que actuaron 

a mi lado y me ofrecieron el fruto sazonado de su experien- 

cia y de su ciencia y, sobre todo, un diario testimonio de 

- auténtica lealtad que he sabido agradecer como merecía : 

Ricardo Acebal y de la Rionda, caballero sin tacha; Tomás 
García Zamudio, culto y agudo como pocos; Carlos Acqua- 



roni Fernández, hombre de fino espíritu que a sus virtudes 
como funcionario curtido en la profesión sumaba la no pe- 
gqueña excelencia de su exquisitez de maneras, y Luis Sanz 
.Sandoval, tan eficaz como modesto, tan ejemplar compañe- 
ro como inestimable subordinado. 

Para todos quiero dejar aquí constancia pública de mi 
emocionado recuerdo y promesa perpetua de mis oraciones 
para los que murieron en la brecha: José Pérez y Pérez, 
Fiscal de Valladolid, y Joaquín Díaz-Merry Cejuela, Abo- 
gado fiscal del Tribunal Supremo, y Joaquín Mier y Vigil 
d e  la Escalera, Teniente Fiscal de Oviedo, y Francisco Fer- 
nández y Fernández, Abogado fiscal de Sevilla. La sepa- 
ración que el Señor en sus altísimos designios impiiso trae 
ahora el recuerdo de sus acrisoladas características humanas 
.y profesionales, tanto más acusado cuanto, como en el caso 
d e  Díaz-Merry, acababa de crear un hogar cristiano, o, como - 

,.en el de Mier, su juventud prometedora le brindaba un 
,porvenir brillantísimo, o como en el de Fernández y Fer. 
nández, dejaba en el desamparo una familia numerosa, en 
torno a la cual «La Carrera)) (y ahora sí que puede escribir* 

se con mayúscula) y no pocos de los hermanos de ~rofesión 
en la Magistratura se sintieron ganados por un noble im- 
pulso de solidaridad, y a su calor hizo cuanto pudo, y quizá 
más de lo que pudo, para remediar una situación angustio. 
sa de forma tan limpia y desinteresada como eficaz. Ante 
casos como éste, el fedatario oficial de las actividades de la 
justicia se siente ganado por esos sentimientos, signo in- 
,equívoco de la hombría de bien de los hombres de justicia 
y exponente de sus cosas ante un mundo que no siempre les 
,sabe comprender y estimar de v e r l d ,  aunque con bellas 
palabras quiera disimular la falta de sensibilidad por ellos 
.y su inexplicable y culpable indiferencia para los ejempla- 
res custodios de la paz social.. . 



Son autores de las Memorias que seguidamente vamos. 
a estu&:-- 

ña. 
D. 

nreiro. 

Z. 

ras. 

de Tej 
P - - . . . . . . . 

lled. 

A1bacete.- ,,.. Suillermo Navarro Pola 
Almena.-Don Juan de Oña Iribarne. 
Alicante.-Don José Gallardo Ros. 
Avda.-Don Enrique Leyva. 
Badajo2.-Don Federico Puig Pe 
Barcelona.-Don Clemente Gonzaivo De 

Bilbao.-Don Eduardo Aya Goñ 
Burgos.-Don Pedro González y GLILaLLL 

íceres.-Don Manuel Roán Te 
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Zarnora.-Don Emilio Rodríguez. 
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Y rin acomodarnos al formato de :morias- 
que por una serie de circunstancias de todos curioridas h s  
perdido actualidad, examinemos, en lo esencial, la labor d e  
los Tribunales en Audiencias y Juzgados. La del Supremo, 
recogida estadísticamente en la Memoria Dre 1, que- 
da al margen de este comentario. 

A) Audiencias.-Por lo que a ellas se refiere, el aña- 
judicial próximo pasado puede señalarse con piedra blanca,. 
porque en todas, salvo excepciones que señalaremos, se acu- 

progreso evidente en cuanto al trabajo hecho y en 10- 
ecta a su rapidez y calidad. Claro es que hay males- 
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q u e  no pueden remediarse, porque, como se ha dicho en 

(esta Memoria y en muchas de las que la han precedido en 

el curso de mi gestión, por mucha que sea la voluntad de 

:servicio de los Tribunales de lo Criminal en las capitales 

de importancia, el enjuiciamiento de numerosos delitos de 
poca trascendencia, por trámites complicados e innecesaria- 
mente dilatorias que ponen en movimiento una máquina 

judicial y fiscal harto complicada, aumenta el volumen del 
papel, como se dice en el argot forense, y en la mayor parte 

de los casos obliga a una intervención que está al margen 

.de la Ley y corre a cargo de los auxiliares de más o menos 
,categoría, mientras en el Tribunal juzgador se amontonan 

por centenares las causas, que fatalmente se ven y se fallan 

-con retraso. Estas deficiencias, claro es, no se perciben en 

las  Audiencias en que por unas u otras causas (principal- 

mente la densidad de población) el número de los sumarios 
pendientes no intimida; pero, en cambio, en las poblaciones 

populosas no basta para lograr el empeño, aunque en algo 

-10 facilite, el aumento de Salas, con el subsiguiente aiimene 

to de plantillas, mientras falle la máquina procesal, que pone 
.a  los juzgadores en trances amargos. 

Pero esa necesaria salvedad hace más elocuente el valor 

demostrativo de las cifras, puesto que en Albacete, en pri- 

-mero de enero de 1954, de 1.215 causas ingresadas sólo 
-había 97 pendientes de despacho, y en Ciudad Real asevera 

nuestro Fiscal que el progresivo mejoramiento de la Au- 
diencia, que es de mucho trabajo, ha de permitir que en 
1956 todo quede normalizado, a pesar de que no se ha 

creado la nueva Sala y es una sola la que esforzadamente 
-ha logrado el milagro de vencer el retraso. Y lo mismo ocu- 

-rre en Córdoba, donde existen dos Secciones, y al tiempo 

d e  redactarse la Memoria fiscal no existia posibilidad de 



hacer señalamientos más que hasta el mes de julio, a pesar 
de que en las estadísticas últimamente publicadas había ce- 
lebrado en el quinquenio 4.919 causas, número sensible- 
mente aunque superior, al de los celebrados por 
las Audiencias de Badajoz, Jaén y Málaga, y sólo superado 
,en ese lapso de tiempo por la de Madrid (12.410), Barcelo- 
na (7.692) y Sevilla (5.158). Digna de notarse es también 
la actuación de la Audiencia de Huelva, con 495 juicios 
celebrados, de los cuales los más (y por, eso lo subrayarnos) 
.se refieren a hechos ocurridos tres o cuatro meses antes, y 
alguno a dos meses fecha: lo que dice mucho de la calidad 
del Presidente, don Antonio de la Riva Crehuet. Es positi- 

va la recuperación de la Audiencia de Murcia, que hasta 
hace poco tiempo se desenvolvía bajo el signo contrario a 
la que contribuyeron en grado superlativo los dos últimos 
Fiscales y, sobre todo, el actual, que, para poner las cosas 
en su punto, visitó todos los Juzgados de la provincia (cla- 
ro que en aquello que era legalmente permitido) colaboran- 
do así a la eficaz labor de los Presidentes; y el hecho de que 
.en el curso del ejercicio se hayan despachado 2.085 ejecuto* 
rias contra 859 en el año anterior dice mucho del cambio 
-de modos. Era precisa esa actuación sobre los lugares para 
.que al conjuro de la voz de los entregados a la buena obra 
se levaniasen los sumarios y las ejecutorias que dormhn. Y 
no es menor la satisfacción que produce saber por el Fiscal 
de Las Palmas que, gracias al persistente y decidido esfuer* 
zo del Presidente, del Fiscal y del Decano del Colegio de 
Abogados, pudieron fallarse 811 causas, y muchas de ellas 
~orres~ondientes al año 1954. teniendo el servicio de eje. 
.cutorias al día. También en León es digno de mérito el sal. 
.do favorable (4 14 sumarios pendientes en 3 r de diciembre 
de 1953 y 95 en igual fecha de 1954); y aun en Pontevea 



dra, que es Tribunal muy sobrecargado, que por añadidurx 
jamás tuvo su plantilla completa, ha bastado con que algu- 
nos viajeros se queden (los señores Colom Seiquier y Bes- 
cansa Gutiérrez Ceballos) para que triunfe, mejorando e l  
servicio, la voluntad de hierro del Presidente don José Ma- 
ría Suárez Vence, de quien el Fiscal Sr. Chápuli, que cond 
él abnegadamente colabora en la difícil tarea, hace un cá- 
lido elogio harto merecido. E.n Valencia (y con ello se reci 
tifica un mal que por experiencia personal conocíamos) se  
va logran& rapidez en el despacho, que ha permitido cele- 
brar rápidamente los juicios orales por tres crímenes graví- 
simos. 

Pero no son únicamente estos casos que citamos ad exern*. 

plum los únicos exi que se acusa la mejora real (más que la: 
mejora estadística) de la situación. En muchos Tribunales 

de poco trabajo, el ritmo normal del enjuiciamiento es regla 
general y no excepción, y en otros, aunque la situación de 
agobio no esté superada todavía, hay más agilidad y des-. 
embarazo. La indicación, por somera que sea, de muchos; 
Tribunales que están en ese caso, y aun la de alguno a q u e  
debe ponerse remedio, nos permitirá sacar algunas conse-. 

cuencias útiles. 

En Badajoz ha mejorado la situación, más sensiblemen- - 

te en la Sección I .a que en la 2."; pero la ausencia de algu- 
nos Magistrados afectos a cometidos distintos, con reserva: 
de plaza, impide que se normalice el servicio, pese al es- 
fuerzo de los Magistrados adscritos a la Audiencia que per-- 

duran en ella, y entre los que se destacan don Alfredo Gar-- 
cía Tenorio y el Presidente de la Sección S.', don Francisco, 

Herfera de Llera. Peor es la situación de Alicante, en cuya* 
Audiencia, a pesar de haberse dictado 438 sentencias, au- 
menta el número de juicios pendientes, que cifrados origi- 



nariamente en unos 800, alcanzará previsiblemente en breve 
plazo el número, que es para preocupar en un Tribunal de 
esa índole, de 1.500. que lógicamente no puede despachar 
.satisfactoriamente una sola Sección. Barcelona se resiente del 
ajetreo de personal, por la poca estabilidad de los allí des. 

tinados, que cuando por imposición legal son trasladados a 
asa Audiencia buscan y aprovechan la primera coyuntura 
que  se les brinda para huir de una sede donde la vida es 
excesivamente cara y tienen dificultades para encontrar al04 
jamiento digno que se acomode a lo modesto de los suel- 
dos. El esfuerzo ingente que Magistrados y Fiscales realizan 
para obtener una normalidad sólo relativa, se frustra por 
acorruptelas de la curia, que hace de la querella particular 
un  arma para demorar la conclusión de los sumarios y de 
los recursos, desestimados con frecuencia, un expediente 
para lograr la misma finalidad; y eso a pesar de que se ha 
frenado merced a una exquisita vigilancia sobre la desme- 
dida interposición de sedicente cuestiones prejudiciales en- 
caminadas frecuentemente al mismo censurable propósito. 

En Bilbao mejora la situación, aunque no todo lo desea- 
ble, y el retraso, si no en todo, obedece en gran parte a defi- 
siencias del local, que impide o dificulta la actuación simule 

tánea de las dos Secciones: el Tribunal ha iniciado un sis- 
tema de despacho que evita ese mal hasta donde es posible, 
y las medidas adoptadas permitieron celebrar en los cuatro 
primeros meses del año 235 juicios orales contra 165 en 
el anterior. No es satisfactorio, ni mucho menos, el estado 
de la Audiencia de Cádiz, que en no pequeña parte se debe 
.a la falta de personal auxiliar, incluída la Secretaría y Vice- 

secretaría: por consecuencia de ello, los servicios auxiliares 
quedan a merced de personal joven y poco ducho, y el Tri- 
bunal se resiente de esa deficiencia que, conjugada con la 



dificultad de comunicaciones con algunos deter-. 

mina inevitablemente suspensiones que podri'an evitarse 

concliiyendo con su causa principal. Además, el Fiscal su-. 
giere la conveniencia de realizar dos desplazamientos que 

permitan concentrar la vista de los asuntos en sedes judi. 

ciales de importancia: en Algeciras, los de los Juzgados del 

llamado Campo de Gibraltar, y en Jerez de la Frontera, los 
de Olvera, Grazalema y Sanlúcar. En La Coruña mejoró- 

el servicio: pero el Fiscal se duele de que todavía se demo- 
re la tramitación de las causas por la retención de los autos- 

en poder de las acusaciones particulares, por la lentitud en 

la ejecución y por la facilidad para otorgar suspensiones de 
los juicios orales, que a veces se producen por falta o de- 

fectuosa citación de quienes han de comparecer, determi- 

nando un porcentaje de juicios frustrados por esas causas, 
todas corregibles, que es igual aproximadamente al número, 

de juicios celebrados. San Sebastián acusa positiva mejora, 

pero todavía no ha podido superarse una delicada situación 
engendrada en varios años de abandono, y Oviedo lucha 

también con la escasez de personal auxiliar, que estima 

debe ser aumentado. 

Aun cuando las Memorias fiscales nos ofrecen datos más 

precisos y concretos, hemos espigado entre los que nos brin- 

daron, para poder ofrecer al Gobierno, y con él a los habi- 
tuales destinatarios de este documento oficial, una visión d e  
conjunto del panorama de la administración de justicia en 

el sector a que ahora aludimos; y confesamos que es en 
conjunto halagüeño, porque, salvo alguna calificada exrep- 

ción, es evidente, para quien sepa apreciarla, una conside- 

rable mejora en el servicio. Y es justo cudesar que a ob- 
tenerla contribuye no poco la actuación vigilante de la Ins- 

pección de Tribunales y su presencia fGca  allí donde las: 
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estadísticas que recibe ofrecen alguna anormalidad. Pero 
no basta con esos estímulos ni con la decidida voluntad d e  
superación de los Tribunales, que son los verdaderos artí- 
fices de la obra de reconstrucción. Precisa, si ha de lograr- 
se del todo, que se cuide de que las plantillas estén com- 
pletas, remediando en sus causas, más que en sus efectos, 
los factores que contribuyen a los retrasos o al desbarajus- 
te: es necesario estimular a las Presidencias demasiado com-- 
placientes para guiendo el ejemplo de las más, hagan 
uso de faculta vigilancia y corrección que les están 
atribuídas, atenúen primero y anulen después una equivo- 
cada política de conz~ivenci~ que sólo es recomendable 
cuando no excede los límites de lo tolerable ; y que, como 
ya hemos dicho anteriormente y hayamos de repetirlo con 
otro motivo en el curso de este trabajo, no baste para re- 
mediar los males que todos lamentamos con aplicar estric- 
tamente las normas de que disponemos, lo cierto es que 
no descuidando el razonable empleo de los que están en 
nuestras manos, puede lograrse mucho para alcanzar la 
normalidad. Los datos que posso modo hemos expuesto. 
muestr aciones, que so 
gada s aIes nos dijeron 

B, uzgados.-hxplicablemente, la tónica de su 
funcio o corresponde a la del Tribunal de que de- 
penden; y ei hecho no debe extrañarnos, porque la actua- 
ción ji istratura stricto sensu son dos 

vasos 4 de todo, no es ocioso que aquí. 
dediquemos algún comentario a las observaciones que me- 
rece la actuación judicial a los que más directamente la co- 

nocen y pueden apreciar sus calidades. 
Resalta entre los datos que tenemos a la vista un he-- 

cho que nos es totalmente conocido y que, entre otros,- 
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hace resaltar el Fiscal de Albacete: la atención personal 
.que los Jueces consagran al servicio de lo civil, en contras* 
.te con la poca que dedican a la materia criminal. Es en los 
Juzgados de las grandes poblaciones donde este fenómeno 
es más sensible, aunque también se ofrece a nuestra con, 
sideración en los núcleos urbanos y rurales menos impor. 
tantes, mas no con los mismos caracteres. Eiio se debe, 
en nuestro sentir, a un virtuosismo que suele iniciarse en 
la propia Universidad, pero que mantenido con persisten. 
-cia fuera de ella, acarrea defomzdciones profesiomles cuya 
trascendencia es incalcuEable, porque la consecuencia inme. 

diata de este modo de ver las cosas es una inexacta apre- 
ciación de ciertos valores que sublima, por razones no to- 
das confesables, los que se relacionan con la vida material 
-y menosprecia en cambio nada menos que los que afectan 
.a la vida, a la libertad y a la seguridad de los ciudadanos. 
Es posible que quien pase la vista por estas líneas atribuya 
a exageraciones de su autor lo que antes se deja dicho con 
l a  menor estridencia posible. Pero quiérase o no, la reali. 
dad nos enseña cuánta verdad hay en el fondo de esa la- 

mentación del Fiscal de Albacete, y se verá en un aprieto 
ante realidades que no tienen otra explicación que la apun* 
tada :  la afición de nuestros jueces al servicio de lo civil 

y su desgana en general al de lo criminal, confiado en gran 
parte a los oficiales criminalista, y la preferencia de los 
-titulares de los grandes bufetes por los asuntos civiles, co- 
merciales o contencioso-administrativo. Ni  queremos ni te- 
nemos para qué ahondar en las causas de este fenómeno, 

.que son muy variadas, ni nos consideramos autorizados 
para pugnar por soluciones que nadie nos demanda y que 
acaso no estemos autorizados para proponer; pero, por lo 
q u e  afecta a los dispensadores de justicia, bien está que aquí 



!se apunte el hecho y se pugne por que se corrija, por lo me- 

.nos en la medida de lo posible. 
Bien sé que la receta para este mal, tan notorio LUli iu 

,generalizado, consiste en buscar la especialización por me- 
dios adecuados; y muchas y muy enjundiosas páginas se 
.han escrito para justificarla. Pero mientras se mantenga el 
.statu quo, que por muchas razones no puede cambiar en un 
.día, algo hay que hacer para procurar que se dedique a las 
,dos actividades idéntica atención, aunque también sea pre- 
,ciso evitar, por contraste, que la menguada valoración que 
.de sus tareas en lo criminal hacen muchos de nuestros ins- 
tructores, trascienda a los juzgadores de su propia obra, y 
,que al descuido de los primeros se una la desgana de los se* 
gundos, pergeñando sentencias obedientes al principio del 
mínimo esfuerzo y que parecen redactadas con la preocupa* 
,ción de poner de manifiesto una bondad que la objetiva apre- 

.&ación de los hechos no justifica, o con la diliberada y me- 
nos loable intención de cerrar a piedra y lodo el acceso al 
recurso extraordinario y supremo. 

Parece aludir a estos extravíos un pasaje de la Iv~emo. 
.ria del Fiscal de Bilbao, que no resistimos la tentación de 
-transcribir literalmente: «Juez bueno -dice é1- no es el 
*que siempre está buscando la manera de no condenar a na- 
die,  sino el que sabe asimilar los problemas ajenos y vi- 
-virlos, el que comprende las debilidades humanas y pene- 
-tra con hondura en las vidas que a su lado se entrecruzan 
y palpitan, el que al mismo tiempo sabe que su misión con. 
siste en enderezar lo torcido, amputar lo ya gangrenado y 
dar la satisfacción y reparación posibles al que ante él pide 

remedio y solución a una injuria o a un conflicto. Si es po- 
sible un Juez así, no hay otra Ley que su dictamen; y de 
.tal manera la sociedad se pondría en sus manos, que gusto. 



samente derogaría el arcaico principio, hasta hoy desgra- 
ciada y necesariamente intangible, N u l l u m  crimen, nulla 

pena sine lege, para que hiciera y deshiciera como árbitro 

supremo del bien común.)) Si descartamos de ese párrafe 

todo lo que en él ha puesto la conciencia de un servidor de 

la justicia que por consagrar a ella lo mejor de sí sabe bien 

lo que ha menester (tal vez por eso no se detiene ante afir- 
maciones que a muchos podrían parecer atrevidas) la ver- 

dad es que puede ser aplicable como ejemplo para los Jue- 
ces instructores y los Tribunales que no valoran como de- 

ben el servicio de lo criminal, y se cuidan poco o no se cui- 
dan nada de llevar a las páginas sumariales y a las senten- 
cias aquellos matices que revelan la personalidad del delin- 

cuente o aquellas circunstancias que pueden ser decisivas 
c para juzgar en conciencia los hechos. Por muy exquisitas y 

alquitaradas que sean sus constr~icciones en torno a los pro- 
blemas que plantea el proceso civil, no es bien que olviden 

lo mucho que a la justicia importa saber que para la defen- 

sa de estos intereses más trascendentales no se ha omitido 

esfuerzo ni sacrificio: sólo así el juicio en conciencia puede 

ser algo más que un propósito del legislador, malogrado tan- 

tas veces por preocupaciones que, pensando en las conse- 
'> 

ciiencias que a toda costa tratan de evitarse, corrige los he- 
chos para que se acomoden a la solución que subjetivamen- 

te se estima más justa. 

Justificadamente se refieren muchas de las Memorias 

fiscales al arraigo de los Jueces que, por una parte, exige 

permanencia en los lugares y, por otra, al fiel cumplirnien. 

to del deber de residencia. Mucho se ha adelantado en la 

exigencia de éste; pero faltaríamos por nuestra parte al d e  

sinceridad si desconociésemos que en ese punto queda mu- 
cho camino por andar: y en este mal no pueden librarse 



de nuestra censura ni los Magistrados ni los Fiscales que 

dan el mal ejemplo, a pretexto de falta de quehacer o por 

razones de proximidad a la capitalidad de la Audiencia o 
del distrito. Ciertamente que hay muchos casos en los que 

un traslado impuesto por las circunstancias, que obliga a un 

cambio de residencia, plantea pavorosos problemas. A ellos 

se refiere, entre otros, el Fiscal de Bilbao, que subraya las 
dificultades de encontrar vivienda en una población super. 

- 

poblada y cara, donde el término medio de los nuevos al- 
quileres alcanza muchas veces la cifra de z.ooo pesetas. Pero 
aun así, por dura que la Ley parezca, es forzoso cumplirla, 

porque el desarraigo de los administradores de justicia per- 

judica el buen servicio y es piedra de escándalo entre los 
administrados y también entre los que no lo son. Este maI 

no pasó inadvertido para el Ministerio de Justicia, que ya 

ha iniciado una política constructiva a que responde el De- 

creto de 26 de noviembre de 1954. por el que se crea e1 
Patronato de casas para la administración de justicia. 

En todo caso, también en este sector importantísimo de 

la administración de justicia se nota evidente progreso, y 
no pocos Fiscales señalan la meritoria actuación de muchos 
Jueces. En la provincia de Almería figuran en el ctuldro de 
honor los dos Jueces de la capital, don Angel Huidobro Par- 

do y don Cesáreo Tejedor, y los de Purchena (hoy de Vé- 
lez-Rubio), don José Rodríguez Jiménez y don José María 

Reyes Villasante; en la de Burgos -y por modo muy re- 

levante- el de Castrogeriz, don Jerónimo Arozamena ; en 

Cádiz los dos Jueces de Jerez de la Frontera, Moreno Mo* 

choli y Perpetuo Benedicto, que mantiene la estela admira- 

ble que dejó en Piediahita, y el de San Roque, señor Entre* 
na Klett; en Castellón el Juez de la capital, don Eduardo 

Torres Dulce: en Cuenca don Rafael Martínez Emperador, 



que en Cañete reside y trabaja sin Secretario, con mengua- 

dos elementos auxiliares y sin instalación ni vivienda deco. 

rosas; en Jaén el titular de Baeza don Alfonso Hernández 

Pardo, y en Santander el Juez de Cabuérniga don Manuel 

Campos Hernández. Son muchos más los que en esta lista 
podrían figurar : y a la satisfacción íntima de consignar aquí 

los nombres de los que con más relieve señalan las Memo- 

rias fiscales, se suma la no pequeña de que en esa relación, 
que no es ni mucho menos exhaustiva, hay nombres que 

suenan gratamente en los oídos del viejo Director de la Es- 

cuela judicial, que pudo antaño profetizar, sin peligro de 
error, quiénes de los que tuvo y tiene por szryos le procu- 

rarían, a no tardar, esa íntima alegría. 

Y nada se dice de las Memorias en que se aborda el 

tema de las circunscripciones territoriales, porque sometido 
el tema, con ánimo resolutorio del problema, a los organis- 

mos competentes del Ministerio de Justicia, y habiendo 

éste llamado a información a los organismos que le parecían 

adecuac dos par: 
concretc 

i ilustrar su juicio, cuanto se dijera en este 

punto ) pudiera parecer poco delicada intromisión. 

B') La Justicia municipa,al.-Esta vez las Memorias fis- 

cales dedican al tema poca atención y la poca que le consa- 

gran no versa, explicablemente, sobre si es o no convenien- 
te  el mantenimiento de la situación actual, cuestión ya sil- 
perada, sino sobre cuestiones de valor más subalterno, pero 

que no dejan de ser interesantes. Además, la razonable y 
progresiva poda que viene haciéndose de las comarcas cuya 

existencia nada justifica, frena todo comentario adverso, ya 

que, como reiteradamente hemos dicho, hubo en esta orga- 

nización dos errores iniciales que consistieron en la super- 
.nbunda& de esos organismos y en la poca atención que 

inicialmente se prestó a la formación de sus titulares. Este 



defecto también ha ido corrigiéndose; y las nuevas promo- 
ciones lo muestran al menos observador, porque entre ellos 
hay muchos (los más) que no sólo atienden inmejorable- 
mente sil despacho, sino que se asoman con harta frecuen- 
cia y dignidad completa a las revistas profesionales, y d e  
modo singular a la que nos pone al día de sus actividades 
(Pretor). 

Es pronto aún para intentar otro paso, que en mi sentir 
consistiría en racionalizar la demarcación y en fortalecer y 
ampliar las atribuciones que actualmente tienen estos ser- 
vidores de la Justicia, manteniendo, eso sí, su separación 

como carrera, de la carrera de la Magistratura, a la que ya 
han tenido acceso (por sus pasos) los que en posesión de 
una preparación más cuidada se abrieron camino por el úni. 
co medio que sin estrago parece posible. Mas en cualquier 
supuesto, no parece tan descabellada como muchos creen la 
sucesiva reducción de facultades de la justicia de Paz, hasta 
dejarla convertida en una justicia conciliatoria (si no pare- 

cen antitéticos estos términos) en el verdadero sentido que 
a esa denominación debe darse: porque lo cierto es que 

muchos de nuestros fiscales, y señaladamente algunos (los 
de Almería, Cáceres, Las Palmas y Zaragoza) después d e  
elogiar la labor que realizan los Juzgados municipales y co- 
marcales, subrayan la ineptitud de los Jueces de Paz, su- 
plantados de hecho, aunque no de derecho, por sus Secreta- 
rios: lo que viene a confirmar cuánta razón tenían los que 
en un ambiente que, más que de contradicción, era de opo- 
sición sañuda, pugnaron por el establecimiento de la justi- 
cia técnica en los grados inferiores de la jerarquía, y la es- 
tablecieron sin titubeos dedicándose después a mejorarla y 
perfilarla en aquello que la realidad, que era preciso servir+ 
mostraba como inexcusable. 



Y no es poco lo que, aun manteniendo la organización 

actual, queda todavía por hacer, sobre todo en lo que se 

refiere a las Fiscalías comarcales, cuya agrupación, obedien- 

te más que a razones de fondo a consideraciones económi- 
cas, no sólo facilita el incumplimiento del deber de residen* 

cia, favorecido también por la f lexibil idad de las incom$a~ 

tibilidades, sino que obliga a trabajar a un ritmo extraño 

por acumulación de señalamientos en una fecha determina- 

da que frecuentemente se traduce en la ausencia de todos 

los titulares de una se 

Por lo demás son 3s las Memorias en que los Fis- 

cales se quejan de qhr: ~dnocen la actuación de los que 

trabajan en la administración de justicia comarcal y muni- 
cipal y no pueden vigilar su actuación : sin advertir que 
antes, como ahora, son las mismas sus facultades y qi~e- en 

el uso legítimo de las suyas pueden y deben cumplir esa 

misión, sin que se precisen normas más concretas, como no 
sean las que en SU día pueda establecer el Estatuto de la ca- 

rrera que estudia el Ministerio de Justicia. A pesar de todo, 
y porque la naturaleza de este documento no nos brinda co- 

yuntura para ello, no hemos de tardar en comunicar insa 
trucci+ ncretas para que todos entiendan que no se 

trata laguna de la ordenación actual, que ofrece me- 
dios ,-,,= para jerarquizar las Fiscalías, sino de un error 

d e  visión que debe señalarse para que terminen las dudis 

que en ese punto nos presentan muchos de nuestros colabo- 

radores. 

C) L a s  d mmales, 

la exposición ae la rarea encomennada a los miembros del 
Ministerio público suele presentarse agrupada en varios epí- 

grafes, tal como lo quisieron y dispusieron las normas orgá- 
nicas que regulan su actuacl is la verdad es que, lo 

ones co: 

de una I 

7 --..-o 

P o r  exigenci 
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&que en ese punto puede decirse, está presidido por un prin- 
(cipio de unidad que permite simplificar lo que en torno al 
tema debe señalarse, con gran ventaja para su ordenada ex- 
posición. 

1," Hay un tema dominante al que directa o indirec- 
tamente se refieren todas las Memorias, cual es el de la ver- 
.dadera posición que en la administración de justicia deben 
.ocupar los que ejercen funciones fiscales. Mas precisamen- 
te porque ese tema ha de abordarse en el todavía nonato 
Estatuto, no es esta la mejor ocasión para tratar de él, aun. 
,que como tesis general creemos de nuestro deber decir que 
les preciso, ante todo, superar la clásica inspiración francesa 
q u e  no sirve para satisfacer necesidades que están tan lejos 
de ella, como de otras concepciones que truecan la Fiscalía 
ten un organismo que tiene más de político que de jurídi- 
c o ;  y que puestos a esa tarea ha de considerarse qué inter- 
vención debe reservarse al Ministerio público en el proce- 
so civil, cuál la que debe tener en el social y qué faciiltades 
.deben atribuírsele en el contencioso-administrativo, pues, 
.evidentemente, su papel de defensor de la Ley se compade- 
~ce  mal con la limitación de atribuciones que lo delinean, 
.en nuestro sistema al menos, como un defensor a ultranza 
de intereses estatales que puede inducir a confusión. Y en 

.otro aspecto, la función fiscal, que es única (porque una es 
la jerarquía y una la orientación), ni puede ser compartida 
ni mucho menos subvalorada, so pena de convertir una ins- 
titución autónoma en un apéndice del Tribunal cuando cada 
-uno de ellos tiene, o por lo menos debe tener, una función 

propia, ni superior ni inferior a la que desempeñan otros 
estamentos que en su conjunto orgánico se agrupan bajo la 
.rúbrica ((administración de justicia)). 

2.' Pero esta natural aspiración que aquí se recoge 'sólo 



n emba: 
la necec 

rgo, no 
iidad de 

incidentalmente, en tanto pueda traerse a capítulo, en cuani- 
to explica muchas de las cosas concretas y actuales de que. 
nos hablan las Memorias que aquí extractamos, a saber: 

a) Por lo que se refiere al servicio fiscal, es de justicia, 
declarar que en la mayor parte de los Tribunales se man- 
tiene al día; y que con íntima satisfacción nuestra no sont 
pocos los casos en que la Inspección de Tribunales nos lo 
confirma, por el reflejo que la función fiscal tiene en las 
actividades de la judicial. Una minuciosa y sincera estadís- 
tica mensual encomendada a nuestra peculiar inspección nos 
da cuenta de los altibajos del servicio en forma que reputa- 
mos satisfactoria. 

Si queremos desdeñar la ocasión de sub% 
rayar que, así en la distribución del trabajo 
como en los modos de llevarlo a cabo, todos nuestros cola- 
boradores obedecen a una orientación única que, exista o 

no en las normas orgánicas, debe ser para todos regla de  
conducta que dicta el buen sentido acaso con mayor fuerza. 
que nuestras circulares. Lamentamos, por ejemplo, aunque 
los casos sean por fortuna excepcionaIes, que en algunas fis; 
calías el jefe no asuma la responsabilidad de despachar por 

sí en todo su curso y en el del debate oral en juicio aque- 
llas causas graves o comprometedoras, y en ese sentido no 
ha de omitirse el riguroso cumplimiento de lo dispuesto al' 
propósito. Abominamos de los FiscaIes que olvidando la' 
nota de imparcialidad que debe presidir su actuación ponen 
su conato en extremar sus pedimentos, sin base fundada para 

hacerlo, y procuran un triunfo fácil a las defensas, obligan- 

do, además, al Tribuna1 a una constante rectificación d F  
las acusaciones para moderar el innecesario e inexplicablk 
rigor de los nuestros. Nos parece tan censurable la actitud' 
de los que con menosprecio de su función peculiar buscan] 



un acuerdo previo y subrepticio con las Salas para lograr una  
conformidad forzada, como la de los que a costa de defen. 
der a ultranza su criterio no vacilan en mantener una posi- 
ción a sabiendas de que no será compartida, con razón, por 
el Tribunal, y se libran así (ellos lo creen al menos) de la. 
censura de una opinión ganada por el apasionamiento, sin 
pensar en que es común la suerte de Magistrados y Fiscales. 
Nos sorprenden dolorosamente los dictámenes que .en tran- 
ces gravísimos (preferentemente los casos de indulto) pre- 
tenden con dos o tres renglones salir del puso, sin preocu. 
parse ni poco ni mucho de buscar tan acuciosamente comm 
el caso exige las razones de equidad que pueden aconsejar 
el ejercicio de la gracia o los motivos que aconsejan en con.- 
ciencia su denegación. Nos preocupa a veces que, más por- 
falta de atención que por otra cosa, algún Fiscal no tengx 
la sensibilidad necesaria para discernir por si, sin necesidad 
de estímulo alguno, lo que debe saber la Fiscalía Suprema- 

para el acertado cumplimiento de su misión, y lo que pue- 
de ignorar, por ser cosa corriente que puede resolver y orien- 
tar. Y tenemos por omisión grave de un deber elemental 

reiteradamente recomendado, la que he llamado en otra oca. 
sión distribución de las ausencias, no sólo por lo que tienen. 
de infracción culpable de la obligación de residencia, sino. 
por lo que repercute en la disciplina interior de cada Fisca- ' 

lía, que padece mucho cuando el jefe deja de ser entre los. 
que inmediatamente dependen de él arquetipo de las vir- 
tudes profesionales, que por serlo puede y debe imponer la 
disci plina, sin necesidad de que para restablecerla tengan 
que intervenir los organismos superiores.. . La unidad de- 
criterio y la articulación de la jerarquía, que son postula- 
dos de la actuación fiscal, carecen de sentido cuando por. 
unas u otras causas cada pieza no ocupa su lugar por coma-- 



. . 
"didad Jefatura excesiva compla- 
.cenciz 

' i Hay también en las Memorias fiscales indicaciones 
santes a propósito de las plantillas de funcionarios ads- 

.critas a cada Tribunal, que en nuestro sentir aconsejan la 
revisión de la vigente. Abogan los Fiscales de Granada y 
San Sebastián por el establecimiento del puesto que en di- 
chas Audiencias se suprimió, y esta necesidad viene impues- 
ta en otras Fiscalías por el juego de las excedencias con re- 
serva de puesto que en Tribunales de mucho trabajo fMa- 
drid y Barcelona) sobrecarga el de los que se quedan; que 
en otros (Zamora) obliga a desplazar indefinidamente un 
funcionario que se resta a otra plantilla mejorada aparente- 

mente, si no fuera porque el tercero que se creó, en el que 
era absolutamente necesario, se desplaza a otra Fiscalía (tal 
es el caso de Palma de Mallorca) o la totalidad del servicio 
(nos referimos a Castellón de la Plana) pesa sobre un solo 
funcionario. Y no es sólo por lo que el buen servicio paded 
ce, sino porque el número mínimo de sus componentes ha 
de ser, por obvias razones, de dos, todo incita a revisar una 

situación que debe considerar en ese aspecto dos problemas 
conexos: el del número de funcionarios suficientes para 
levantar las cargas y el del procedimiento para sustituirlos 

.ante eventos que no son pasajeros ni mucho menos. 

Con un criterio harto simplista, la solución que parece 
más llana es la de convertir la excedencia con reserva de 
puesto en una excedencia activa que permitiese la provi- 
sión. Pero aparte de que ello iría contra normas que por su 

extensión y generalidad exceden de las posibilidades de un 
Ministerio, no parece justo que el elegido por sus méritos 
para una función pública de responsabilidad, que al honrar- 

l o  en su persona honra a la Corporación a que pertenece, 



sufra, ante las contingencias de una sustitución siempre po- 
sible, el estrago de un cambio de destino que, más que un 
premio discernido a sii esfuerzo, parecería una sanción im- 

' 

puesta al que no lo merece. 
Por eso y porque en mi sentir no deben restablecerse 

los antiguos Delegados Fiscales, suprimidos por razones que 
no es la ocasión de explicar, habría que pensar en otro or- 
ganismo semejante integrado por los que en esos eventos 
han de cumplir funciones de sustitución con las calidades 
necesarias para que estuviera asegurada su independencia 
y su formación.. . ; y como el autor de estas líneas sabe de 
sobra que esa idea no ha salido de su Minerva y que corres- 

ponde por derecho propio a quien puede y está dispuesto 
a llevarla a la práctica, quede aquí señalada como una ne- 
cesidad que el Poder ~úblico considera y está dispuesto a 
satisfacer. 

En relación con este problema, alguno de nuestros Fis- 
cales (el de Barcelona) piensa que las plantillas de la Fisca- 
lía que regenta (en igual situación estaría la de Madrid) no 
deben estar integradas sólo por Fiscales de las categorías su- 
periores (de vuelillos, como se les designa en el argot foren- 
.se), sino también por los de la inferior, es decir, por Aboga- 
dos fiscales de las tres categorías inferiores. «Cerrado el 
paso -dice- de los componentes de promociones nuevas 
para ocupar vacantes de esta Audiencia, hasta que posean 
por lo menos la categoría de Fiscales de entrada, irá eleváne 
dose la edad media de  los funcionarios. Se me dirá a ñ a .  
d e -  que con ello se ganará en experiencia y ponderación. 
Pero yo contestaré -termina- que se perderá en ímpetu, 

en afzn de lucha, en deseo de superación, en interés por la 
labor nueva, en todo lo que caracteriza la manera de actuar 
d e  la juventud. . . 



No negamos que el argumento tiene cierta fuerza dia- 
léctica: pero afirmamos por nuestra parte que el problema 
no puede ser considerado pensando sólo en lo que en un 
determinado momento y en un preciso lugar ha ocurrido; 
porque frente a esos argumentos, la realidad a que la refor- 
ma que en su día se hizo respondía, es muy otra y debe ser 
considerada. Fiscales de entrada y de ascenso hay' en Ma- 
drid.. . y en la Ciudad Condal que, además de todas esas, 
calidades que el informante (también el autor de esta Me- 
moria) cree predicables de los Fiscales actuan 3s gran- 
des Tribunales, necesitan una dosis de  ex^ y des- 

tes en 1( 

envoltura que en general no poseen los que dado 
sus primeros pasos en la carrera. Y en cambio son precisos 
varios años de ejercicio profesional en medios humanos me- 
nos complicados para estar seguros de que llegan P 

provistos inequívocamente de aquella necesaria solt 
al cargo 
ura que 

puede ser en muchos casos su más preciado instrumento cie 
trabajo. Además -y el hecho no es desdeñable-, las dos 
primeras categorías de la carrera (Fiscales de entrada y de- 
ascenso) y aun la misma de término, están principalmente 

integradas en gran parte por un personal joven y animoso, 
afirmación ésta que cualquiera que nos conozca por dentro 

puede corroborar con el solo trabajo de hojear el escalafón 
con fines que no sean ((trabajarse de la muerte de los de- 
más.. . », que diría un clásko. 

Pero hay otra consideración que no puede omitirse, y 
es la de que el lrnpett~ juvenil signif luchas ocasiones 
el afán inmoderado de llegar a Ls sin preocuparse 
ni poco ni mucho de la suerte de los que se ven desplazados- 

de 10s grandes núcleos de población en el momento en que- 
la educación de los hijos o su colocación exige imperiosa- 

ica en n 
alturas 

mente (faltan recursos y sobran necesidades) vivir en ellos: 



ién en 1 
lo esenc 

para cumplir deberes respetabilísimos que de otro modo que- 
.dan desatendidos. Bien está, pues, desde este punto de vis- 
ta, que los recién llegados esperen su hora, si con ello no se 
perjudican las exigencias del buen servicio; que también 
las Corporaciones se resienten con razón de las carreras re- 
lámpago, aun en casos que, como éste, no está en juego la 
promoción, sino la situación, que tampoco es elemento des- 
deñable. v 

C) as Memorias fiscales que aquí sintéti- 
carneni :ial se reflejan, se contienen indicacio- 
nes a propósito de la necesidad de contar con personal auxi- 
liar suficiente y  reparado. Y aunque sabemos que esa cues. 
tión también preocupa al Mando y pone los medios de re- 

solverla prontamente, no queremos omitir indicación sobre 
los Fiscales que justificadamente nos apremian para que se 
satisfaga esa necesidad. La Coruña, por ejemplo, no con- 
taba cuando la Memoria se redactó más que con un  solo 
auxiliar, situación angustiosa que también se da en Grana* 
da, donde el Fiscal remunera dos auxiliares, cuya retribu- 
ción satisface de su propio peculio, y en Jaén, donde un solo 
auxiliar tuvo que pechar con un número enorme de dictá- 
menes (5.~30 más 823 en materia de ejecutorias.. .); y no 
ron éstos - c o n  ser 14 salientes- los Únicos que po 
demos anotar. 

A pesar de todo, los servicios se cumplen y cuando es 
preciso los propios Fiscales manuscriben sus trabajos o se 
consagran, cuando pueden, que es siempre, a llevar los li- 
bros de Fiscalía (hartc osos y no menos complicados). 

Entre los nombrc los Fiscales destacan hay que 
hacer memoria de muchos que me son harto conocidos con 
la estimación singular de quienes los ostenten con plena dig- 
nidad. Pero ellos han de ~erdonar que por esta vez los omi- 

) numer 
1 is que 



ta para no llenar con ellos ( j tantos son!) una página de la. 
Memoria. Nbta de los méritos legítimamente adquiridos 

queda en los expedientes personales que, para todos los efec- 

tos, se lleva en esta Fiscalía, y ellos mejor que nadie saben 

que están presentes en la memoria y en el corazón del que 

al tiempo de abandonarlos, cuando quien puede hacerlo lo 
disponga, tendrá como supremo honor el de haberlos regi- 

do, acaso sin otro mérito que el de haber aprendido a esti- 
marlos como merecen y haberse sentido uno más en la Cor- 

poración a que espiritualmente estuvo incorporado desde el 
. . mismo día de su pos 

MOVIM 

ienen, e 
no que 

1 
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dicho en estos documentos oficiales a propósito del valor, 

para muchos decisivo, de los datos estadísticos. Sin negar 

la importancia que t '  s bien F je contra los ex- 

cesos del determinisi deja al el trascendental 
revenir! 
margen 

problema de la libertaa ; porque lo cierto es que la conducta 
humana no es ni puede ser producto fatal de una serie de 

factores antropológicos, fisiológicos o sociales, aunque ellos 

influyan en nuestro obrar y, por consiguiente, en el juicio. 
que al valorar la responsabilidad formule quien haya de 

juzgarlos. Lo que ocurrirá, sencillamente; es que, como dice 

nuestro Fiscal de Salamanca, las personas elegidas como víc- 
timas de la presión de la vida y del ambiente serán aquellas 

que más al descubierto y más indefensa tengan s x 

libertad. 



Una ojeada, por rápida que sea, los datc 
nos ofrecen los Fiscales españoles en t< Lema qu 
se considera, permite comprobar nuestros asertos ter,,,,,,,, 

sobre 
>rno al i 

)S que 
e aquí 
nln,ln 

ampo dc 
:rrir al S 

lelitos, 
: traer 

como ci e experimentación cierto número de d 
sin recu istema, fácil, pero poco aleccionador, dc 
a colación todas las figuras delictivas que recoge cua 
cuerpo legal; en el caso, nuestra Ley Penal sustanti\ 

a) Así, por ejemplo, todas las Memorias fiscales acu- 

ilquier 
Fa. 

san un fenómena al que ya nos referíamos en la Memoria 
anterior, cual es el de la disminución, casi vertical, de los 
hurtos ; y auní 

la obedt . . 

Tue el brusco de :scenso ( 

parte a 
que la e stadístic 

ficación . . ,. 
a acu- 

sa puec ?ter en alguna la modi cuan- 
titativa de ciertos delitos, que los excluye de esa ca~ihcación 
para atribuirles la de faltas (reforma introducida en el Có- 
digo en 30 de marzo de 1954). no puede menos de adver- 
tirse que influyó no poco en la mejora de la situación la 
relativa estabilización de la economía y el paulatino mejo- 
ramiento de la situación obre 1s medios indu: 
y agrícolas gracias al : tan vali 
esos fines, de la legislación laboral. 

Claro es que si est tiene t 

ente COI no efica 
rtriales 
z para 

rcusión decisi- 
va en la criminalidad ,, ,-sión, car,,, .,, ella cuando se 
trata de delincuentés habitual ven en 
de lo ajeno un medio de vivir bajar. Y 
dio de este mal sólo una vigilante acción policiaca puede 
lograr lo que en los demás casos es obra exclusiva de un 

es que 
* sin tra .. 

la aprol 
para el 
.. . 

iación 
reme- 

cambio de circunstancias que eliminan la ocasión y con ella 
facilitan el libre juego de la \ . Por e: ro Fis- 
cal de Bilbao, al advertir que ~ilizaciói vida y 
su mejora se produjo en dicha población en los año: 
y 1952, en cuyo curso, y menos paradójicamente de 
parece, fué más alto el índice de los delitos contra la ~ V F L C - -  

roluntad 
la estal 

;o nuest 
n de la 

5 1951 

lo que 



dad, atribuye el sensible descenso en los años últimos a 
un servicio de vigilantes nocturnos que como auxiliares de 
la policía municipal se implantó en Bilbao y que evitó un 
gran número de robos cometidos aprovechando la noche y 
por el clásico sistema del ccpalanquetazo)) ; y el de Murcia 
a1 comprobar, con la natural satisfacción, que el balance 
de la criminalidad arrojó una diferencia de 483 sumarios 
en menos, que corresponde a un total de 2.051 en 1953 y 
1.568 en 1954, admite que, sin desdeñar lo que en ello 
haya podido influir la publicación de la Ley a que más arri- 
b a  nos referimos, tan eficaz como oportuna, en aquella pro. 
vincia contribuyó al satisfactorio resultado obtenido, una se- 
rie de medidas preventivas adoptadas por la Fiscalía en co. 
laboración con la Policía judicial para sanear los focos de 
delincuencia existentes en toda la provincia, integrados por 
delincuentes que por su forma de vivir, condenas anterio- 
les y ambiente en que desarrollan sus actividades, suponían 
un gravísimo peligro social. La actuación de los organismos 
policíacos primero, y la inmediata acción judicial a cargo 
del Juzgado de Vagos y Maleantes de Valencia después, 
terminó con la situación y contribuyó decisivamente a con- 
cluir con un lamentable estado de cosas que se mantuvo es* 
tacionario en la línea de mayor gravedad hasta que se ata- 
caron en su raíz las causas del mal. 

En este cuadro halagüeño constituye marcadísima excep- 
ción la ciudad de Palma de Mallorca, donde no solamente 
aumentó en términos desmedidos en relación con el índice 
d e  su criminalidad, el número de hurtos y robos, sino que 

,en numerosos casos quedaron impunes porque sus autores 
no fueron habidos, justificando desde ese punto de vista la 
frecuente aplicación del núm. 2." del art. 641 de la Ley de 
Enjuiciamiento criminal. Y el mal no es atribuible a las 



personas individuales encargadas allí de la gestión policía. 

ca, sin número escasísimo en relación núcleo con un 
ero se S - urbanc 0.000 habitantes, a cuyo númi uma la 

poblacion turistica que, sobre todo en verano, atiuye pro- 
gresivamente agotando los pasajes en avión y en barco, y 
llenando hasta abarrotarlos los hoteles. Estas consideracioa 
nes parecen obligar con imperio a que las plantillas del per- 
sonal investigador se aumenten para la seguridad de pro- 
pios y extraños, y la persecución de una subrepticia colonia 
delincuente que vive a sus anchas cuando se le ofrece, sin 
gran peligro para su libertad, una coyuntura magnífica para 
trabajm a sus anchas, desacreditando de paso nuestras ins- 
tituciones preventivas y represivas del crimen, que, cuando 
actúan en número suficiente, pueden ser ejemplo 1 
organismos similares extraños que a veces tienen m 
rato que eficacia. 

b) Por rudo contraste con el movimien L crimi- 
nalidad en los delitos de hurto y robo (los de CXdld, por las 

ito de 1; 
. --L-c- 

)ara los 
iás apa. 

razones tantas veces apuntadas, no han decrecido en medi- 
da satisfactoria) todos nuestros Fiscales acusan el progresivo 
aumento de hechos imprudentes, referidos al tráfico con 
vehículos de motor mecánico, y casi siempre seguidos de 
gravísimas consecuencias (muerte, lesiones graves). Ningu- 
na Memoria deja de llamar la atención sobre este otro he- 
cho, y ello revela la generalidad del mal; y hasta se dió el 
caso de que es también común la apreciación de los medios 

que podrían, si no eliminar el daño (cosa imposible), sí por 
lo menos atenuar sus proporciones. N o  podemos, sin embar- 
go, referirnos con minuciosidad a los datos que todos nues. 
tros colaboradores nos facilitan ; pero en Barcelona, por 

ejemplo, donde la comparación .entre el movimiento de la 
-criminalidad en 1953 y en 1954 acusa una diferencia en 



menos de 1.536 sumarios, que no afectó sólo a los delitos 
contra la propiedad, se consignan estas palabras desconso- 

ladoras que nos dan exactamente la medida de la realidad.. 
«Tratándose de delitos culposos -dice el Fiscal-, el pano- 

rama es muy otro porque, a partir de 1949, el aumento de 

esos delitos es desmesurado y obliga a meditar.)) Por im- 
prudencia se tramitaron en 1954 300 sumarios más que 
en 1953 y en ese año 1953, 354 más que en 1952 ; y no. 

difiere mucho de esta situación la que a su vez acusa el 

fiscal de Bilbao, que señala el máximo aumento de los acci- 
dentes por imprudeiicia en el año judicial a que la Memo- 
ria se refiere, en lo que coincide con su colega el de Burgoo 

y, como queda dicho, con el parecer unánime de los de-. 
más de España. De lo que ocurre en Madrid y en las gran- 

des poblaciones españolas, la Prensa diaria ofrece suficiente 
información para medir la profundidad del mal y requerir 

la ate e los llamados a corregirlo en una u otra esfe- 
ra, si. dad de acudir a los datos oficiales que constan 
en loa ~ i ~ i i i v o s  de Tribunales y Fiscalías. 

Pero como no basta volver sobre los hechos que 

to conocidos, ni los llamados gubernativa y judiciaimenre 
a poner remedio pueden rendirse a las soluciones (7) que ar- 

son har. 
' 1 

bitra la improvisación, conviene que una vez más se pon- 

gan los puntos sobre las ies; porque la verdad es -y e1 

Fiscal de Burgos lo subraya con razón- que ni la llamada 
Ley especial del Automóvil, ni el art. 565 del Código co- 

mún en su redacción vigente, favorecen la impunidad, a1 

extremo de que no son pocos los que después de haber tro- 

nado desaforadamente contra un estado de cosas que les 
parece bochornoso, estiman excesivas las sanciones para cuya 

aplicación autorizan esas normas legales y --como siem- 
pre- murmuran contra el excesivo rigor de los Tribuna- 



: de ate1 
de esta 
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les de justicia, sobre todo cuando el accidente sólo afecta a - 

pasajeros de tercera. 

Lógicamente, el 1 

mentamos no puede excogitarse sin corivrrr bus Elusas, y 
sólo desvelándolas en su entraña y no en sus resultados 
cabe salir al paso de una situación por todo extremo grave. 

1 que tc 
-. . - - 

dos la- 
. . . - . . . 

Algunos de los Fiscales que tratan extensamente el tema 
ahondan en el estudio del problema, distinguiéndose entre 
ellos el de Albacete. <(La circulxción -nos dice- no es 
sino un síntoma que nos descubre el frenesí de la impru- 
dencia que caracteriza en este momento la vida universd. 
Bien podemos definir el homl emporáneo -dice Cos- 
sío- como un animal impri Y en otro lugar : <<la 
velocidad de las máquinas ha impuesto a los hombres una 
velocidad en la vida, y todo aumento de velocidad nos lleva 
fatalmente a la imprudencia.)) Por eso son tan interesantes 
las conclusiones a que llega Wundt, que considera la aten- 
ción (polo opuesto de la imprudencia) como función más 
importante de la vida mental, en la que a un tiempo mis- 
mo participan la inteligencia y la voluntad; se fortifica, se 
eleva y se hace eficaz a medida que se concentra ; por con- 
traste, cuando se dispersa afecta en tal grado a su integri- 

dad, que llega a anularla en absoluto. En ese mecanismo 
psicológico se halla el origer varias modalidades de 
los delitos culposos, y por e bligado medir el coefi- 
ciente wión de los sujetos, de tal suerte que tratán- 
dose clase de infracciones, y a ejemplo de lo que 
se dic, ,. ,, ~ractica fuera de nuestras fronteras, se extreme 
el rigor en la :ión de los carnets, porque no es grano 
de anís para la seguridad de todos atribuir a un sujeto la 
facult egir una máquina norr e peligrosa, sin 
estar nte seguros de que la rá con suficien- 

3re cont 
idente.)) 

i de las 
:SO es o' 



cia y atención, sin rendirse al deporte de la velocidad, que 
debe reprimirse fuera de esos espectaculares concursos que, 

inevitablemente, fomentan el mimetismo.. . sin poseer las 
más elementales condiciones para emular las glorias de los 

campeones del volante. 

Por este lado se apunta ya -como dijimos en la Me- 
moria precedente- una posibilidad de frenar, pero por 

modo preventivo más que represivo, los excesos de la circu- 

lación urbana e interurbana; porque en la medida que s2 
extreme el rigor para discernir el carnet se eliminarán no 

pocos accidentes debidos a la impericia o a calidades perso- 

nales que obsten al complicado fenómeno de la atención. 
Pero, además, el resultado que de estas medidas se espera 

n o  quedaría completo sin que periódicamente se revisen de 
verdad las condiciones de aptitud y sin un sistema de vigi. 

lancia, preventiva también, montado sobre varias bases fun- 

damentales: suficiente número de censores del trafico, ro- 
bustecimiento de sus poderes e inexorable punición de sus 
complacencias por vía gubernativa, a condición, es claro, de 

que no trasciendan por su entidad y circunstancias a la es- 

fera penal. 

No creemos, por tanto, que a los remedios para el cas- 

tigo de estas formas gravísimas de la imprudencia, que a 

veces están muy cerca del campo delictivo sCricto sensu, haya 
que añadir nada a lo que actualmente establecen las leyes 

en vigor; pero la lectura de algunas Memorias sugiere la 

idea (así Toledo) de que aparte de la privación temporal o 
definitiva del carnet, que es consecuencia de la condena, s. 

autorice a los instructores para acordar la suspensión de 

su uso como medida aneja a la declaración de procesamien- 

20 que, por serlo. seguiría todas las vicisitudes de éste, sin 
-perjuicio de que en su día, si recayese condena de priva- 



ción temporal, se abonase para su cumplimiento el tiempo 
que duró la suspensión. Personalmente creo que la adop- 
ción de esa medida cautelar no seria incompatible con el 
régimen vigente, y así se ha sostenido con mi aprobación 
por algún Fiscal, sin éxito alguno. Ello me decidió a plan. 
tear el asunto a la Superioridad, que ya ha encomendada 
a la Comisión de Códigos el estudio de ese interesante as- 
pecto del problema total que venimos considerando. 

No cerraremos este apartado sin decir que, aparte de su 
reforma parcial, lo que más se echa de menos -y lo apun- 
ta el Fiscal de Barcelona- es un procedimiento ágil y rá- 
pido para la persecución de estas infracciones. Nuestro pro- 
cedimiento penal ordinario resulta inadecuado para la efi- 
caz represión, y el trascurso del tiempo suele ser origen d e  
verdaderos milagros. La frecuencia con que una transac- 
ción (?) fraguada y ejecutada extramuros del procedimien- 

to convierte al sedicente acusador o querellante particular 
en un anónimo colaborador de la defensa, y el valor que 
al hecho suele darse por algunos Tribunales, contra lo que 
exige el interés social, superior siempre en el proceso pena1 
al interés del perjudicado, suele tener su causa en la lenti- 
tud del procedimiento por razones de todos conocidas, en 
las que por ahora no hemos de insistir. 

c) U n  pasaje de la Memoria del Fiscal de Córdoba nos 

pone en guardia contra un aspecto de la delincuencia en 
aquella ~rovincia (no creemos que el fenómeno sea privas 
tivo de ella) sobre el cual consideramos preciso fijar la aten- 
ción. Porque al tiempo de poner sobre el pavés la eficiente 
actuación de aquel Tribunal de Menores, causa según él d e  
la disminución de este tipo de criminalidad, registra un dato 
alarmante : el crecimiento de la criminalidad juvenil en 

delincuentes comprendidos entre los dieciséis y veinte años, 



principal y escandalosamente entre los que rebasan los dieci- 

séis y no llegan a los dieciocho. Su afirmación la ilustra 
con el minucioso relato de tres causas de muy distinta gra. 

vedad, pero reveladoras de una misma tendencia: una es- 
tafa caracterizada por la más refinada astucia; un hurto 
realizado por el dependiente de una industria que para 

acultar la procedencia del dinero que sustraía a su princi- 

pal, fingió la existencia de una misteriosa filiación ilegítima 

en  que la supuesta y acaudalada madre proveía en la som- 
bra al hijo adzilterino de cuanto necesitaba para llevar una 
vida ostentosa; con lo que encubría el origen del dinero 

sustraído a su principal que, confiado, hasta se sentia hala- 

gado por tener a sus órdenes un dependiente tan intere- 

sante; y lo que es todavía más grave, un espantoso crimen 
perpetrado por jóvenes de esa edad contra un pobre guar- 

da rural como trámite previo para formar una partida de 
bandoleros y echarse al monte. Frecuente es también el uso 

de amenazadores anónimos pergeñados por esa juventud 

descarriada y que se suscriben con expresiones en que ad- 
vierte el menos avisado la influencia perniciosa de ciertas 

películas y los estragos de una educación religiosa y moral 
defectuosa, ((el antifaz escarlata,), o en que el depósito ha 

de hacerse {ten el tronco del árbol hueco)), (ten la piedra 
grande)). . ., et sic de coeteris. 

Claro es que esta gravísima forma de criminalidad plan- 

tea problemas que sólo pueden tener solución vigilando gu- 
bernativamente y eliminando en el mismo terreno los me- 

dios que a ciencia y paciencia de todos se emplean para ex- 

citar morbocamente la fantasía juvenil. Pero en orden al 
aspecto represivo, la atenuación de la pena no puede ser 

un remedio, cuando a la larga puede constituir un incenti- 
vo. El internamiento en verdaderas casas de corrección, a 



que no equivalen nunca las prisiones, pudieran sustituir con 
mucha ventaja la imposición de ciertas penas que no ata- 
can el mal en su raíz y que sólo en escasa medida contri- 

' 

buyen a la corrección de ciertas deformidades religiosas y 
morales a que se debe esta forma obsesionante de la de- 
lincuencia. 

d) Todavía consideramos conveniente por lo menos, 
tratar en este capítulo de la frecuencia de los suicidios, que 
acusan varias Memorias fiscales y de modo profundo nues- 
tra Fiscalía de  Salamanca: y no ciertamente porque se tra- 
te  de delitos atribuíbles al suicida (el Código sólo pena en 

su art. 409 el auxilio y la inducción para realizar el hecho), 
sino porque desvela un gravísimo mal social cuya causa 
frecuente es indefinida y puede que indefinible. En ocasio- 
nes, ciertas formas delictivas se trasforman por influjo de 
una evolución social; así en una colectividad transida de 
materialismo, el viejo delito pasional se trueca en fraude 
amoroso consentido; desaparece el duelo y se acude, para 
reparar violentamente los agravios, a la represalia y ven. 
.gama en cualquier terreno; la muerte para ocultar el des. 
honor es una creación romántica, frente a la tesis de que 
se puede vivir sin recordar el honor para nada. El suicidio, 
con mucha generalidad y salvando lo que en él hay de in- 

Tracción de las leyes divinas y humanas, parece hoy debido 
a un estado patológico porque con harta frecuencia resul- 
ta enorme el abismo entre sus causas, nunca justificables, 
pero además frecuentemente nimias, y la enorme trascen- 
.dencia del acto, cualquiera que sea el punto de vista desde 
el que se le considera. 

Algún calificado psiquiatra (López Ibor) nos habla de 
l a  tristeza vital radicalmente distinta de la tristeza motit 
vada; pero sorprende que aquélla no se produzca con fre. 



cuencia en las clases intelectuales o en las, que por llevar 
esa vida compleja y ajetreada de las ciudades son materia 
propicia para que les domine a su pesar el desequilibrio, 
sino entrc gentes del campo, de vida sencilla y rutinaria, 
y hasta sin complicaciones económicas. 

Nuestro desconocimiento de las reconditeces del tema 
nos vedan consideraciones que un profano no puede aven- 
turarse a hacer sin peligro de error; pero confesamos que 
nos seduce la posición del agudo Fiscal salmantino, que 

suicidio, del que no se libran ra la h i ~  
las clas 

~. 

6tesis d' 
es social 

e que el 
les más humildes, no es sino una in- 

adaptabilidad del ser humano a las circunstancias que exige 
hoy su vivir sobre la tierra, porque ese vivir ha ido más lejos 
de lo que el propio ser humano puede soportar. 

Dada esta conclusión, toda desesperanza sólo puede te- 
ner para los hombres de fe un único remedio. ((Si un día 

Memork ida del hombre se hie 
S propio itos, toda esa descom- 

perisación que aaverrimos no seria sino el preludio de un 
proceso en que la Humanidad desaparecería víctima de su 
propia neurosis. Pero Dios ha de poner orden en estas co- 

sas y l que, frente a l, aciones hemos c 

IS, tan n . . 
le comp 
lanifiest 

irender 
-as que r nuestrz li podemos vivi os pro- 

pios adelantos, tenemos también posibilidades ilimitadas 
para las que somos i ctibles porque sus horizontes 
se lanzan hacia el cielo.. . » 



VOS CASOS INTERESANTES EN LOS MODOS D E  LA 

CRIMINALIDAD ;u SOLUCIÓN JUR~DICA 

N o  ha sido la primera vez que al abordar en estas Me- 
morias por precepto reglamentario el tema que las encabe-- 
za, hemos hecho ver a nuestros colaboradores su verdadero 
alcance y sentido, que no es el relato de crímenes atroces, 
pero de escasa trascendencia para su valoración jurídica, 
sino, lo que es muy distinto, de hechos o acaecimientos q u e  
plantearon problemas cuya solución in casu conviene pu. 
blicar para conocimiento de todos. En la presente ocasión, 
el material que las Memorias nos ofrecen es tan copioso 
como interesante; y aun a trueque de dar a este documento 
mayores proporciones de las acostumbradas, hemos creído 
conveniente hacer una selección que, para someterla a al- 
gún orden, vamos a agrupar por epígrafes r :S a las  
Audiencias en que los casos se dieron. 

Albacete.-Dos acaeciero~ 5 territorio de que aquí 
debe hacerse mención; en u retendió que el Fiscal, 
interviniente por razón de ohcio en una suspensión de pa- 
gos, fuese tenido como parte en un proceso declarativo aiitó- 
nomo, aunque relacionado con dicha suspensión, en que  
se pretendía la nulidad de escritura y otros extremos. El 
Fiscal entendió con razón que no estaba legitimado para 
intervenir, porque el art. 23 de la Ley de 26 de julio de 
1922 sólo le autorizaba para actuar en el procedimiento 
de suspensión, pero no en los juicios ordinarios que de  éI 
piidier varse, y al hacerlo siguió puntualmente las 
instrut 3e la Fiscalía, que por boca de mi ilustre an. 

,an deri 
riones ( 

i en estt 
no se p - .  



tecesor, Covián, de gloriosa memoria, dijo en su circula? 

de 15 de noviembre de rgzz lo único que había que decir 
a ese respecto. 

El otro caso dudoso se refería a la posibilidad de que 

el imputado (no procesado aún) pudiese proponer cuestio- 
nes prejudiciales; cuestión dudosa que un distinguido pro- 

.cesalista español (Fenech) ha resuelto afirmativamente por 

una interpretación extensiva que tiene como base el carác- 

.ter coercitivo de la citación (arts. 486 y 488 de la Ley de 
Enjuiciamiento criminal). El Fiscal informante estimó jus- 

tificadamente que si ex jure condendo esa solución es co. 

rrecta, no puede estimarse autorizada en derecho español. 
dado lo limitado del concepto de parte y la notoria vague- 
.dad del término imputado. 

Almería.-El Fiscal de esta Audiencia, delegado por el 
d e  la Territorial para intervenir en asuntos civiles, nos ha- 
.bla de su justificada oposición en un procedimiento inci- 

dental en que figuraba como actor uno de los hijos del pri. 
mer matrimonio del supuesto incapaz que, alegando la criad 

jenación senil de este último, pretendía que se declarase la 

incapacidad de la segunda esposa para el ejercicio de la tu- 
-tela (que había de deferirse al mayor de los hijos del prie 

mer matrimonio) y solicitaba autorización para que éste 

pudies en nombre del sedicente ind 
capaz. 

ar testa 

Tan anormales pretensiones fueron denegadas en pri. 
-mera instancia y la resolución fué apelada. Pero aunque la 

solución fué correcta y justificada la posición fiscal, no dis- 
ponemos de datos para saber si el incidente promovido lo 

lué  como derivación de un proceso sumario de incapacidad 
tramitado con arreglo a los arts. 213 y siguientes del Cód 

digo civil; porque en esa hipótesis, ni puede aplicarse el 



.artículo 1.817 de la Ley Procesal ni con arreglo al art. 219 

.de aquel Código puede impugnarse la resolución denega- 
toria de otro modo que promoviendo demanda en juicio 

.ordinario. Y aunque así lo tenga prevenido esta Fiscalía en 

..siis Circulares, conviene insistir sobre esta tesis que preten- 
.de en nuestro propósito dar a las preceptos aplicables un 
sentido que ya va teniendo eco en los Tribunales de justi- 
.tia y, sobre todo, en el más alto Tribunal de ia nación. 

Av&.-Las Memorias de nuestro Fiscal en esa provine 
#tia se caracterizan siempre por el tono de elevación que 
las preside y por lo limpio y jugoso del estilo; y estas exce- 
lencias, por todos conocidas, no podían faltar en la presen- 
.te ocasión. De los casos a que esta vez se refiere espigamos 
-10s que nos parecen más interesantes: a) El titular de uno 
.de los Juzgados planteó a la Fiscalía una cuestión curiosa: 
la de si en la instrucción de un sumario podía acordar que 

.se interfiriesen las conversaciones telefónicas que una per. 
3ona celebrase desde su domicilio o desde cualquier otro 
.sitio, y se llevase constancia de ellas a la causa para abrir 
,perspectivas a la investigación. Y no era teórico el proble- 
ma, porque la consulta obedecía a que en un determinado 
proceso acudían diariamente a estrados testigos que indu- 
.dablemente faltaban a la verdad y a quienes instruía por 
-teléfono un director forense poco escrupuloso. 

El intento, sin embargo, por explicables que fueran los 
propói sorpresa de la censurable maquinación, no 
estaba :ido por los ordenamientos legales que, dada 
su fecna, no pudieron contemplar un caso semejante: y el 
-supuesto, ni aun por analogía podía ampararse ni en las 
normas del Enjuiciamiento criminal, ni tampoco en las re. 
&adoras del servicio telefónico (Reglamento de 30 de ju- 
a i o  de 1914, art. 85, Convenio internacional de Telecomu- 



nicaciones aprobado en Madrid el g de diciembre de 1932,. 
artículo 36). Además no produciría resultados satisfactorios: 

una semejante, ((por la intimidad fluyente de la 
conversación y por la dificultad de fijarla de modo que pu. 
diera asimilarse a un medio de prueban. Fué, pues, obliga. 

do aconsejar que el primitivo propósito se declinase, aun 
lamentando que la ordenación legal no permitiese poner 

al descubierto, con todas sus consecuencias, la desaprensión% 
del consejero. 

L.) No menos dil mérito es un supuesto en que 
el abandono de familid, crcdrión de una Ley moralizadora 
en teoría, pero erizada de inconvenientes prácticos, adop- 

tó una forma especial; porque en el caso, el autor del he- 
cho no abandonó el domicilio familiar, sino que echó de 

él a los hijos menores, cerró a piedra y lodo sus puertas y 
se desentendió totalmente de los exiltzdos. Nuestro fiscal en 

esta coyuntura no cedió al principio pro reo, de que tanto. 

se abusa, que veda la interpretación extensiva y mucho más 

la analógica de las leyes   en al es y creyó, por el contrario, 
(copio aquí el propio discurso del pensamiento fiscal), que 

aplicar el rigor de ese principio al ~ a d r e  de familia que 
abandona maliciosamente el domicilio y no aplicarlo al 

que, también maliciosamente, obliga a abandonarlo a sus 

familiares, constituye, más que una incongruencia, un ab- 

surdo; porque en fin de cuentas el Código quiere castigar- 

al cónyuge que provoca la escisión o ruptura de la convi- 

vencia doméstica, y la desalmada actitud que deja acéfala 

a la familia puede tener lugar de dos maneras: o marchán- 

dose del domicilio en el que deja a los suyos, o quedándo- 

se en él y cerrando la puerta. Lo primero, dice nuestro 

Fiscal, es socialmente grave porque les priva de su asisten- 

cia; pero lo segundo es monstruoso porque, además, les: 



.deja sin hogar. Y la índole del hecho aconsejaba buscar ese 
camino más que el sólo aparantemente ortodoxo de acudir 
a la calificación subsidiaria de coacción tipificada en el ard 
ticulo 496 del propio Código. 

c) El denunciado, procesado después, poseía un pinar, 
heredado abintestato de una hija suya, que a su vez !o 
había heredado de su abuelo materno representando a su 
madre; ello determinaba su condición de reservable a fa* 
vor de los parientes de la línea de procedencia (once en el 
caso): y sin contar con ellos hizo una corta de más de las 
-cuatro quintas partes de los árboles que cubrían el terreno. 

El supuesto, que acaso hubiese pasado inadvertido para 
un representante de la Ley menos estudioso y sagaz, exi- 
gía una acuciosa reflexión; porque considerado por su ver* 
tiente más asequible, parecía absurdo que por el hecho pud 
diera contraer responsabilidad criminal el que es propietaa 
iio del inmueble aunque su dominio esté sujeto a una con- 
dición resolutoria que en el futuro puede desaparecer por- 
que los reservatarios fallezcan antes que el reservista, o re- 
nuncien a su derecho. 

Nuestro Fiscal creyó, sin embargo, y no con escasa fuer- 
za dialéctica, que las reservas crean patrimonios especiales 
-o separados que se caracterizan porque el acervo reserva. 
ble tiene en realidad dos titulares, el reservista y el reser- 
vatario: lo que con aplicación al caso significa que cuan- 
do cualquiera de ellos lesiona un bien de la masa, en ese 

sentido autónoma, daña un patrimonio que no es el suyo. 
Lo mismo el reservista que el reservatario son titulares de 
sendos derechos reales, aunque el atribuído al primero sea 
revocable y el discernido al segundo sea un derecho even- 
zual más que una simple expectativa. Por eso el reservista es- 
tá explícitamente autorizado para enajenar los bienes que 



disfruta, siquiera sea con distinta eficacia según se trate de. 
bienes muebles o inmuebles, y el reservatario puede dispo- 
ner de su derecho, aunque en tiempos fueren dispares la. 
opinión del Supremo Tribunal y la de la Dirección Gene- 
ral de Registros (Resolución de 27 de octubre de 1~17). Por 
eso el reservista que intencionadamente, es decir, con ani- 
mus nocendi, daña el patrimonio reservable, causa un daño, 
adual que puede ser valorado en el instante mismo de la 
lesión. Y no cabe decir que, como los árboles cortados son 
muebles, no tendrá otra obligación que la que impone el 
artículo 976 del Código civil, porque cuando hizo la corta 

- .  
eran ii perjuicio ajeno 
por un 1. 

nmueble 
acto vc 

fueron transfo rmados 

Por ese camino nada fácil de recorrer sin una p 
ción en que las normas de Derecho civil pueden es1 
el alcance de las de Derecho penal, llegó nuestro Fiscal a ia 

repara- 
clarecer 

3 .  

d a n  se 
1 delito 

r califi- 
de da- 

conclusión de que los hechos incriminados pc 
cados sin violencia como constitutivos de ur 
ños por todo el valor del deterioro de la finca, solicitando 
pena de multa y, por vía de indemnización, la obligación 
de reservar el valor de los árboles talados, sin perjuicio del 
derecho de los reservistas a exigir las garantías previstas por. 
los arts. 977 y 978 del Código. Late en el fondo de esa so- 
lución un sentimiento de verdadera justicia y a su servicio, 
se pone un razonamiento que no es, ni mucho menos, des- 
deñable. La circunstancia de que en la causa no se haya dic- 
tado resolución por el Tribunal nos impide por delicadeza 
más detenido comentario, aunque no ocultemos aue sólo, 
por este medio puede frustrarse lo qu 

ne las características de un despojo. 

d) Otro tema se aborda en la Memoria de  Avila que, 
en rigor, ha perdido actualidad porque se refiere al mode 



de valorar los productos intervenidos. Si cuando la Ley de- 
Enjuiciamiento criminal se publicó esa valoración se prac- 
ticaba de acuerdo con el art. 365 de dicha Ley, obediente 
al principio clásico tantum vdet res quantum vendit potest,. 
en los casos en que es decisivo el valor de los artículos ta-- 
sados (estancados o libres) parece subversivo acomodar la 
tasación a los tipos del mercado negro, más reales desgra- 
ciadamente que los oficiales, aunque los compradores y ven- - 
dedores corran riesgo de caer en las mallas de la Ley. En. 
casos tales, se buscó la soliición por obra de un arbitrio que. 
tiene por base la distinción entre el daño y el perjuicio. Para 
determinar la cuantía de aquél - s e  dice- es preciso ate-- 
nerse a la tasa oficial; para fijar la de éste sólo será congrua 
la indemnización que se acomode a la realidad del perjuicio. 
económico. A nuestro parecer, la solución es más ingeniosa 
que procedente, porque a los ojos de la Ley nunca 
justificarse la que toma como base y aun reconoce una in- 

fracción de normas que son obligatorias para todos los miem-- 
bros de la comunidad. 

Aún podríamos r ar con elogio e1 estudio que- 

el Fiscal abulense hace de las repercusiones que en la repa- 
ración de los daños recíprocos puede tener la concurrencia- 
de culpas conforme a los criterios de compensación mate- 
mática, jurídica o de neutralización; pero es hora de reco-- 
ger otros casos que tienen interés, a que aluden los traba-- 
jos de las demás Fiscalías. 

Ciudad Real.-En algun; sdiccio- as pobla 
1 1  

que juri 
1 C 

- 

nalmente dependen del Juzgaao ae Alcázar de Aan Juan. 
(Tomelloso, Socuéllamos y Campo de Criptana), y aun e n  
algunos puntos de las provincias limítrofes de Albacete y- 
Cuenca, fué frecuente hace muchos años celebrar contratos,. 
generalmente concertados en forrnz verbal, por virtud de: 



los cuales los dueños de terrenos los cedían indefinidamen- 

te a otras personas para que los plantasen de viña median- 

te el pago de un precio (((entrada))) o de una renta anual 
(ccrento>)). Estos contratos, que en la región se designaban 

con el nombre de clenviñamiento)), se parecían como una 
a otra gota de agua, a la rabassa morkz; y acaso por eso, en 
sentencia dictada por el Trlzgado de Alcázar de San Juan 

se resolvió que podían estimarse comprendidos en el artícu- 
lo 1.656 del Código civil; lo que determinaba la inevitable 
consecuencia de que los propietarios de los terrenos podían 

recuperar el pleno dominio sobre los mismos, bien ejerci- 
tando la acción de desahucio en el caso de expiración del 

plazo pactado o, en su defecto, del legal, bien la acción re. 
solutoria cuando hubiesen desaparecido las primeras cepas 

o hubiesen quedado infructíferas las dos terceras partes de 
las mismas. 

La solución, desde el punto de vista legal, era irrepro. 

chable; pero las consecuencias eran graves porque la actia 
tud de los propietarios implicaba el desahucio de 2.500 fa- 

milias de cultivadores que, desde cincuenta o más años, ha- 

bían puesto en cultivo grandes extensiones de terreno, con. 

-virtiendo por su exclusivo esfuerzo infructíferos eriales en 
ricos viñedos, sin otra relación con los antiguos dueños que 

el pago de un insignificante canon que oscilaba entre diez 

y quince pesetas por fanega. 

El asunto, vidrioso por demás, no llegó a requerir la in. 
tervención oficial del Fiscal jefe, en cuyas manos se puso, 

sin embargo, el estudio del asunto y sus posibles soluciones 

(lo que dice mucho de  la confianza que supo inspirar); y 
después de trasladarse a los lugares y de conferenciar con 

los Jueces y con las autoridades pbernativas, llegó a la con- 

clusión prudentísima de que la mejor solución para el ob- 



sesionante problema era buscar una avenencia convencien- 
do a los pwpietarios para que, o bien vendiesen los terre- 
nos a los ci.ltivadores por un precio algo menor del normal, 
pagadero en tres o cuatro vendimias, o bien celebra: 
ellos contratos de arrendamiento fijando una renta ; 
a la que se paga por el de terrenos de las mismas o p r t i r i -  

das condiciones. 

Parece que este criterio conciliador viene dando resultad 
dos por el espíritu de justicia que lo preside. Pero, de no 
ser así, el problema real no tendría otra solución que la le. 
gislativa, inspirándose en lo posible en la Ley de 18 de 
diciembre de 1916 que atendió a la solución del problema 
 que planteaban los casos de plantación mixta de viña con 
olivar u otra que no fuese la prop 
forestal. 

especie arbórea 

El caso, que hasta ahora se ha mantenido fuera de los 
.estrados, valía la pena de ser considerado aquí, no sólo por 
su importancia innegable, sino porque pone de relieve una 
fructífera y bien encaminada acción fiscal, demostrativa 
(cum grano salis) de que el Ministerio público está en pie 
para algo más que para formular, con gesto airado, treme- 

. bundas acusaciones. 

Córdoba.-De otro caso interesante nos habla el Fiscal 
de esta ciudad andaluza, aunque el hecho de que la causa 
a que se refiere está todavía en trámite de instrucción frene 
el deseo de consignar públicamente las soluciones. 

Cierta señora tenía depositados en dos Bancos de la lo- 
.calidad, y en cuenta corriente a la vista, unas 250.000 pe- 
setas. La señora apenas salía a la calle, y por eso un hijo 
suyo mayor de edad fué quien realizó las gestiones para la 
apert zntas y por sí o valiéndose de 
un n ntó los al cobro. El hijo retiró 

el que 
talones 

ura de 
iandade 

esas cuc 

ro prese 



clandestinamente el dinero de las cuentas corrientes median-. 
te una burda alteración de las cantidades consignadas por 
su madre en los cheques que le entregaba o, sencillamente, 

falsificando los talones ; pero, además, aumentó las disponi- 

bilidades ingresando en la cuenta corriente de su madre el 

importe de varias letras que los Bancos admitieron, en que 
contaba su aceptación con firma falsificada; y se da el caso 

de que estas letras se negociaron con intervención de corre. 
dores de Comercio colegiados. 

Tal es el caso: pero a la hora de determinar, a efectos. 
civiles, quiénes son los perjudicados, la madre afirma que el 
hijo sustrajo los cheques e interceptó la correspondencia re- 
lativa al estado de las cuentas, y los representantes de los 

Bancos se limitan a decir que fué correcta la retirada de los 
fondos y que por eso las entidades bancarias no se estiman 

perjudicadas. 

La verdad es que la condición de acreedor que el cuen. 
tacorrentista tiene en relación con los Bancos determina que 
el pago indebido hecho a un tercero no le libera de respon- 

sabilidad, mucho más cuando se acusa falta de diligencia 
al admitir sin reparo documentos visiblemente alterados o 

con firmas toscamente imitadas. Pero el problema que a 

primera vista parece resuelto por esa sola consideración, se 
complica in casu porque la cuentacorrentista no obró con di- 

ligencia al encomendar a su hijo la gestión de sus asuntos 
sabiendo como sabia (y es un dato que suscita dudas) que 
varias veces había sido condenado por estafa. Tal vez este 

dudoso problema de responsabilidad no sea susceptible de 

ser resuelto en el ámbito del proceso penal y haya de entre- 
grarse al conocimiento de la jurisdicción civil; pero tam- 

poco podrá desdeñarse el estudio de la responsabilidad sub- 
sidiaria de la madre (art. 22 del Código penal) si es que se 



considera verdadero mandato el encargo dado a su hijo, n i  

omitirse el examen de la conducta de los corredores, obli- 

gados a asegurarse de la legitimidad de las firmas, aunque 

la diaria práctica comercial nos enseñe que por la acumula- 
ción de asuntos y la confianza con que por eso precisa in- 

tervenirlas, difícilmente ~ u e d a  afluir a una exigencia de res- 
ponsabilidad criminal. 

Coruña. - Dos casos interesantes, ambos relacionados 
con el novísin 1 Fiscal de La 
Coruña. 

cieron a 

En uno de ellos, ida una denun suscri- cia que 

;to por bían varios seglares y rroco, y dispue: el Juez 
que todos se ratificasen en el escrito, ninguno compareció 

después de ser multados por incomparecencia ante el pri- 

mer llamamiento; por lo que el Juez instruyó sumario en 
el que auto de por delito de 

dienci; 

: dictó ; 

i grave 
- . .. - . . 

contra 1 
procesa 

res, que 
- ~ ~. 

no alcanzó al e 
tic0 por negativa del orainario a ocorgar su autorizacion. 

Para ello se fundó en que el párroco no había solicitado 
a~itorización para hacer la denuncia, en la que, además, no 

tenía para qué ratificarse porque había otr; 
glares que la suscribían. El Fiscal, prudente] 
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el art. 
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tó a E el hech in establecer reservas S 

pertin : aplicar 14 del Concordato y la 
dencia ae estimar delito a e  desobediencia grave la mansa 

resistencia a ratificar a su pri 'era no 
deja de subrayar la situaciór ando la 

isabilidad por razón de delito 

Ón, a seglares y eclesiásticos. 

I;i otro caso dice relación a un puuiciii* iiida cuiiciclu 

relacionado con la aplicación del art. 77 del Código civil. 
que obliga a dar aviso de la celebración del matrimonio ca- 
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i que pi 

una den 

uede crc 

3s persa 
mente, ! 

lnas se- 
se lirni- . - 

iuncia. 1 
larse cii; 

alcanza, 

---Ll..- 



nónico y otorga determinados efectos al incumplimiento de 

ese requisito, estableciendo sanciones para el supuesto de 

que se omita. Es claro que, como el Fiscal asevera, mientras 

.el precepto subsista, los Jueces están obligados a cumplir. 
lo ;  pero tampoco nos parece dudoso que precisamente por 

.obra del Concordato esa norma tendrá que ponerse a tono 

con él, por las variaciones esenciales que en el documento 

suscrito por las dos altas partes contratantes ha tenido cuan- 

to  a£ecta al régimen del matrimonio canónico. 

Madrid.-En la Memoria del Fiscal correspondiente se 

alude, sin ofrecer detalles complementarios, al creciente au- 
mento de los pleitos en que se plantea el problema de los 
matrimonios mixtos, con singular aplicación del art. 42 

del Código civil, y los muy numerosos pleitos nobiliarios 

suscitados con motivo del restablecimiento de las leyes re. 
guladoras del reconocimiento de títulos, singularmente en 

orden al derecho de sucesión en aquéllos. Por el momen- 

to, y en lo que al primer problema se refiere, tenemos que 

aludir a la Circular que en esta Memoria se inserta, que 

persigue la fijación de un criterio único a que obedezca la 
actuación de los Fiscales españoles, y a los varios recursos 

de casación interpuestos por esta Fiscalía para que por el 

Tribunal Supremo se establezca un criterio rector, en tanto 
que vean la luz las normas que concuerden el Código y el 

Concordato. Por obvias razones, sólo puede recogerse el hz- 

cho, sin prejuzgar una solución que en el estado actual de 

esos asuntos debe esperar que se establezca y haga pública 

para todos los efectos, la doctrina del más alto Tribunal de 

la nación. Señalemos, sin embargo, que por obra del cume 
plimiento de la Circular de Fiscalía son muchas las consul. 

tas evacuadas, sobre tcdo en Madrid y Barcelona, como 

Fodrá apreciarse por las que en esta Memoria se insertan, 



que, en general, tienden a corregir infierpretaciones desbor- 
dudas y faltas de fundamento o a impedir que de las nor- 
mas que derogaron la Ley del Divorcio e hicieron relativa- 
mente viable su aplicación, se haga un uso arbitrario que 
exceda con mucho de lo que ador dijo y aur 
que presumiblemente pensó. 

Orense.-La Memoria que este Fiscal redacta es suma- 
mente interesante y en ella aborda el problema que plan- 
tea en el momento actual la interpretación del art. 42 del 
Código civil y el tema del concurso de delitos en un su- 
puesto en que a los procesados se imputaba la adquisición 
de billetes falsos, a sabiendas de su falsedad, y la subsi- 
guiente venta con engaño a unos incautos compradores. Re- 
conociendo las excelencias que son de señala estudio 
del primer problema, nuestra posición es la ( zn tan- 
to que ese artículo no sea debidamente reformano, nay que 
proceder con extremada cautela en su interpretación, entre 
otras razones, porque ante la variedad de resoluciones dic- 
tadas por los Juzgados y Audiencias Territoriales, hay que 
esperar kz adaptación del Código civil a las normas concor- 
datarias y buscar entre tanto la inspiración del Tribunal Su- 
premo, ante el cual esta Fiscalía tiene formulados dos re- 
cursos que sustancialmente persiguen esa finalidad. De ahí 
que el ilustrado parecer de nuestro Fiscal de Orense no pue- 
da aceptarse en este momento, porque es contrario a la ten- 
dencia de la mayor parte de nuestros Tribunales y aun a 
la de juristas de ortodoxa significación. Además, cada caso 

tiene su matiz y sólo quien tiene una visión de conjunto 
puede navegar por este mar procelo' iprome- 
tes el futuro adelantándose a una solucion que jamas puede 
darse sin que cepto de rango diga lo 
que todos est; cesitados de sal 

un pre 
Irnos ne 



En cambio estimamos acertado el parecer según el cual, 

cuando evidentemente se ha cometido un delito tipificado 

en el art. 265 del Código penal en relación con la Ley de 

27 de diciembre de 1947 y otro de estafa de los números 

1.0 del art. 529, en relación con el núm. 2." del art. 528 
de  aquel Código, nos encontramos en presencia de un con- 

curso formal de delitos regulado por el art. 71 escrito para 

el caso, que se dió, de que uno de los delitos sea medio ne- 
cesario para cometer el otro. 

Palencia.-Considera esta Fiscalía sos que tienen 

interés: en uno se estiidia un problei alificación ; en 
otro se le toma como base para discurrir en torno al que 
plantea la posición de las Compañías aseguradoras que sa- 

tisfacen al perjudicado la indemnización del daño causa- 
do por el delito. 

a) En el primero de esos supuestos, se trataba de un 

hijo qi 
su pad 

i siendo objeto de malos tratos por parte de 

o y de la amante que éste tenia en su casa. 

U n  día, el hijo, de treinta y seis años de edad, llega a las 

manos con la amante de su padre y al acudir éste en auxi- 

lio de aquélla, el hijo arrebata al padre, de setenta y un 

años, un cuchillo que esgrimía y con él da muerte en el 
acto a los dos amantes. El hijo estaba aquejado desde hacía 

tiempo de tuberculosis pulmonar y ello hacía más hiriente 

y grave el abandono de1 padre. ((Una aureola de compren- 
sión y piedad -nnc dice el E i ~ ~ 3 1 -  rodeaba al procesado 

mientras apan la opinión del pueblo, 

que por ser F ituación, la figura del 

desdichado progenitor.)) 

..-- 
:tía corr 

>equeño 

- 
a ante 

1 esta si 

Las defensas y la acusación rebasaron 1 idas, y 

aquéllas intentaron en un afán exculpatorio excluir o mo+ 

derar la sanción por la apreciación, que postularon, de la 



de la vc 
que con 

. . 

legítima defensa, del trastorno mental transitorio y del arre- 
hato y obcecación. El Fiscal mantuvo esta tesis c 
parece correcta y que fué acetpada por el Tribur 
puede estimarse la eximente de legítima defensa UcayUcJ 

-de reconocerse que el primitivamente agredido consiguió 
desarmar a sus agresores, máxime cuando éstos eran un an. 
.ciano y una mujer; y tampoco puede hablarse de exceso en 
la defensa, a que obstaría la falta de actualidad en la agre- 
sión, ni lograr solución pensando en el miedo insuperable. 
'Tampoco es de estimar el trastorno mental transitorio que, 
para constituir eximente, requiere una anulación casi total 
de la inteligencia y i ~luntad, de carácter pasajero y 
producido por el cho una causa exterior (con o sin 
base patológica en el sujeto) que debe ser cuidadosamente 
.comprobada en el caso concreto, sin confundirla con una 
reacción violenta, pero normal, de cólera, venganza o furor 
temperamental y no patológica. Y el trastorno mental tran- 
sitorio, cuando esa base falta, no puede integrar la eximen- 
te incompleta porque hay otro precepto especial que, sin 
violencia en su exégesis, permite atribuir arrebato u obce. 

cación lo que no ofrece carácter de trastorno mental pato- 
lógico y que determina, si se repu 
xonsiderable degradación de la pena 

b) Para estudiar el segundo de los problemas 
Fiscal palentino plantea, distingue estos tres casos : 
supuesto en que el contrato de seguro se celebra entre la 
Compañía y el perjudicado por el delito, en quien concu. 
rra la condición de víctima, ofendido o agraviado. 2." Aquel 
'en que el asegurado sea re: e del delito porque el 
-contrato cubre el riesgo de L onsabilidad patrimonial 
del asegurado. El caso más trecuente es el llamado seguro 
.de responsabilidad civil. 3." La hipótesis de seguro en mate. 
xia de accidentes del trabajo. 
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H e  aquí cómo razona esta Memoria la solución de cada: 

buídos 
artículo 

civil) p 
10 104 

uno de esos casos. 
En el primero de i Compañía aseguradora es la 

llamada a indemnizar por razon del contrato los daños atri. 

al responsable civil del delito en los supuestos de los 
s 19 y 20 del Código penal; sin perjuicio del ejer-- 

cicio por su parte de la acción subrogatoria contra el respon- 

sable del delito, más que por imposición de normas civiles 
(artículos 413 y 437 del Código de Comercio, y 1.902 del 

or la norma penal específica contenida en el artícu- 

del Código penal que concede indemnización por 
los perjuicios que como derivación del delito se irrogan a 
un tercero. Y esa parece ser la tendencia del Tribunal Su- 

premo plasmada en sentencia de la Sala 2." de 4 de octu- 
bre de 1950. 

En el segundo supuesto, es decir, cuando el asegurado 
es el responsable, la Compañía no hace al indemnizar otra. 

cosa que cumplir en sus términos un contrato y no puede 

repetir contra otros, como no sea en el supuesto de que el 
asegurado, responsable civil, lo sea subsidiariamente. Su re- 

petición puede acogerse a la norma contenida en el artícu- 

lo 1.904 del Código civil, pei ará fuera del át 
servada a la jurisdicción penal 

Cuando se trata de seguros de accidente en que es ase- 

gurador el patrono y beneficiario el obrero, parece que sólo- 

debe jugar cuando se trate de hechos. ajenos al trabajo, sin 
ninguna relación con él; pero la Orden del Ministerio de 

Trabajo de 25 de marzo de 1936 dispone otra cosa, si bien 
establece que las indemnizaciones a que fueren condenados 

los responsables del delito se aplicarán, en primer término, 

a reintegrar a la Compañía aseguradora. Resulta, pues, que 
el derecho a este reintegro es 

', 
;tá amp  



del Código penal; y en ese sentido se pronunció la senten- 
cia del Tribunal Supremo de 13 de enero de 1954, que re' 
conoce a las entidades aseguradoras el derecho a mostrarse 
parte en la causa ejercitando la acción correspondiente. 

Pontevedra.-Dos casos interesantes recoge esta Fiscaa 
lía, porque ambos revelan curiosos matices de la actividad 
criminal que en ocasiones, y no sin contrariedad de la acua 
sación, es difícil encajar en los tipos legales. 

a) Ciertos individuos, nos dice el Fiscal, constituye- 
ron una supuesta agencia de negocios cuya finalidad ers  
gestionar préstamos en los que el prestamista figuraba como 
tercero. Los préstamos se hacían a corto plazo (un mes comw 
máximo), siendo el interés aparente del 8 por IOO anual; 
pero la agencia, por su parte, cobraba el porcentaje legar 
(3 por 100 de la cantidad total prestada), y si al vencimiem- 
to el vendedor no podía hacer efectiva la cantidad adeudz-, 
da, se buscaba un nuevo prestatnista que por el mismo in- 
terés quedaba como titular del préstamo, cobrando la agen-- 
cia nueva comisión, y así llegaban a obtener los presumi- 
bles confabulados cantidades astronómicas que entre todos- 
se destribuían. 

Es claro que en este caso los hechos pueden encuadrar- 
se en el art. 543 del Código por la amplitud de la fórmula 
legal ((cualquira forma contractual que encubra la realidad- 
de un préstamo usurario)). Pero las dificultades surgen aT 

tratar de dejar al descubierto la tortuosa maquinación de- 
modo que, sin escrúpulo, pueda determinar una condena 
que, ante la negativa de los complicados, sólo podría basar* 
se en indicios derivados de las previas garantías exigidas aT 
prestatario y de la escasa comercialidud de una operación 
a corto plazo que ningún prestamista de buena fe se deci- 
diría a concertar. El caso, sin embargo, bien merece q u e  



-el problema llegue a juicio oral, porque no en balde la Ley 
Procesal concede a los juzgadores la facultad de establecer 

en conciencia los hechos; y eso que en el supuesto real que 

aquí consideramos, palió sus consecuencias la aiitoridad gu- 
bernativa clausurando la agencia en cuestión que, para qite 

nada faltase, se dedicaba a poco limpios negocios en mate* 
ria de emigración. 

b) Y allá va otro caso curioso. i carteri 
prestaban servicio dos carteros C L l y a ~  IFlcLCIUIILJ clall 

muy cordiales. Uno de ellos, deseoso de perjudicar al com- 

pañero que estaba encargado del servicio de certificados, 
tomó uno de esos pliegos, dirigido precisamente al Alcal- 

de del pueblo, y lo remitió a la Inspección Central dicien. 

do que lo había hallado perdido en uno de los rincones de 
la cartería, lo que probaba la negligencia de su compañero 
en el cumplimiento de su deber. 

<Cabría encuadrar el hecho en algún precepto legal? Hay 
que excluir la tipificación como hurto (falta el lucro) y la 
de infidelidad en la custodia de documentos (el cartero de- 

nunciante no tenía confiado el certificado de que se apode- 

TÓ con fines ajenos a la apropiación) ni la falsa denuncia 
-(no se imputaba un delito). Acaso extremando las cosas ca- 

bria pensar en una más que dudosa aplicación del núm. z." 
del art. 458 del Código penal. El ánimo parece inclinarse 
a dejar libre el paso a la acción disciplinaria ejercitada por 

los  órganos adecuados que tienen la flexibilidad suficiente 

para imponer al funcionario una sanción acaso menos es- 

pectacular, pero que basta para castigar con eficacia la falta 
de probidad (tambiér compañerismo) que revela un 

hecho semejante. 

Sa1amnca.-Nuevamente vuelve a plantearse, a través 

.de un caso nada vulgar, el arduo ~roblema que lleva consi- 
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,go la apreciación del trastorno mental transitorio. En el su. 

puesto de autos se encuentran en un baile dos jóvenes que 

tenían relaciones que se rompieron. Cree él advertir algún 

signo que le parece revelador de que su antigua novia de. 
.sea reanudar sus relaciones, pero teme equivocarse : y bien 

(dice el Fiscal) porque sus deseos renacidos previesen algu- 
na di o porque com r 

come despliegue aquc . 
se provee de una lezna, aguaraa ia llegada a su aomiaiio 

de la novia. a la que acoml .I abuela y un hermano 
menor, y las acomete furiosdiiicii~e hasta que aquélla cae 

muerta y caen heridos los otros dos. ido Ueg< 
mento de juzgar ese hecho que pai icplicablt - - 
sición rrvienen en el juicio es POCO más O me- 
nos e sa que alega el trastorno mental transi- 
.torio, panacea para la solución de todos los casos compro- 
metic le, sin afirmarlo 

rotun las, y unos Ma. 

gistra : buscan ansiosamente la luz ( cilmente 

.se ob i estos casos, ni siquiera por m los pro. 
fesores crl rsiquiatría. 

Es fácil la alegación del t 
'que supone una cordura o lucidez en el sujeLo, aiiterior y 
posterior al momento en que el crimen se realiza, que pa- 

rece dispensarle de la prueba más dificil y centra el desafío 

dialéctico - e n  frase de nuestro Fiscal- en los propios ins- 

tantes del delito. Y el ataque es tan peligroso para el acu- 

sador, que difícilmente puede hacer investigación alguna 

sobre :ho que no tiene antecedentes y que pasa sin 

dejar Se sí, como para la sociedad que se verá inde- 

fensa contra muchos criminales que asiéndose como a una 

tabla salvadora a lo inexplicable de sus propios actos, logran 

que difí 
edio de 

transita 
..-L- -- 



que se valore lo absurdo de los mismos, como prueba más 
que como indicio de una situación de trastorno mental. 

Por eso la nota de momentaneidad del trastorno men. 

tal transitorio, hay que interpretarla con muchas reservas, 

porque el sentido común nos dice que el derrumbamientcr 
espiritual en una mente que parece sana, o se produce por 

una causa anterior que pasó inadvertida, o por un choque 

brusco que explique, supuesta aquella causa, el hecho acae- 
cido. ((Prácticamente -ha dicho el maestro López Ibor- 

apenas es posible que la única manifestación del estado men- 

tal transitorio sea un hecho delictivo, por lo que habrá que 

establecer su existencia, además de por el delito, por otras 
manifestaciones de la personalidad del sujeto antes y des- 

pués de la comisión de aquél.)) 

Y esa es la posición, tan prudente c( atada, del Tri- 
bunal Supremo, cuya doctrina recoge nuestro riscal, de modo 

que permite apreciar la exactitud de la tesis y el enorme 
valor que tiene para frenar muchos extravíos que todos 

conocemos. Así, la sentencia de 1." de marzo de 1935 exige- 

que el trastorno mental transitorio se desarrolle sobre un- 

fondo de anormalidad o se base en una motivación psíqui- 

ca (sentencias de 13 y 15 de marzo de 1934 y 19 de di- 
ciembre de 1935). en una base patológica precisa (senten- 

cias de 9 de febrero de 1942, 5 de marzo de 1945. 2 de 

abril de 1949, 27 de abril y 1 1 de noviembre de 1953 y 5' 
de abril de 1954). 

Mas esta idea fundamental todavía se perfila por el alto, 
Tribunal enseñándonos que la anomalía básica no ha de ser- 

intensa, sino poco acusada y pasajera (sentencias de 27 de. 

febrero de 1936 y 26 de enero de 1934)~ pero no leve o de- 
gravedad insignificante (sentencias de 10 de junio de 1935' 
y 17 de noviembre de 1951). Por contraste, la jurispruden- 



tia asimila lo patológico striceo sensu, con especifícas mo- 
des de lo emotivo: el estado afectivo 40 (sen- deprimii 

en un de 27 de febrero de 1936). los celos 
supersticioso (10 de marzo de 1947); el influio de I 
obsesiva (sentencia de 26 de abril de 1952). 

labriego 
ina idea 

... 3-- 2- Tal es, en síntesis, el criterio de nuestra jurispruariricia 
y la doctrina con que ha esclarecido el sentido y alcance que 
para ella tiene el precepto legal; y por ahí se aprende a qué 
normas debe acomodarse el tratamiento de esa eximente, 
para no rendirse sin base bastante a dictámenes que en el 
fondo son meras hipótesis, ni cerrar cerrilmente el paso a 
las enseñanzas de  una ciencia de la que ni puede ni debe 
prescindirse en los momentos angustiosos en que se enjui- 
cia y se condena a un hombre determinado, no a un ente 
creado por abstracción. Uno de nuestros más inmediatos co- 
laboradores (el Abogado fiscal del Supremo don Vicente 
González) decía en un jugoso trabajo suyo que, en casos tales, 
era preciso inquirir si la causa inmediata del obrar eran 
,,alteraciones cuantitativas de un sentimiento normal, o al- 
teraciones cualitativas sintomáticas de lo patológico». Y el  
Fiscal  manca, sin la pretensión de suscribir una rece- I de Sal; 

.ra estos tu pa ; casos de tan difícil y oscuro diagnóstico, se 
aventura a dar una especie de consejo para los que hayan 
d e  discurrir por este espinoso camino; y ciertamente ni le 
falta autoridad para darlo ni carece de experiencia; se tra- 

ccconstruir las premisas con los hecho' tes y las -ta de 
a firm 
. . 

; eviden 
sarrollar . aciones periciales: de relacionarlas y de las mez- 

clando prudentemente las enseñanzas de ia tecnica con 
el sentido común, que tiene pase de libre entrada aun para 
sitios desconocidos; de precaverse para no actuar de psiquia- 
tra, por mucho que crea saberse en materias de que tan po- 
cos saben, y de medir y calibrar con prudencia aiín más ex- 



quisita los grados de la alteración mental que los peritos afir-- 

men, su significación y alcance y su trascendnecia para la 

determinación de la responsabilidad penal, que es lo que 

en definitiva importa)). 

Aún podríamos' recoger aqui otros Iue no ceden 

en interés a los que hasta aqui hemos C A ~ ~ L , , ,  porque obli- 

garon a la meditación y porque ponen al descubierto la. 

intención que guió a los autores de nuestras disposiciones, 

orgánicas para disponer que se sacasen a la luz pública y, 

si a tanto llegase su fortuna, a la pública discusión. Es hora 
ya de exponer lo que acerca de la reforma de nuestras leyes. 

nos dicen los miembros del Ministerio público. 

LA REFORMA DE LAS LEYES SUSTANTIVAS Y PROCESALES,. 

SEGÚN LAS MEMORIAS DE LOS FISCALES ESPAÑOLES 

El apartado art. 84 del Reglamentc co de1 

estamento fiscal incluye específicamente entre las cuestiones 

a tratar en las Memorias fiscales la ((reformas que, aunque 

sean de modesto alcance, convendría introducir en los pre- 
ceptos legales vigentes)) ; y aunque no todas las que los 

nuestros redactan cumplan esa finalidad, la verdad es que 
en el curso de los años quien lea con atenciói abajos 
y observe lo que la actividad del Poder legi: y aun 

la del Ejecutivo, dió de sí en el año siguiente, bCLVC;ILLiá que: 

con harta frecuencia lo que fué prudente y razonada suges. 

tión del Ministerio público, se trueca en fuente de inspira. 
ción de normas que con fuerza coactiva se imponen a los 

demás. De aquí deriva el interés con que debe cuidarse esa 

n sus tr 

ilativo, - ,l..A*+:. 



parte de la Memoria, que no es (preciso es decirlo) velada 
recensión de trabajos ajenos, sino razonada exposición de 
una inestimable experiencia puesta al servicio de la justicia 
con ánimo de que tenga repercusión ~ á s  ne- 
cesario que se refleje. Y no sobra qi Dorque, 

allí dor 
ie así se 

ide es n 
: diga, 1 

para desgracia de todos, no es infrecuente, que cuando se 
acomete una reforma de esta índole, el consejo de los Ilama- 
dos a ilustrarla en aquel aspecto que más trascendencia pue. 
de tener para la vida forense, queda en segundo plano cuan- 
do no totalmente al margen de la actividad de los órganos 
de formulación de las leyes; y así, ef 
intento de positiva mejora, o se desi 

I que pu 
laturaliz 

1 1  

ido ser 1 
:a por 1; 

:ecundo 
a inter- 

vención de quienes no poseen todos 10s elementos de jui-- 
cio con los que hay que contar para que la rc 
ble, o lo que es peor, puede convertirse en i 
de tortura para los que tienen sobre si la enorme responsa- 
bilidad de la aplicación. No es tan fácil que pase de las Mu- 

tforma ! 
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sea via- 
umento 
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sas ai Teatro lo que se concibió con torpeza o con escaso 
o nulo conocimiento del amb 
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se la densidad de la aportación del rio fisca 
tarea constructiva, por lo que tiene 
los que no conocen o viven lejos de 1 
forense. No se trata, como es natu 

;os difu: 
egales. 5 
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eros en 
se quie 

1 a esta 
ira para - .. 
la vida 

ir a los 
miembros del Ministerio público en exclusivos portavoces 

de movimien~ 30s y más o me 
las reformas 11 ;e trata, en cam 

torno a 
re cum- 

plir con el precepto-, de una modesta tarea de noble arte- 
sanía encomendada precisamente a quienes por disposición 
orgánica tienen en algún aspecto que ser portavoces cerca 
de los Tribunales de aquellas aspiraciones que éstos no pue- 
den formular por si más que en casos excepcionales (viene 
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.a la memoria el recuerdo de los arts. 584-111 y 616.V de 
l a  Ley Orgánica de los Tribunales) para que en los medios 

e n  que la reforma ha de forjarse, se conozca por una infor- 
mación objetiva y sincera, su necesidad, su conveniencia, 

SU eficacia, sus ventajas, sus inconvenientes; todo lo que 
es preciso para que en lo humano queden garantizadas la 

eficacia y aun la ortodoxia de las reformas y, sobre todo, 

su conexión íntima con el sistema jurídico de un país cual. 
quiera en un momento determinado. 

Estas consideraciones, que están 

prólogo galeato, nos llevan como por ia mano a tr---., A- 

más sintéticamente que podamos, lo que a propósito del tema 

que ahora traemos entre manos nos han dicho los Fiscales 

-españoles. 

1.0 Reformas en el Código penal. -Esta vez 
otras, no son pocos los que abogan por una reforma rorai 

de nuestro Código que termine con los retoques parciales. 

La menos ambiciosa trataría de refundir lo que, realizado 
a retazos, quedó inicialmente fuera del Cuerpo legal; la más 

profunda exige una revisión de los principios, tanto como 

de la economía interna de la Ley, en muchos aspectos cen- 

surable. Pero en fin de cuentas, en la presente ocasión las 

sugestiones que traen a nuestra mesa de trabajo las Memo. 
rias que aquí se extractan se refieren a puntos concretos que 

acomodándonos a cierto orden mental queremos presentar al 

lector. 

a) tinuado :ste pun 

en los Tribunales, tenga en el Cuerpo legal la necesaria red 
percusión, con lo que se evitarían interpretaciones dispares 
que no siem~ yen a la Sala que en el Tribunal Su- 

premo vela p iidad de interpretación. A veces pare- 



,cr. que la apreciación del delito continuado obedece más que 
.a un principio jurídico rector (que es lo correcto), al deseo de 
degradar, forzando las cosas, penas que se estiman excesi- 
vas. Y sin negar que esa creación, que en España es hasta 
.ahora de derecho pretorio, no está muy lejos de favorecer 
esa finalidad, ello ha de ser a condición de que se den en 
el caso aquellos requisitos precisos, sin los cuales puede ina 
currirse en peligroso arbitrismo. Pensando en este probled 
ma. el Fiscal de Bilbao cree que el delito continuado es una 
realidad natural y no una mera realidad jurídica, y mucho 
menos una ficción; sin que a su parecer tenga nada que ver 
con su existencia y apreciación posibles la circunstancia de 

.que estén o no precisadas las fechas de las diversas accio- 
nes u omisiones. que constituyen -dice- las fases de un 
proceso delictivo unido por el aglutinante de la misma in. 
tención. Y aunque en lo esencial esta opinión coincide con 
la que al propósito mantiene el Fiscal de Zamora, asevera 
éste que ha de darse extraordinaria relevancia al O 

objetivo de la conexión homogénea de las distintz 

ciones sobre el subjetivo de la unidad de propósito, porque 
si no puede prescindirse de la unidad de dolo, es más prác. 

tic0 omitir en la definición legal el requisito de la inten- 
ción, muy dificil de concretar. Y aunque no creemos que 
ese requisito pueda eliminarse, porque a nuestro entender 
en él está la clave de la apreciación del delito continuado, 
hemos querido dejar aquí constancia de esos dos pareceres 

que ponen de relieve una misma necesidad y, por obvias 
razones, trasciende1 solución a la pena im; Y 
a los institutos de 1 ipción y del indulto. 

1 en su 
a prescr 
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b) Las 
cho a nues ue puede 
determinar la estimacion del estado de trastorno mental 



transitorio, dada la redacción del párrafo 2.". núm. 1." de! 
art. 8.". en su relación con el I ." del art. 9." del Código ; 

y ello porque tratándose de una perturbación de duración 
escasa y que puede afluir, si es debidaniente tratada, a 12 
plena normalidad, hay quien cree que es compatible con 
la reclusión como medida de seguridad. 

En realidad no hay razón para que ésta no se adopte 

por el tiempo y en la medida que exija el estado mental del 
sujeto. Más difícil es, en cambio, construirla en los supues- 

tos en que se estime atenuante, pese al parecer de Alberca 
Lorente, que cree posible la aplicación del párrafo 2.". deP 
artículo 3." de la Ley de Vagos y Maleantes, y al de Quin-. 

tano Ripollés, que cree incluido el supuesto en el Decreto 

de g de julio de 1933. La verdad es que ninguna de esas 
disposiciones es lo suficientemente precisa para que el Tri- 

bunal, sin más, pueda mantener el internamiento después: 
de cumplida la pena de privación de libertad; y por eso ef 
Fiscal de Almería propone la adición de un inciso al párrad 

fo 1." del art. 9." del Código penal en el que expresamente. 

se establezca que los condenados a cuyo favor hubiese sido 
estimada la eximente incompleta de enajenación o trastore 

no mental transitorio, una vez cumplida la pena, quedarám 

a disposición del Tribunal sentenciador para ser sometidos. 
a las medidas de seguridad. de internamiento o de vigilan-. 
cia que estime procedente acordar, previos los oportunos in- 

:e esta E 
nte razc 

forme oramientos. 

El ~roblema preocupa al Fiscal de Badajoz, y a 

él consagra totalment >arte de su Memoria. Sus con. 

clusiones, perfectame )nadas, pugnan por la simpli- 

ficación de la regulación legislativa de la enajenación men- 

tal, d S normas: por el tratamiento? 

en re1 c )  del perturbado transitoria- 
isciplina 
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mente hasta que se obtengan plenas seguridades de su viiel, 
ta a la normalidad, y por el estudio de la situación del si- 
mulador, muy difícil de reparar cuando advertida después 
de recaída sentencia que se está ejecutando, se pone al des- 
cubierto el fraude frente a la fuerza, vinculante para todos, 
de la cosa juzgada. 

b) Al Fiscal de Jaé a la fórmula 
legal que define la legirima aerensa. Lree preferible, por 
más clara y menos casuística, la que contenía la norma de- 
rogada. 

C) 1 en el sido 
tratado 1 -le Barcr 1s. y 
ahora suscita un problema int'eresante relacionado con las 
dos formas de encubrimiento que perviven: delito inde- 
 end diente y encubrimiento~participación. 

nA la hora de calificar a un encubridor de hurto por 
receptación de efectos -nos dice ese Fiscal- siendo el de- 
lito antecedente inferio lo el 
procesado antecedentes E icon. 
trado con la dificultad ae encajarlo en ia nueva regulación, 
que no contempla la hipótesis prevista en el art. 515.-Iv - 
del Código penal, y dentro del cual puede encontrarse sin 

embargo el encubridor partícipe. Se dirá -aña le se 
trata del encubrimiento de una falta, con lo cu oble- 
ma parece quedar resuelto sin 1 n; pero entonces se 

advierte que si en lugar de ser ptador se tratara de  
un mero cooperador (hipótesis rLLvi~e  dentro del ar- 
tículo 14), tal encubridor, en virtud antecedentes 
penales (artículo 514-4.7 seguiría siendo encuaridor de de- 
lito y n( lo cua itua- 
ción de dar de idor) 
que la Ley quiere casrigar más gravemenre con la nue- 
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se al sic 

vigente 

va regulación, se ve en esta hipótesis mejor tratado que el 
encubridor participe o de segiindo grado.)) Ante esta dis- 

paridad de trato -concluye- cabría una solución in ex- 

tremis: la de considerar que el receptador por el hecho de 
lucrarse ayuda también al lucro de los autores y que, por 

eso, cabe sancionarlo a tenor del art. 17. Pero este juego 
desnaturaliza la actividad de primer grado y la relega a la 

-del segundo. aunque restablezca en buena parte la ~ar idad  
en el castigo. 

d) En ciianto a la pella -Verdaderamente jugosa ÉS 

la Memoria del Tribunal de Orense que al estudio de ese 

tema (siempre nuevo) dedica esta parte de su trabajo, me- 
ritorio por muchos conceptos, por lo que es de lamentar 

)que aquí no pueda recogerse con amplitud. Parte él de la 

consideración de que un sistema represivo que a un tiempo 

mismo se acomoda! tema histórico nacional, al espíe 

ritu que alienta el y al que, según su parecer, debe 
animar nuestro sistema positivo, debe ser fiel a tres princi- 

pios que convienen a las tres finalidades de la pena: el de 

la  restitución moral, el de la defensa social y el de la en- 

mie orrección del culpable. De la urgencia con que 

es F eformar el sistema imperante dice mucho la gc- 
neral convicción de que algo falla en el sistema represivo 
penal, cuando no se logra detener el aumento de la delin- 

cuencia, y por eso precisa replnntenr el sistema de modo quz 

responda a satisfacer esa exigencia que co puede demorarse. 

Y para ello nuestro fiscal propone una serie concatena- 
da de reformas qui a especia- 

lización del Juez p : un arbi. 

trio judicial adecuaao para realizar una iaaor individuali- 

zadora capaz de desvelar en todos sus aspectos la conexión 
entre el hecho y su autor y dar a éste el tratamiento que 

nda o c 

reciso r 

e se refi 

enal, lo 
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ese estado señalase como eficaz; a una conjuga- 
ción de las penas y las medidas de seguridad postdelictua- 
les que deben recogerse en un mismo Código facultando al 

Juez para imponerlas conjunta, separada o alternativamen- 

te: lo que se completaría, para que la individualización fue. 
ra más perfecta, con la implantación de la sentencia relati* 
vamente determinada, en el sentido de que no se preesta- 
bleceiía el tiempo de su duración dentro del tipo y del má- 

ximo y I que para establecerlo se dispusiese por 
la Ley. 

Al exariirri de este mismo tema, aunque sólo en uno 
de sus más interesantes aspectos, contribuye el Fiscal de 
Málaga con un completo estudio -que es casi una mono- 

grafía- sobre la posible reforma de la Ley de Vagos y 
Maleantes en punto al adecuado tratamiento penal de los 

que tienen esa condición. Su trabajo, inspirado en las di- 
rectrices de la legislación belga, con no pocas aportaciones 

originales, examina el problema en todos sus aspectos, a 

saber : ((La doctrina del vagabundaje a través iem- 
pos. La psicología del vagabundo. La clasific; : los 
vagabundos por necesida mento; el vagabun- 

daje de origen étnico. 1 males del vagabun- 
daje y la lucha entre el \/agautiIiuaje y ia legislación.,> 

e) La extinción de la responsabilidad.-Aborda este 

tema en un punto singular el Fiscal de Guadalajara, quien 

por expl 

,d. por 1 

,as caus 

icables 1 

d ó n  d; 
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a lugar) 
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(la más 
cree qu 

fundan 
ie no de 

de los t 
ición dr 

los abu: 

r la quc que el pi :be tene 
mariamos eticacia Iiberatoria más que en el supuesto de 
matrimonio. Mas si se mantiene esa posibilidad estima que 

el Fiscal no tiene para qué intervenir asumiendo la carga 

de la acusación. Aun cuando nos parece atinado cuanto se  
haga para que se reduzca progresivamente la eficacia libe- 



ratoria del perdón, sobre todo en los supuestos en que un 

interés social que puede exceder el interés privado impon- 

ga la intervención de los órganos jurisdiccionales, no acer- 
tamos a ver las razones por las cuales el Ministerio público 

debe declinar la intervención que en el régimen vigente es 

posible, precisamente para evitar los abusos a que el ejer- 
cicio del perdón puede prestarse cuando no obedece a razo- 

nes que por respetables deben ser respetadas, sino a otros 

estímulos de más bajo vuelo en que acaso esté el funda- 

mento de la reforma que en cuanto a l  alcance extintivo del 
perdón propone nuestro Fiscal. 

Veamos ahora lo que sugieren las Memorias de Fisca- 

lía en punto al tratamiento de los delitos en especial. 

a) Nota algún Fiscal (el de Palencia) la inconsecuen- 

cia en la regulación del atentado en lo que dice relación a 
la aplicación de la pena. Cuando se trata de las autoridades 

aludidas en los arts. 233 y 234, se otorga a los Tribunales 
(artículo 235) la facultad de rebajar en uno o dos grados 

las penas señaladas atendiendo a la menor gravedad y cir- 

cunstancias del hecho y al móvil y condiciones del culpable. 
Pero el explicable arbitrio no se extiende a los atentados 

contra los Agentes de la autoridad y funcionarios públi- 

cos, ni al caso de agresión a los que acudiesen en su auxi- 

lio. Y aun cuando esta diferencia de trato pudiera justifi- 
carse por la mayor gravedad de las sanciones que en uno y 
otro caso se imponen, susceptibles de degradación cuando 

la que se haga no hace innocua, por excesivamente benigna, 

la sanción impuesta, hay casos en los cuales el examen in 
Lasu de los atentados menos graves muestra como 

niente el ejercicio de esa facultad que permitiría acc 

la sanción a la realidad de los hechos. 
b) Algunas observaciones útiles hacen otros J Fiscales. 



a propósito de ciertas figuras de falsedad agrupadas en el 
ltitulo 111, libro 11 del Código penal. En materia de falsifi- 
cación de documentos píiblicos -dice el Fiscal de León- 
hay que superar la concepción formalista que por influjo 
del sistema francés viene imperando en nuestros Códigos 
,desde 1848 acá; pues si bien en la doctrina y aun en la ju- 
risprudencia prevaleció el criterio de que basta para que el 
adelito se cometa la mutación de la verdad, abstracción he- 
cha del ánimo de perjudicar y del propósito de lucro, es el 
propio Tribunal Supremo quien, para evitar los inconve- 
nientes de una exégesis demasiado formalista, ha sostenido 
que para que la mutación de la verdad sea apreciable, ha de 
afectar a elementos primordiales del documento, y aun ha 
llegado a negar la existencia del delito por no haber estima- 
d o  la malicia de su autor. A la hora de acometer la reforma 
<que en su sentir ha menester ese tipo delictivo, o podría exi- 
girse para tipificar la infracción un requisito subjetivo tal 
como propone Antón Oneca de acuerdo con el Derecho 
alemán (((la voluntad de hacer valer el documento falso den- 
tro del tráfico jurídico))), o bien exigir un requisito objeti- 
vo (((el daño o por lo menos el peligro de la causa pública))), 
y aun podría servir de pauta para una futura modificación 
el texto recomendado en la octava conferencia para la unie 
ficación del Derecho penal, celebrada 10 de 
julio de 1947, a cuyo tenor ((es falsel L la al. 
-teración de la verdad cometida a conciencia ae perjudicar, 
e n  un escrito destinado o apto para servir de prueba de un 
(derecho o un hecho con determinados efectos iuridicos)). 

El delito de mo Fiscal 

de  Barcelona eracione Nb se 
de falsi 
algunas 

ficación 
t consid 

en B ~ L  
dad en . . 

iselas el 
escritur: 

1 

neda su 
.S intere 

giere al 
:santes. 

-trata -dice él- de discutir la conveniencia y oportunidad 
d e  la reforma que la Ley de 27 de diciembre de 1947 ina 



trodujo, sino de evitar la excesiva rigidez que hoy tiene el 

artículo 283 del Código penal; porque sin desconocer la 
enorme importancia que la persecución de este delito tiene 

y sus hondas repercusiones en la economía del país, existe 

una sensible diferencia entre el componente de una banda 
internacional de falsificadores o introductores de moneda fal- 
sa y el individuo de conducta normalmente buena que, o 
ílega del extranjero con una pequeña suma de moneda fal- 

sa, o siente la tentación, acaso por necesidad, de poner en 
circulación algún billete que le entrega otro individuo, mu- 

chas veces desconocido y que casi nunca logra identificarse. 

Se dirá que los Tribunales pueden hacer uso de la regla 11 
del art. 61 para suavizar la pena; pero no es menos cierto 

que la máxima suavización afluye a la imposición de una 

pena de doce años y un día de reclusión menor. Y lo que 

ocurre en estos casos, como siempre que no se cuida de aco- 

modar la entidad de la sanción a los matices y circunstan- 
cias del hecho, es que las Salas se niegan benévolamente a 
aceptar las conclusiones absolutamente objetivas de la acu- 

sación y fuerzan el relato para que los hechos incriminados 

puedan incluirse en otros artículos que sancionan con pe- 

nas menores otras actividades delictivas de más menguada: 

entidad. Y como no puede decirse que esta solución sea 

aconsejable, por muy equitativo que sea el propósito, la que 
podría recomendarse para cohonestar10 todo, es la de exten., 
der a los delitos de falsificación o introducción de moneda,. 

o por lo menos a los de experrdición pura y simple, la fa- 

cultad de rebajar en un grado la pena correspondiente que 

el art. 318 reformado otorga a los Tribunales para todos 

los demás casos comprendidos en el título 111, libro 11 de1 
Código penal, incluso para los que contempla el capítulo V, 
que a veces tienen mayor gravedad (si se refieren a la falsi- 



ficación de moneda) que la mera introducción o expendi- 
ción de unos billetes falsos de ínfimo valor. Y 

c) Alguna consideración merece al Fisc durcia 
la tipificación de los delitos de falso testimonio q u e  be con- 
tienen en los arts. 326 y siguientes del Código. Lamenta él 
con harta razón, el lamentable espectáculo que a diario se. 
ofrece en los Tribunales cuando los testigos comparecientes, 
sin razón que lo justifique ni explicación satisfactoria de su 
conducta, se desdicen de sus declaraciones sumariales y ofre- 
cen un blanco siempre aprovechado para la absolución ; y lle- 
vado de la indignación natural propone una solución drás- 
tica que plasmaría en un precepto de este o parecido tenor : 
((Al que en causa criminal por delito prestase declaración 
sustancialmente distinta a la que hubiere prestado en el su+ 
mario, sin que diere razón suficiente de tal divergencia, se 
le impondrá la pena de arresto mayor o multa de 5.000 a 
25.000 pesetas.. .N 

d) La punición de los delitos de lesiones cuando se 
sancionan exclusivamente sobre la base de su duración, re- 
quiere también la atención del Fiscal de Murcia, porque es 
evidente que los progresos de la cirugía y el empleo de los 
antibióticos determinan frecuentemente que lesiones gra- 
visimas por su naturaleza, por el medio empleado o por la 
región anatómica afectada, sometidas a una intervención 
afortunada y puestos los medios que eliminan la infección 

o atenúan sus efectos, curan en períodos de tiempo breví- 
simos que, cuando exceden de los quince días, no suelen- 
necesitar para su curación más de treinta. 

Si el ánimo homicida se declara, desaparecen los incon- 
venientes que el criterio de la duración puede acarrear, aun. 
que la rxperiencia nos enseña que son muy pocos los casos 
en que los Tribunales se deciden a apreciarlo para penar el 



delito en grado de frustración y tentativa; y aun así, aun- 

que ese ánimo no pueda apreciarse, hay supuestos en que 

:aun pudiendo descartarlo, hay una enorme distancia entre 

l a  gravedad del daño que quiso cairsarse y el que realmen- 
te  se causó, por el empleo de medios totalmente extraños a 

la voluntad del agresor, que injustamente resultó beneficia- 
do por el progreso científico. 

El tema no es nuevo, y dentro y fuera de fronteras está 

.tratado por la doctrina y aun resuelto legislativamente. 

Nuestro Fiscal se inclina por una solución espiritualista que 
se atiene a la intención revelada por signos exteriores de 

los que puede inducirse: y propone para el remedio de ese 
mal evidente la adición de un articiilo (420 bis) en el que 

se diría lo que aquí copiamos: (<Las lesiones no compren- 

didas en el articulo anterior, cualquiera que hubiese sido el 
tiempo de su duración, causadas sin voluntad homicida, 

pero que pongan en grave peligro la vida de la víctima, se 

reputarán igualmente graves y se castigarán con la pena 

de prisión menor.)) ((A los efectos del párrafo anterior, se 
,estimará que la vida de la víctima ha sido puesta en peli- 

~g ro  cuando por la naturaleza del medio empleado, profun- 

didad o circunstancias de la herida o importancia vital de 

la región anatómica interesada, haya sufrido el sujeto pasi- 

vo un riesgo inminente de muerte.)) 

Y en relación con este mismo título de los delitos con. 

t r a  las personas no queremos dejar de recoger lo que a pro- 

pósito del infanticidio nos dice el Fiscal de Jaén. Esta figu* 

-ra, es una bárbara superestimación de un sentimiento tan 

aleatorio, circunstancial y movedizo como la honra, en de- 
trimento de la valoración del más sagrado de los senti- 
-mientos humanos: el de la maternidad. En el estado ac- 

rual de las costumbres, el alumbramiento de un hijo sólo 



:hasta cierto punto determina la condenación de la sociedad 
.y en ningún caso obsta decisivamente al propósito de orde- 
mar una vida; y aunque las cosas ocurriesen de otro modo, 
"es condenable, sin posible atenuación, un hecho que va con. 
tra las leyes divinas y humanas y aun contra las naturales, 
La crednón del delito de infanticidio, de tanto abolengo his- 
tóricc 3, es ho 

un proc 
. .- 

y un premio al egoísmo de ciertas gentes que 
'por i edimiento bárbaro intentan arrojar de sí una 
nota infamante en la que no pensó seguramente la mujer 
(que falt6 a la honestidad y los que acaso con su tolerancia 
indisculpable o su indiferencia ante una conducta desorde- 
nada dieron lugar por omisión de elementales deberes a 

*que se produjese el desvarío. Aunque se rasguen las vesti- 
dura: :S creen se asegura el honor personal y S quiene 

miliar, I - 
que así 
quen ot . .  . .e1 fa que bus .ros medios de ponerlo sobre ei 

pavés. Entre tanto, el legislador debe llamar parricidio a 

lo que tiene racteres, con la misma lógica que llama 

borrado 
os sanci 
J 

fortuna 
con el : 

homicidio o asesinato al desacreditado lance entre caballe- 
ros, ya, por i para todos, de ;o de los 
.deliti onados signo de una p la impu- 
~ i d a a .  

mas M€ 
1 

señalan 
1 

e) Algi la con :- 

tocar el art. 321 ael Código penal en la obligada relación 
.que guarda con el 572 del propio Código, y ello porque 
parece insuficiente que la discriminación entre el delito que 
el primero de dichos artículos prevé y la falta sancionada 
por el segundo sólo tome en consideración el hecho de 
atribuirse o no atribuirse la calidad de Profesor, amén de 
la publicidad del ejt 

rimera, 
es y cali 

obedece 
dad, cor; 

Ciertamente que esas dos notas aisrintivas, sobre todo 
'la pi n al concepto de la usurpación de fun- 

rionl nprendida en la rúbrica del capítulo VII, 



título 111, libro 11 del Código penal; pero los excesos del 
intrusismo, sobre todo en determinadas profesiones, viene 

mostrando el error de no calificarlo siempre como delito, 

aunque revista mayor gravedad la concurrencia del Eraude 

que consiste en atribuirse, además, una calidad de que se 

carece. Sobre todo en la profesión odontológica, el intrusis- 

mo es constante y difícil la punición como delito, porque 
los odontólogos ocasionales, si actúan de modo permanente- 

y a veces con instalaciones de difícil ocultación, no suelen 

caer en la tentación de titularse médicos; y a veces, por 
una de esas anormales discordancias que suele ofrecer la 

persecución gubernativa y judicial de determinados hechos, 
resulta más eficaz la actuación de los primeros que el en- 

juiciamiento de los segundos. En el caso de los odontólo- 
gos, el art. 97 de la Orden del Ministerio de la Goberna- 

ción de r 3 de noviembre de 1950 permite a los Goberna- 

dores sancionar con multa los casos de clandestinidad y de. 

cretar la incautación de las instalaciones, que en definitiva 

pasan a integrar el material sanitario de organismos oficia. 

les. Por doloroso contraste, cuando el asunto se somete a 
los Tribunales, sólo pueden imponer la sanción de multa y 
la de arresto menor en caso de reincidencia, pero no decre- 

tar un comiso no incluido en el art. 602, que privativamen- 
te se refiere a las faltas, sin posibilidad de aplicar a éstas lo, 

que para las infracciones delictivas está prevenido por eI  

artículo 48 en términos que por su amplitud pueden satis- 
facer esa necesidad. 

f )  En relación con el cáncer del homosexualismo, y a  

hemos dicho con otro motivo el valor que para su persecu- 

ción puede tener la reforma de la Ley de Vagos y Malean- 

tes a que se alude en esta Memoria; mas sin perjuicio de 

esa novedad, que en el fondo tiene un carácter preferen. 



temente preventivo, se echa de menos -y así lo señala el 
fiscal de Jaén- una regiilación específica que bien pudiera 

ser la de tipificar el hecho específicamente como delito de 

abusos deshonestos, sin las limitaciones del art. 430 en re- 

lación con el 429 del Código penal. No es excesiva la san- 
ción para hechos que rebasan las medidas de lo repugnan- 

si llegado el caso se excluyera a los infractores de los 

cios que el legislador ha previsto en contemplación 

de las personas normales, se habría dado un paso de consi- 
deración en la purificación de las costumbres públicas que 

'en ese y en otros aspectos es tan necesaria. 

E 

nos c 
no nr 

vuelven 
l. .l.... 

Nuevamente muchos de nuestros Fiscales 
&)ame, siempre en el mismo sentido, del delito de auan- 

dono de familia. Como delito privado lo trata el de Cas- 
tellón para advertirnos de las dificultades que puede ufre- 

cer la solución, por acuerdo conyugal sobrevenido, de una 
situación que, terminada por medios pacíficos, no produce 

.estrago. En el mismo sentido se pronuncia el Fiscal de Ge- 

rona, siquiera note que eventualmente podría intervenit 
,en la per~ecución el Ministerio público en circunstancias 

análogas a las del delito de estupro. Y a igual conclusión 
llega el fiscal de León ante los casos, nada infrecuentes, en 

que la naturaleza pública del delito obsta a una rectifica- 

ción de conducta y mantiene una situación de discordia que 
se agudiza en los siipuestos en que condenado el cónyuge 

que  tiene antecedentes penales, no puede obtener, 

nerlos, los beneficios de la condena condicional. 

-1 estudio más completo en torno a este tema es el que 

Ifrece la Fiscalía de Barcelona, que por su extensión 
-.- .>demos ofrecer íntegro al lector. Subrayemos, sin em- 

bargo, que para él, la circunstancias de tratarse de un delito 
constantemente renovado ofrece a la interpretación proble- 

. 
por te, 



tableme 

ibandon 

conforn 

nte proi 

mas de solución muy difícil, a los que se añaden los refe-- 
rentes al tratamiento económico de la familia a ada, 

que resulta principal objetivo de la punición, le a 

la doctrina del Tribunal Supremo contenida, entre otras, 

en las sentencias de 21 de junio de 1944 y 2 de marzo de 
1945: y aun la misma entidad de la pena, que rara vez se 

cumple por obra de los indultos o de la aplicación de la Ley 

de Condena condicional, con lo que se añade un daño más 

(la impunidad aparente) a los que inevi - duce 

el hecho del abandono. 

h) El Fiscal de Las Palmas discurre ampliamente so. 
bre el delito de apropiación indebida partiendo de la nece- 
sidad de buscar un concepto de posesión penal, que no se 

identifica con el de posesión civil. Desde el punto de vista 

del derecho constituyente, la solución más penetrante es la 

de Binding. Según este autor, lo característico de la pose- 

sión penal consiste en que se haya adquirido por un acto 

de voluntad que exprese el deseo de ejercitar un poder fác- 
tico sobre la cosa, de tal naturaleza que haga imposible la 

actuación simultánea de otra voluntad sobre ella. Ni la me- 

ra tenencia ni la custodia o vigilancia son suficientes para- 
fundamentar la posesión penal. Por eso en sentido penal 
debe reputarse poseedor al criado a quien se entrega un ob- 

jeto para que lo deposite en Correos, y al transportista so- 
bre las cosas cuyo transporte se le confía, y a la sirvienta 

que recibe un billete de Banco para hacer la compra. De ahí 

que ex jure coladendo resulte justificado que el legislador 

imponga tina pena más severa al que comete un hurto que 
a quien realiza una apropiación indebida, porque en el pri- 

mer caso, se muestra mayor impulso criminal (se ataca si- 
multáneamente a la ~ r o ~ i e d a d  y a la ~osesión penal), a1 

paso que en el segundo realiza una mera apropiación por- 

que la posesión previa ya la tenia. 



En el Código, la redacción del art. 535 no permite man-- 
tener el criterio de Binding, pues lo que en él se castiga es. 
una forma a g r a d a  de la indebida apropiación, caracteri- 
zada por una relación de confianza («título que obligue a -  
entregar o devolver la cosa recibida en virtud de ese mis-- 
mo títulon). De ahí que cuando esa relación de confianza 
no existe y la calificación y la sentencia invoquen las nor-- 
mas características del hurto, sin matizar debidamente la 
diversa gravedad de las conductas que exigirían mayor o- 
menor gravedad en la sanción, sin identificar en el caso eb 
hurto, la apropiación y la estafa sólo en atención a la cuantía. 

i) En relación con el problema de los delitos culposos; 
al que hemos hecho tantas alusiones en el curso de esta 
Memoria, no faltan en las de nuestros colaboradores suges-. 
tiones que consideran el problema de la punición y tratan 
de resolverlo con medidas represivas. Entre éstas apunta. 
el Fiscal de Huelva la conveniencia de que se exija permiso. 
de conducción para la de motocicletas de 50 c. c. en ade. 
lante y, además, una edad razonable (dieciocho años): diecid- 
séis 'cumplidos deberán tener los que conduzcan motos de- 
capacidad inferior, y además estar en posesión de un pere 
miso especial para circular sólo por las poblaciones. No po- 
drán conducir bicicletas sino los mayores de doce años; 10s 
menores sólo podrán circular acompañados por sus padres o:. 
personas mayores, que asumirán la responsabilidad de los 
accidentes de tráfico atribuíbles al menor. El Fiscal de Va-- 
lencia cree necesario, a efectos de represión, el rápido en- 
juiciamiento de los hechos, la mayor gravedad de las san-- 
ciones y el establecimiento de un Registro judicial de in- 
fractores que por su carácter central aleje toda posibilida&- 
de otorgar carnet al que las haya sufrido (aspiración ésta' 
coincidente con el Fiscal de Huelva). Y la Memoria-del Fis-- 



cal de Valladolid, que se caracteriza por el tono sincero de 

SLI alegato, saca de él todas las consecuencias útiles para 

una reforma que simultáneamente debería atender a la ra- 

pidez de la represión y a la verdadera entidad de la infrac- 

ción, que no están muchas veces en función de su resulta- 

do, sino de una serie de causas de distinto valor, entre las 
que se encuentran como principales la avería de los órganos 

de seguridad, la impericia de los conductores o de los terce- 

ros; la fatiga, la embriaguez o las limitaciones fisiológicas 

del conductor; la despreocupación por el riesgo ajeno, y la 

.desproporción entre el tamaño y la velocidad de los vehícu- 

los en relación con la anchura de calles y caminos. 

Y si hasta aquí hemos considerado al pormenor las prin- 
cipales y limitadas reformas que en sentir de los represen. 

tantes del Ministerio público pudiera sufrir la ordenación 

vigente en materias que ya merecieron la atención de los 
legisladores, todavía podemos referirnos a las que hasta aho- 
ra están huérfanas de protección   en al por la legislación 

española, A ellas se refiere el Fiscal de Palencia, que echa 
de menos una regulación adecuada de los delitos de terro- 

rismo, y de los que infringen el derecho de gentes o aten- 

tan contra la dignidad humana, y el crimen de guerra in- 

justa o guerra de agresión. Cierto que esa criminalidad de 
tipo internacional tiene más adecuada cabida en los Con- 
venios cntre Estados soberanos; pero las dificultades con 

que muchas veces se tropieza para lograr acuerdos eficaces 

y, sobre todo, unánimes, parece aconsejar una ordenación 
interna que por lo menos muestre la voluntad de seguir un 

camino que haga imposibles dentro del propio solar las aca 

tividades que suelen cometerse fuera de sus límites, mien. 

tras farisaicamente se establece la tabla de los derechos del 
hombre. 



El Fiscal de Gerona echa de menos justificadamente la 
.omisión de preceptos que regulen la denominada delin- 
-cuencia financiera, problema que no estudia en todos sus 
aspectos, pero si (tal vez por el recuerdo de un caso vivido) 
,en contemplación de balances equivocas que si no pueden 
.encuadrarse dentro de la estafa del art. 529 del Código pe- 
nal, son evidentemente fraudulentos y, como tales, deben 
ser castigados. 

Y el Fiscal de Zaragoza dedica su atención al problema 
.de la protección penal del cheque, que tras el frustrado in- 
tento representado por el art. 725 del Código de 1928, no 
mereció otra atención que la de la Ley de 16 de marzo de 
1939, que sólo atiende a la defensa de los intereses del 
Estado. La protección del particular no tiene hoy otro mo- 
do de lograrse que el de una incriminación por estafa al 
amparo de normas que, con mucha probabilidad, no consi- 
deraron el problema cmcreto. Una reforma específica en- 
caminada a satisfacer la necesidad sentida habría de consi- 
.derar, según nuestro colaborador, estas hipótesis: a) Libra- 
miento de cheques sin,provisión de fondos o con provisión 
insuficiente; b) Cesión por el tomador a sabiendas de que 
se carece de fondos o de que éstos no son bastantes; c) Blo- - 

queo de cheques u orden del librador al librado para que 
no pague, haya o no fondos, y d) Falsificación, con estos 
.subtipos : creación de un cheque falso en su totalidad ; ala 
teración de la cantidad, la fecha o el nombre del tomador, 
si es nominativo, y presentación en juicio de un cheque fal- 

.so o nulo a sabiendas de su falsedad sin haber tomado par- 
-te en el] 

las faltas, algunos de los nuestros (Fiscales de Bilbao y Jaén) 
-consideran llegado el momento de separar del libro 111 las 



faltas de que en el Código nada tienen que hacer, 

y las que por tener otra condición (delitos menores) entran 

en la órbita que, sin confiisión posible, debe reservarse a los 

Tribunales de justicia. 

2.' Reformas en h lej hicas y proces 

a) No son muy interesantes las l~lemorias fiscales en piin- 
to al tratamiento de los problemas orgánicos. Algunas de 

ellas aluden a la conveniencia, que es necesidad, de la de. 
marcación como problema que ha sido recogido por el Po. 

der ~úblico para resolverlo adecuadamente. En otras (la del 
Fiscal de Vitoria), tras una minuciosa clasificación de las 
jurisdicciones especiales y especializadas que están en vi- 

gor, llega a la conclusión de que es urgente llevar a la Ley 

Orgánica una norma incZerogable que, fiel al principio de 
la unidad jurisdiccional ejercida por la jurisdicción ordina- 

ria, deje sólo subsistentes fuera del ámbito di L juris- 

dicción castrense y la tutelar de menores. Pe idición 
de que la jurisdicción ordinaria penal se separ= ue ia civil, 

e ésta la 
ro a cor 

A -  1. 

porque los beneficios que la unificación procura sólo se ob. 

tienen en función de su eficiencia, que sólo se logra me- 
diante la división del trabajo y la especiali: 

su consecuencia inmediata. 

Y por lo que se refiere a la reforma del bstatuto fiscal, 

- 

zación, 

que cada día creemos más necesaria, nuestros Fiscales, que 

reiteradamente han expuesto, claro que desde su personal 
punto de vista, las que a su entender deben ser directri- 

ces de una modificación de aliento amplio, se limitan aho- 
ra a volver sobre temas espec;ficos que en algo mejorarían 

el estado de cosas actual. Concretamente alude el Fiscal de 

klbacete a la supresión .del turno tercero, modificando en 

ese sentido el art. 14 del vigente Estatuto; a la vigoriza- 
ción del párrafo 3." de su art. 30 que veda al funcionario. 



fiscal valerse de terceras personas, cualquiera que sea la con- 
sideración de éstas, para recomendar o apoyar sus pretensio- 
nes so pena de que, aparte de ser desestimadas, sea el fun- 
cionario corregido disciplinariamente; a la modificación del 
art. 37 del Estatuto, haciendo extensivas a los miembros 
del Ministerio fiscal las disposiciones que en caso de enfer- 
medad favorecen a la judicatiira, y a la inclusión en el ar- 
tículo 2." de un apartado que imponga a los miembros del 
Ministerio público la obligación de asistir previa la corres- 
pondiente instrucción a la vista de todas las apelaciones de 
que en materia civil conozcan las Salas de las Audiencias 
Territoriales para actuar en defensa de la Ley. En térmi- 
nos más generales se expresa el Fiscal de Lugo, quien pug- 
na por un aumento de facultades concordante con el deseo 
de dar a la Fiscalía el tono que corresponde a su amplia mi- 
sión, no reducida al ámbito de lo criminal y de dotarla de 
medios de trabajo de que está muy necesitada en personal, 

material, etc. Y a su vez, el Fiscal de Oviedo cree equivo- 
cado el sistema que no hace de las Fiscalías territoriales 
una categoría sui generis para establecer la debida distin- 
ción entre la Jefatura y la Tenencia; que pintorescamente 
califica de Virreinato, y truena contra el turno de elección 
que, según él, engendra una situación de desigualdad, rom- 
pe el compañerismo y da lugar a que no exista la solidari- 
dad necesaria, aunque con ese criterio se pronuncia por el 
mantenimiento del sistema de elección condicionada para 
la promoción a la categoría de Fiscal general. 

Mucho habría que decir a propósito de estas sugestiones ; 
pero entregado el problema de la reforma total a quien des- 
pués de estudiarlo ha de proceder a determinar con máxima 
autoridad su alcance y sus límites, y sobre todo, su orien- 
tación, hay que esperar ese momento; sin que, entre tanto 



y por razones de respeto y de delicadeza, pueda volverse 

sobre un tema tratado públicamente en otras Memorias y 
considerado en otros trabajos de la Fiscalía no destinados 

a la publicidad. 

b) Por lo que dice relación al 

procesales, las Memorias de Fiscalía lo abordan con mayor 
o menor extensión; pero, acaso por razón de oficio, sus 

observaciones contemplan preferentemente el proceso penal 
y sólo excepcionalmente se refieren a los demás. Y el hecho 

le las rc 

carecería de importancia de nu ser porque con ese despego 
parece que se confirma, siquiera sea indirectamente, la vul- 

gar opinión a cuyo tenor el Fiscal está recluido en los lími- 
tes del proceso por delito; lo que, aparte de ser inexacto, 

pugna con la presencia más o menos activa de nuestro Mi' 
nisterio en otros aspectos y con la necesidad de que no des. 

cuiden una formación que facilite su acceso a los lugares 
.donde con plenitud de facultades, que en el futuro ha de 

ampliarse, han de valerse como instrumento de trabajo de 
conocimientos nada superficiales en materias civiles, sociales 

y contencioso-administrativas. No hay que confundir el 

enciclopedismo de los conocimientos, que pocos alcanzan, 
con la densidad y perfección necesarias, con la posesión de 

una cultura jurídica general, indispensable para andar por el 
- ~ 

mundo y precisa para ejerce ignidad y desenvoltura 
todos los cometidos fiscales. 

Concretadas, pues, las propuestas de los Fiscales al pro- 
ceso penal, recogemos de ellas lo que nos parece más inte- 
resan te. 

a) Es general la 11 lado c 
J 

Jel pro- 
. T ceso penal solemne que nomina el slsrema ae nuesrra Ley 

d e  Enjuiciamiento criminal, se introduzca otro que por trá- 
mites sumarios permita enjuiciar con rapidez y eficacia un 



sinnúmero de infracciones de escasa entidad. Cuando las 
Fiscalías abordan ese tema y aluden a los motivos que acon- 
sejan esa reforma, no hacen más que recoger de la realidad 
que viven un ambiente de opinión de cuyos matices hemos 
tenido ocasión de ocuparnos en este trabajo. 

Y en justicia hay que reconocer que el Poder público 
ha sido sensible a esa necesidad aunque a su actuación se 
hayan opuesto obstáculos que hasta ahora no pudieron sal- 
varse porque quienes los opusieron, sin negar los males del 
sistema imperante (lentitud, ineficacia, trabajo inútil, des- 
organización en los Tribunales sobrecargados), a la hora 
de ponerles remedio echaban de  menos ilusorias garantías 
que, sin merecer ese calificativo, perpetuaban una situación 
que en definitiva favorece poco el prestigio de la justicia. 

- 
s soluciones son tantas como el número de los que, 

COII más O menos justificación, echan su cuarto a espadas: 
y de ese pecado ninguno puede librarse porque cada cual 
contempla el problema desde su ángula visual. Así, en  
este caso, nuestro Fiscal de Barcelona cree que la solución 
estriba en determinar los delitos que habrían de atribuirse 
a la que él denomina jzlsticia correccioml, para lo cual -se- 
gún él- había de tenerse en cuenta el límite penológico 
(presidio menor) y los delitos que sólo se diferencias de la 
falta en virtud de un criterio cuantitativo (los delitos veviu- 
les de Pacheco). En el aspecto procesal, la instrucción se en- 
comendaría al Fiscal, que tras una breve información su- 
marial formularía su acusación. A partir de ese momento 
tendría entrada la defensa del acusado para proponer la 

prueba, en tanto que las medidas precautorias se encomen- 
darían exclusivamente al Juez. Una vista oral y fallo con- 

. . . . 
tra el cual cabría casa ;tringida 
del proceso correccion; 

~ción re: 
31. 

cuadro 



El Fiscal de Cádiz cree que la instrucción de las causas 

por hechos a los que en principio no corresponde pena su- 

perior a presidio o prisión menores debe encomendarse a la 
Fiscalía, que delegaría sus funciones en las municipales y 

comarcales. El fallo correspondería a los Juzgados de ins- 

trucción, con apelación ante la Audiencia. Y el de Huesca, 

recordando el sistema desarrollado en el DecretoJey de 30 
d e  Agosto de 1946 -que asegura produjo buenos resul. 

tados prácticos-, se inspira en él para pugnar por la ins- 
tauración de ese proceso menor obediente a las caracteris- 

ticas del que todavía está en vigor, aunque prácticamente 

no se utilice porque, afortunadamente, la normalidad de la 
situación económica no ofrece a los Tribunales materia para 

actuar. 

le acent En nuestro empeño, que vamos logrando, c uar 
la objetividad de esta Memoria, no queremos insistir dema- 

siado, no en la necesidad y urgencia de esa reforma, que 

son notorias, sino en la proposición de un esquema que per- 

mitiese fijar siis directrices. No creemos, sin embargo, que 

', pueda ser una solución la de arbitrar una versión moderni. 
i zuda del delito flagrante, que pese a su buen propósito y a 

la sólo relativa significación de trámites, sólo vive en las 
c -  . 

páginas de la Ley: y tampoco nos parecen acertadas solu- 
. ciones que, como la de encomendar la instrucción a las Fis- 

calías, determinaría fatalmente un cambio radical en toda 

nuestra legislación orgánica. Por razones que no son del 

caso, nos inspiran simpatía las soluciones que con vistas a 
un solo tipo delictivo arbitró el Decreto-ley de 30 de agos. 

to de 1946; pero contra el parecer de nuestra Fiscalía de 

Huesca, conservamos datos reveladores de que en muchas 
provincias españolas no se estrenó, y que estas provincias 

eran precisamente las más necesitadas por el volumen de 



su  trabajo de una norma legal que por lo menos tuviese 
una relativa agilidad: y no hablamos del intento de asimi- 
lar ese proceso al que la Ley vigente tiene establecido para 
las faltas, porque recusado, con más o menos razón por un 
numeroso sector de la opinión forense, y subsistente esa opo- 
sición, es de suponer y de esperar que llegado el caso de 
.sacarlo de nuevo a luz, correría la misma suerte. 

Hemos de esperar, pues, que la iniciativa se recoja en 
condiciones que aseguren su viabilidad; pero, de una vez 
para todas, conviene decir aquí, como fruto de la expe- 
riencia y convicción personalísima, que mientras esa refor- 
-ma no se haga se mantendrá, aunque no se agrave, la situa- 
ción de agobio de los Tribunales de lo criminal (Audiencias 

y Juzgados) en los grandes núcleos de población; seguire. 
mos sin explicarnos (menos se lo explicarán los inculpados y 
los ofendidos) cómo para el enjuiciamiento y represión de 

S menor 
ina fore. 

uego un 
lentitu< 

de esos delito! es hay que poner en ji a com- 
plicada máqui nse que se mueve con J, aun- 
que con ésta se beneficien intereses que no son precisamen- 
t e  los de la justicia, y no nos explicaremos por qué en Espa- 
ña debe mantenerse para esas infracciones la clásica discri- 
minación del período sumaria1 y del acusatorio cuando, ins- 
-pirándose en éste, tiene la defensa una garantía que la in- 

< . ., 
.quisicion, considerada abstractamente, no procura. Mas, en 

todo caso, aunque estas apreciaciones personales no fueran 
,exactas del todo, importa subrayar que cualesquiera que 
:sean en el futuro las líneas de este proceso sumario, sus be- 
neficiosos efectos no se lograrán, allí donde es más necesa- 
rio que se obtengan, sino a condició ie esa jurisdic* 
ción esté encomendada a Jueces consa exclusivamente 

al servicio de lo criminal; y ello tanto para lograr una espe. 
cialización, cpe siempre es deseable y necesaria, como para 



impedir que por exceso de trabajo nuestros Jueces de las. 
grandes capitales o los de numerosa población y no peque. 

ña criminalidad, imposibiltados de atender al despacho, y 
privados de la ayuda que le procuran los auxiliares (ayuda 

ilegal, pero sancionada por la necesidad que engendra cos- 

tumbre) no pueden soportar la carga de un proceso que del 
principio al fin exige su atención personalísima, sin la cual 

es.seguro el fracaso de la fórmula que se adopte, ante el 

posible volumen de los casos que hayan de juzgarse, según. 
los trámites que se arbitren, por ágiles y expeditos que sean. 

Por eso, y para demostrar que no estamos dominados por 
el pesimismo (no es esa, gracia a Dios, nuestra característi- 
ca temperamental), recordábamos lo ocurrido con motivo de- 

la aplicación del Decreto-ley que no ahora, sino cuanda, 
pudo aplicarse, estuvo arrumbado en el rincón de las bue- 
nas intenciones. A veces no fallan los sistemas.. ., fallan in- 

evitablemente los hombres.. ., que es todavía peor. 

Pero va siendo hora de terminar y es preciso ocuparse- 

de otras reformas de detalle que nos traen las páginas de 
las Memorias que extractamos. Algunas pueden ser útiles 

para asomarnos al mundillo forense y explican en parte cuá- 
les pueden ser los recónditos móviles que guían a los bien 

avenidos con el statu quo que, contra el mejor propósito, 

favorece la oscuridad de la investigación, contribuye en no- 

pequeña parte a la lentitud y causa, en definitiva, perjuicio 

irreparable a la justicia. 

b) Plantea el Fiscal de Bilbao en su Memoria última 

un tema a que ya se refirió en las de 1950 y 1953, en rela- 
ción con la acumulación de penas impuestas en sentencias 
distintas, bien por un mismo Tribunal, bien por jurisdic. 

ciones o Tribunales diferentes: y la verdad es que, pese x 
las dificultades que la equitativa soludán de1 caso presenta,. 



en todas las Audiencias se dan muchos en que las sucesi- 
vas condenas vienen a caer sobre otras cuyo cumplimientm 
total -y no es paradoja- puede coincidir con la más com. 
pleta causa de extinción de la responsabilidad penal: la 
muerte del reo. ¿Quién ha de señalar -se pregunta- el 
tope de cumplimiento de las condenas? <Será el mismo. 
que el fijado, para otro supuesto, en el núm. 2." del art. 70. 
del Código penal, o, por el contrario, procederá no seña-. 
lar límites en el cumplimiento de las penas impuestas en. 
sentencias distintas y habrá que aceptar, estoicamente, que 
un muchacho de veinte años cumpla los ochenta o noven- 
ta años de presidio impuestos por quince o veinte delitos: 
que cometió en un período de año y medio de vida fuera. 
de la Ley? 

Verdaderamente, el supuesto, que responde a situacio- 
nes reales, no hipotéticas, vale la pena de que a él se preste 
atención : pero acaso no sobre que la resolución de esta cues- 
tión, obsesionante en muchos aspectos, se vinciile, con el ol- 

vido en que se tiene el cumplimiento del art. 300 de la Ley 
de Enjuiciamiento criminal, que si impone a la autoridad 
judicial el deber de hacer objeto de un sumario cada uno. 
de los delitos de que conoce, también preceptúa que e1 
conocimientos de los delitos conexos se reserve para un solo, 
sumario. No es que el exacto cumplimiento de esta norma, 
de obligatoria observancia, pueda remediar del todo las si-- 
tuaciones a que alude nuestro Fiscal; pero ya estamos acos- 

tumbrados a que en un solo sumario se persigan hechos q u e  
no tienen entre sí la menor conexión, sólo porque se des- . - 

cubrieron al mismo tiempo y que, en cambio, hechos liga- 
dos por una relación de conexidad se enjuicien en procedi-- 
miento separado, acaso porque falta en la Ley un procedí- 
miento para su acumulación que, salvando las naturales dis-; 



tancias, se asemeje al arbitrado para la acumulación de autos 

.en el procedimiento civil. 

c) Un problema, que no deja de ofrec is, abor. 
dan  en SLIS respectivas Memorias las Fiscalías ae Córdoba, 

Gerona y Teruel, relacionado con los excesos de las acusa- 

ciones privadas. c<Llevamos muchos años de ejercicio profe- 

sional -dice el Fiscal de Córdoba- y apenas recordamos 

alguna querella o acusación particular que, en verdad, haya 
contribuído eficazmente a la administración de justicia. A 
lo sumo han colaborado en la investigación sumarial, aun- 

que no decisivamente; pero lo común es que vayan a re- 
molque de la actuación fiscal, limitándose a agravar sus pre- 
tensiones y a hacer especial hincapié en lo atinente a la res- 

ponsabilidad civil. En los casos más graves domina la des. 

atada ~as ión  vindicativa, y en los más, la acusación se uti- 

liza como una vía cómoda, barata y enérgica para obtener 
tina ~restación o salvar un derecho civil controvertido. Cla- 

ro es -añade-- que mediante esas interesadas querellas o 
acusaciones jamás se obtendrá una condena, pero se obtieg 

ne fácilmente un sumario, y ello basta para lograr la fina* 

lidad perseguida; y queda todavía un tipo digno de fijar 

la atención, que es la querella o la acusación perturbadoras 

para prolongar -bajo una encubierta amenaza- las pers- 

pectivas de arreglo y las lucrativas que florecen en función 

-de la solvencia de los presuntos reos. Contra esos males no 

hay otro remedio que el monopolio de la acción fiscal para 

exigir la responsabilidad criminal con abstracción de las res- 

ponsabilidades civiles, y el derecho de impetrar la interven. 

*ción de los organismos fiscalizadores de la gestión del Fis- 

cal actuante para corregir sus desviaciones y posibles extra. 

vías.)) A esa misma conclusión llega el Fiscal de Gerona, 
;pero descendiendo a ras de tierra cree que el remedio de 



'ciertos abusos puede lograrse con sólo establecer que el pena- 
d o  no tenga que pagar las costas de las acusaciones en los 
casos en que el Fiscal acuse : solución -dicho sea de paso- 
ha tiempo preconizada por el Fiscal de La Coruña y admi- 
tida por alguna de las Salas de aquella Audiencia, con bien 
intencionado propósito, pero con escaso fundamento legal. 
Y todavía en presencia de los mismos abusos, propone el 
Fiscal de Teruel que cuando la tesis de la acusación sea 
.desatinada y sólo por su intervención se haya abierto el jui- 
.cio oral, peche preceptivamente con las costas del proceso, 
que en el supuesto de insolvencia para su pago, determina- 

ara sanc ebidamente la temeraria acu. rresto p 

Personalmente creemos que, salvando la estridencia, in- 
necesaria por lo demás, de .algunas soluciones, la generali. 
dad de ese mal obliga a la meditación; y si no se quiere 
desligar totalmente el ejercicio de la acción penal del de la 

.civil derivada del delito para que su ejercicio sea autóno- 
mo dentro y fuera del proceso, y parece peligroso (no cree- 
mos que lo sea) el llamado monopolio de la acción penal 
por el Ministerio público, algo precisa hacer para corregir 
el estrago y para impedir que el lujo de la acusación agrave 
innecesariamente las responsabilidades del reo. Algún caso 

)r el Fi 
a la mec 

. . 

scal de 
gitación. 

1 ' 

Gero- 

1 

,concretl 
na- b 

o -cift 
astaría 1 

méricamente pc 
110 para incitar ; 

d) La regulación legal del procesamiento y a e  ia pri- 
sión suscita cuestiones que respectivamente plantean los Fis- 
cales de Las Palmas y de Bilbao. El primero señala la ano* 
-malía a que puede dar lugar el supuesto en que el Tribunal 
sentenciador ordene al instructor que decrete el prosesa- 
miento de los presuntos responsables, porque en ese even- 
-to, ni al Juez es lícito resistir el mandato, ni ante la posibi- 



lidad de que se ejercite subsidiariamente el recurso de ape- 
lación puede la Sala volver de su acuerdo; cuestión que pa- 

rece nimia, pero que de hecho priva al sujeto pasivo del 
procesamiento de los recursos que, con generalidad que n o  

admite distingos, vienen establecidos por el art. 384 de la 

Ley de Enjuiciamiento criminal. Sin embargo, estimamos. 
que, dada la letra y aun el espíritu de la norma, no hay me- 

dio de evitar ese inconveniente, que también puede ofre- 

cerse cuando, atribuído al Tribunal Supremo el conoci- 
miento de la causa, no sea posible otra solución que la de- 

ejercitar contra sus acuerdos en ese punto un recurso de sú- 
plica, sin posible apelación ante otro Tribunal superior o 

de distinta composición. Y por lo que atañe a la prisión 

preventiva, la Fiscalía de Bilbao reclama para los instruc. 

tores la facultad, sólo regida por su discreto arbitrio, de acor. 

daf la prisión sin fianza huyendo del excesivo casuismo le- 

gal; sugestión ésta que no nos parece exorbitante a condi- 
ción de que los instructores al usar de estas discrecionales 

facultades tengan presente que la detención y prisión pro-. 

visionales no son determinaciones que deben adoptarse por 
ejempkzridad (para eso está la pena), ni mucho menos me. 

didas impuestas con el solo fin de dar satisfacción a vagos 

sentimientos de justicia de la comunidad, sino que respon- 
den exclusivamente a exigencias de aseguramiento sólo jus- 

tificadas cuando las circunstancias concurrentes hagan pre-. 

sumir con fundamento que el reo tratará de sustraerse a la 

acción de la justicia. 

e) Una vez más los fiscales vuelven sobre el tema d e  

la rebeldía para echar de menos una regulación que, de- 
acuerdo con lo que se practica hace mucho tiempo fuera d e  
las fronteras nacionales, evite las paralizaciones usuales e. 

interrumpa el curso del proceso. En esta ocasión es el Fiscal' 



granadino quien de nuevo plantea el problema, cuya solu- 
.ción estimamos que sería un evidente progreso frente a la 
arcaica regulación de la Ley en vigor que recuerda en no 
pequeña parte las soluciones (?) del derecho intermedio. 

f) U n  reparo ofrece al Fiscal de Zamora el estudio del 
artículo 655 de la Ley de Enjuiciamiento criminal para el 
.caso en que la acusación comprenda distintas penas de pri- 
vación de libertad que, aunque separadamente no rebasen 
el tope legal de los seis años (duración máxima de las penas 
correccionales en el antiguo Código) excedan de ese tiempo 
cuando sean varias y se aprecian en su conjunto. Parece que 
el Fiscal estima que sólo procederá la aplicación de ese ar- 
tículo cuando la pena o penas (si fueren varias) no rebasen 
ese tope: pero en todo caso cree que el precepto debe reto- 
.carse para evitar las dudas, aprovechando la coyuntura para 
que se asegure con medios eficaces la unanimidad de pare. 
ceres del procesado y de su Letrado defensor. 

g) Al Fiscal de Gerona no le parece acertada la su- 
presión del recurso de casación por infracción de ley contra 
las sentencias recaídas en juicio de faltas: y ello porque, 
salvando la loable intención inspiradora de la reforma, sigue 
siendo necesaria una doctrina rectora de la conducta de los 
Jueces que, faltos de ella, interpretan de modo diverso y con- 
tradictorio a veces las normas de derecho material aplicad 
bles. Muchas veces hemos pensado en la utilidad de esa re- 
forma, que no creemos aliviaría con exceso la carga de la 
Sala 2.' del Tribunal, dejando en cambio fuera de su censu. 
ra algunos casos de trascendencia extraordinaria cuando por 

l a  vía indirecta del juicio de faltas tratan de resolverse, con 
vistas.al futuro, arduos problemas de propiedad o posesión. 

Pero honradamente creemos que no ha transcurrido to- 
&vía el tiempo suficiente para comprender si sería útil y, 



sobre todo, si sería necesaria una vuelta al antiguo sistema 

o, como propone el Fiscal de Gerona, la articulación de un 

recurso supremo articulado y dispuesto de modo que sólo 
sirviese para velar por la pureza de la doctrina, sin trascen- 

dencia en el fallo dictado por los Juzgados inferiores, que 
debía ser ejecutado en sus términos, ni más ni menos que 

como se hace cuando a falta de un recurso rewisorio supre-. 

mo está autorizado el que, atendiendo a sus fines, se deno- 
mina en interés de la Ley. 

He cumplido, Excelentísimo Señor, un deber estatutario;. 

y a lo largo y a lo ancho de las cuartillas en que se conden- 
só mi pensamiento, queda resumida en todos sus aspectos. 

una labor, la de los Tribunales de Justicia, y señalado, siem- 

pre objetivamente, cuánto importa conocerla, más que a tra- 

vés de sus estadísticas, a la luz de realidades que todos co- 

nocemos y que el Fiscal supremo tiene más que el derecho 

el ineludible deber de exponer al Gobierno de la nación. 
Sólo así puede tenerse cabal idea de sus puntos nez~rálgicos, 

porque sólo es posible el tratamiento cuando, en lo huma- 

no, se está seguro del diagnóstico: y para la exacta formu- 

lación de éste puede ser un instrumento inapreciable el co- 

nocimiento de una realidad que fluye del estudio de las 

Memorias fiscales apreciadas, más que en su singularidad, 

en su conjunto, es decir, contemplando un extenso pano- 

rama que no al modesto vocero, sino a quienes tienen la 

responsabilidad de la iniciativa y del mando toca apreciar, 

sacando de esas enseñanzas todas las consecuencias útiles. 

Con razón sobrada nuestro Fiscal de Avila recuerda al per- 

geñar su Memoria aquellos artículos del Código de Comer.- " 



cio que obligan al piloto a registrar diariamente las distan- 
cias, los rumbos navegados, la variación de la aguja, la di- 
rección y fuerza del viento, el estado de la atmósfera y del 
mar, la longitud y la latitud, el número de luces encendi- 
das, la presión del vapor, las revoluciones y los acaecimien- 
tos. Ese y no otro es el objeto de estos trabajos fiscales que 
en mi sentir rinden positiva utilidad aunque el eventual 
conductor de la nave no esté en este caso a la altura de su 
misión. Pero en Dios y en mi ánima aseguro que si lo es- 
tuvieron los que me facilitaron las que llamaríamos prime*- 
ras materias en sus enjundiosas y perfiladas aportaciones, 
pese a los casos Contadísimos en que algunos de mis colabo-. 
radores realizaron con desgana evidente esta tarea que tan- 
to puede contribuir a la pública proclamación de la verdad 
de nuestra administración de justicia, frente a los que tor- 
pemente la desconocen o la adulteran. 

Ahí queda estampada para conocimiento del Poder pú- 
blico, tanto como para adoctrinamiento general, sin que ja- 
más se aventure un juicio temerario ni se oculte una ver- 
dad, por desconsoladora que parezca su pública revelación; 
también sin omitir, porque es de estricta justicia el elogio5 
de sus realizaciones, como medio de purificar el ambiente 
de incomprensión que suele rodear nuestras tareas. A los 
que, como al autor de esta Memoria, están ya por muchas 
y poderosas razones más allá del bien y del mal, quedará 
siempre el consuelo de haber contribuido desde su puesto 
de mando que es contingente, pese a su duración eventual, 
la íntima satisfacción de haber regido una Corporación de 
hombres competentes y honrados, y haber sentido tantas 

veces la noble emulación de parecerse a sus compañeros po- 
niendo a su servicio, sin pedir nada en cambio, lo mejor de sí. 



Extracto de las Memorias de los Fiscales 

pprovinciaIes de lo contencioso-administrativo 

Año 1954- 1955 



Dice el Fiscal que ninguno de los asuntos despachados du- 
rante el año iiierece particular niención. La estadística que 
presenta es muy detallada, por la que se deduce que lia habido 
una gran niayoría de recursos referentes a personal. De los 16 
despachados en 1964, nueve, esto es, la mitad niás uno, se re- 
fieren a personal. Había en 1." de enero de 1954 once escritos 
pendientes. Ingresaron 13 nuevos, y de los 24 dichos quedaron 
en 1." de enero de 1955 ocho asuntos pendientes. De los 16 asun- 
tos despachados sólo dm resoluciones han sido totalnien 
trarias a la Admiiiistración, 

Alhacete 

La provincia de Albacete se distingue por los pocos recur- 
sos contencioso-administrativos que en ella se interponen. Sólv 
había nueve recursos pendientes al corrienzar el año 1954. Du- 
rante todo este año 9610 se interpusieron cinco recursos. De 
esos 14 traniitados durante el año se resolvieron 10 y qiiedaron, 
por tar ro pend. 3nrr ientes en enero de ito, cuat 

Alicante 

Ingresados en 1954 fueron 28 recursos, contra 30 en 1953, 
y despachaclos en 1954 fueron 29, contra 27 en 1953, acusándose 
así una normalidad de actividad procesal. Habiendo quedad* 
pendientes en 1953 pleitos 47, y habiendo ingresado en 1954 
pleitos 28, o sea en total 75, y despachados -29, en 1954 han 
quedado pendientes al finalizar este año, 46. 



Hace observar el Fiscal eii su IIenioria que no ha tenido 
r.oiifinnacicíii el augurio, lieclio en la del año anterior, de qnc 
liabría cle au~neiltar el níiiiicro de asiintos corno consecricncia 
cle la puesta en vigor de las nuevas esacciones provinciales es- 
tablecidas por la Ley de 3 de dicieiribre cle 1933, si bien es ver- 
dad que liasta casi a filiales del año 1954 no ha co~nenzaclo 
su aplicación prhctica. 

Había 38 asuntos pendientes en el 'I'ribiinal provincial de lo 
Contencioso-administrativo de Almería al terininar el año 1953 ; 
se incoaron 17 diuante el año 1054, y se terminaron durante 
este 19 por sentencia y uno por auto 

Recursos promoviclos 21, sieiiclo la mayoría contra acnerdos 
~nunicipales; de los recursos presentados Iian sirlo fallaclos 11. 

Badajoz 

La Menioria del Fiscal se liniita U los datos estadísticos. 
Comprenden ectos datos el lapso de tieinpo coiiiprendido entre 
.el 15 de julio de 1954 y el 15 de julio cle 1955. En la primera 
de las fechas liabía 37 pleito5 pendientcs; se incoaron hasta el 
15 de julio de 1935 otros 51 pleitos nuevos; diirante el citado 
lapso cle tieinpo se celebraron 21 vistas y otros 12 pleitos ca- 
ducaron o fueron de\isticlos. De los S9 pleitos diclios (37 pen- 
dientes y 52 nuevos), cleducidos los 33 tcr~ninados (21 vistos 
y 12 caclucados o clesistidoc) , queclan peiiclientes el 15 de ju- 
lio de 1055, 56. 

Bar 

El Fiscal de Barccivlia iiiiiauz cii n u  >uaerencia, lieclia a 
Nemorias anteriores, a propósito de la conveniencia de que : 
dicten disl~osiciones aclaratorias de la antinomia que existe e 



tre los art\. 387 y 389 de la lcy de R6siiiieii local y los 26 y 66 
del nuevo testo refiindi<lo de R de fclrcro de 195 

In~resaron durante d año 19.74, 141 pieitos. 
Ce <les~>acliaron duantc el año 171. 
Quedaban pendiente\, al einpezar el año 1%4, tres pleitos, 

con lo ciial Iiatl qiiedado despachado4 toclos. 

Llania la atención el Fiscal de Burgos s o l ~ e  la frecuente 
infracción ante el Triliiinal de la jiiridicción del contenido del 
artículo 235 del Re,qlainento, qiie prohibe actuar como Letra- . 

dos ante el Tribiinal de lo Coiitencioso a los fiiilcioiiarios de 
la Adnlini~tración. Diclia prohibici6n aparece reitcracla en el 
artíciilo l.", noniia 4." de la Ley de 12 de rnayo de 1955; pero 
el Fiscal se lamenta de la ausencia de inedios procesales en 

o para cunipliniiento de la prohibición alu- 
~igiere p i ~,osibiliclad cle ima ii~oclilicaciOri en las 

di4posiciones vigentes, incorporando cotiio excepción legal el 
artíciilo 44 clel testo refundido cle S de febrero de 1959, la 
circuii\tancia dc ser fiincionario público el Letrado de la parte 

urgir el 
or eso la 

lada. 
lía en 3 1 de clic . - --. 

ienihre de 1952, 5:1 pleitos pendientes. 
ingresaron en el ano ~!!.i4 otros 13. Se teri!iinaron diirante dicho 
aiio 51, v quedaron, por tanto, pendientes en 1.' de enero. 
de 195.1, 1.5 pleitos. 

Cáceres 

Pendientes d d  año anterior, 11. Incoados en 1954 fueron 17; 
en total 28, de los ciiales fiieron despacllados favorableniente 12, 
y desfarorahlcinente cinco ; han qiiedado pendientes ocho. 

Aciisa el Fiscal de Cádiz iin aumento en el niiinero de re- 
ClUSOS. 

Se interpusieron diiraiite el año 1954, 43 recursos. De ellos 



fueron res~ieltos 20 y quedaron pendientes 23. Ningiitio de 
estos recursos fué interpuesto por el Fiscal. De los 20 resuel- 
tos, 14 han sido estimados por el Tribunal. Sin embargo, a 
jtiicio del Fiscal, no dehe interpretarse esto como iiianifestaci6ii 
de discrepailcia entre la Fiscalía y el Tribunal, pues cle esos 14 

recursos siete correspondieron a impugiiacióii de acuerdos mn- 
nicipales, cuya defensa corri6 a cargo de las propias Corpo- 
raciones, y los otros siete corresponclen sustancialmente a dos 

únicas litis, ya que se referían a iinpiiestos idénticos y liqui- 
daciones fiscales cle la m i m a  naturale 

Castellón de la Plana 

=alía, pl 
n local 4 

Ciudad Real 

, pues r 
-a qiic 

. :L. 

Se acusa iiiia sensible disi~~iiiuciói~ en el niiinero de recur- 
sos incoados en esta provincia iientras en el añ< : 

iiicoaron 38, en el año de 1954 la Memoria se c 
qiiecló reducida la cifra de los s ~ i ~ i r u d o s  a 16. E n  10 de ellos 

sostnvo la Fi! 3r haber compar L 

l a  Corporació deinandada ; en 
d rente desistió del recurso; otro fué declarado de oficio cadu- 
cado, al no foniializar en tiempo su demanda la parte actora; 
y, por últinio, los tre.. restantes se Iiallaban en trámite al tiern- 
po de redactarse la Memoria. 

, tiempo 
'S, la pa 

y form: 
rte recu. 

Después de indicar que no se planteó en los pleitos trami- 
tados cuestión alguna digna de mencionarse, el Fiscal se con- 
creta a exponer una mera referencia estadística. De ella se deduce 
que de los 72 recursos contencioso-adtiiinistrativos -54 pen- 
dientes el 31 de  diciembre de 19% y 18 interpuestos durante el 
año 1954 -se terminaron 24 -por auto cilatro y por sentencia 
20-,  continuando, pues, sustanci&ndose, el l." de enero de 1955, 
46 asuntos. 



Córdoba 

Waiiia la atención el Fiscal de Córdoba sobre la enorme pro- 
porción de recursos interpuestos contra los Ayuntamientos en 
materia de personal, principalmente con ocasión de la aproba- 
ción de las plantillas de transici6n. De los 81 recursos inter- 
puestos ante el Tribnnal provincial contencioso-administrativo de 
Córdoba, 43, más del 50 por 100, se refieren a la citada materia. 

Había pendientes, en 31 de diciembre de 1953, 141 recur- 
sos; ingresaron durante el año 1954 los 81 dichos, y quedaron 
.en 31 de diciernbrc de 1954, 72 recursos pendientes. De los 
150 pleitos terminados durante el año, sólo 23 han sido contra- 
dos a la Administración. 

Coruiía 

Disnlinuyeron visiblemente en La Coruña los recursos con- 
tencioso~adiuinistrativos. Habiéndose interpiiecto 168 en el año 
1953, sólo se inter1)usieron 63 en el de 1954. De esos G3 recursos, 
54 afectan a materias de la competencia municipal. 

En 31 de diciembre de 1953 había pendientes 200 recursos, 
y en 31 de diciembre de 1954 quedaron pendientes 156. De 57 
-recursos fallados durante el año 1954, 39 lo fi~eron a favor de  la 
hdministración y 18 en contra. 

Guenca 

Al igual que en años anteriores, ha sido en este de 1954, 
a que la Memoria se refiere, muy reducida la actiiacióri del Tri- 
bunal provincial de lo Contencioso-administrativo en la provin- 
cia de referencia, y ello ha sido debido, a juicio del Fiscal, 
tanto a la acertada gestión de los Organismos pitblicos, en su 
correcta aplicación de los preceptos legales y reglamentarios, 
como a la intensificación que, seg~ín dice, puede observarse en 
Pa peticibn de dictamen preví0 a los Organismos asesores. con 



el consiguiente logro de una mayor f~u~dalileiitaci(,n juríclica 
en los distintos actos adn~inistrativos. 

Ko haii surgido clificultades durante el año en cuesti6ii en 
el descnvolviiniento de la actividad propia de la Fiscalía, ni pro- 
Memas que no encontraran fhcil solución una vez que fueron 
convenienteruente estudiados. 

Gerona 

Los recursos pendientes en 13 de julio de 1954 eran 12, e 
interpuestos hasta la niisnia fecha de 1955 otros doce, de los 
cuales fueron cuatro, cadiicados y desistidos nueve y pendien- 
tes 11; entre los clespachados figuran dos promoviclos por l a  
Fiscalía, por órdenes del IbIiuisterio de Hacienda, contra fa- 
llos de la extinguida Si111ta de Contrabando y Defraudación.. 

Gnanada 

Señala la Fiscalía cle Granada el aiinlento sucesivo de los 
recursos en relación con años anteriores ; la mayor parte contra 
aciierdos de las Corl>oraciones locales, y tramitados con mayor 
garantía y conocin~ieuto clel hecho al ser parte en el procedi- 
miento la Corporación que dictó el acuerdo; se proriimciarofi 
50 demandas, contestándose 36 y vistas, 18. 

Guadalajara 
. .. 

Incoados durante 1934 sólo tres recursos, y traniit6ndose 
en dicho período cinco, terminados tres y penclientes dos. 

Recursos proniovidos en 19.54 fuero11 42, si'n que en fin de 
año quede pendiente de despacho pIeito aIguno. 



Dura 
-. . . . . .. . . . - 

iite el afio 1954 fi~eroli icstos 2': IS, en. 
SU iiiuyuría contra acuerdos iiiunicipales, y dos p~uii ii~viuos p o r  
el Fiscal contra resoliiciones de la Adiiiinistración de Propiecla- 
des de la Delegación de Hacienda, declaradas lciivas por or- 
deii iiiinisterial. 

T'ales reciirsos, menos iino, han siclo teriilinados por sen- 
tehcijs finnes, de las citales 15 fueron desestiniatorias: 

Huesca 

Se aciisa iiiia disiiiiiliicióri cle asuntos con relacihn a los años 
anteriores, circunst.dncia demostrativa de que la- actuación de 
la Adiiiinistración se desarrolla dentro de los tníiiiites de la 
ley. Eii 1954 sólo se interpusieron ciiatro reciirsos: tres con- 
tra rer~llticioiies del Trilwnal pi-ovincial econóiiiico-adininis- 
trativo y iino contra acuerclo de la Diputaci6n. Y coino e n  
31 de dicieinhre de 1953 quedaron pendientes dos, fiieron seis,. 
en total, los qiie se traiiiitaron diirante el períoclo de tiempo 
qiie.aharca la Meiiioria. De ellos se tenniliaron ciiatro : por ca- 
ducidad y desistimiento, dos, y por sentencia, otros dos, siendo. 
ln primera confiriilatoria y la se.g-unda ~evocatoria del aciierclo 
inipiignado. Por coilsigiiiente, el l." de enero de 1955 eran clos. 
los pleitos que aiin no habían sido iiltimados. .. . , 

Pleit 

Las Pa. 

os pendientes de 15 de julio d~ -.,..., ..,, - ... coados 
Iiasta igual fecha de 1055, 18; en total 94, de los cuales 43 ter- 
minados por sentencia; cadiicados y desistidos, 16; contesta- 
dos nor Fiscales, 33. 

Ingresados en 1954 fueron 26; de los sentenciados, entre los 
innresados y tres pendientes de años anteriores, lo fiieron €61~ 



sentencia favorable seis y adversa tres; sin que las ciiestioiies 
p~omovic~as afecten especialmente a intereses cle la Adminis- 
~ttación. 

León 

Los pleitos eii trámite en l." dc enero de 1954 eran 18 e in- 
-gresados hasta fin de dicho año, 26; en total, 44, de los cuales 
~qiieclaron seiite~iciados %, resueltos por auto cuatro y peiidieii- 
t e s  11. 

Se hace presente por la Fiscalía haber sido normal la tra- 
-1nitaci61i de los recursos, sin nada especial que destacar. Ex- 
pone hallarse en traiiiitación durante 1954, como pendientes de 
años anteriores, 10, y nuevamente ingresados. 10, habiéndose 
terminado 1% v peiiclientes ocho ; de los pendientes de despa- 
cho, cineo lo están de resoliición del Tribtinal Suprenio, de 
l949 el inás anti,mio y de 1951 el mbs recieut 

Logroño 

La Metnoria del Fiscal del Tribunal contencioso-adniinis- 
t rat iro de Logroño es extensísima. Se debe principalmente esta 
extensión al miniicioco relato de las incidencias de un pleito 
,seguido por los Sres. Cenzano, que interpusieron Tina deman- 
d a  ante el Tribiinal económico-adininistrativo contra liquida- 
ción por tarifa T I  de Utilidades, girada por la Administración 
en \-irtiid de ficha expedida por la Abogacía del Estado, en vis- 
ta de iina cscntiira de préstamo supergarantizado con hipo- 
teca. El Trihiinal económico dicho desestimó la reclamación. 
Pero los Sres. Cenzano interpusieron el recurso contencioso- 
.adniinictrativos, v el Trihiinal contencioso estimó el recurso, 



condenando a la Administraciún. Iiiter~~iiso el Fiscal de Lo- 
.zroño, previaiiiente aiitorizado por el Ministerio, el recurso 
extraordinario de revisi611 que autorizan los artículos 13, 21 
p 77 de la Ley, y el Tribunal Supremo ha revocado la doc- 
trina del Tribunal provincial y ha restablecido la tesis de la 
,%drninistración. 

En todos loi asuntos, salvo en uno, en que el Piscal lia in- 
tervenido, se lia dictado sentencia cle coufon~lidacl con sus pre- 
Rensiones. 

En lugar de tina estaclística concisa, el Fiscal de togroño 
adjunta una relación nominal y detallada de cada uno de los 
pleitos pendientes en 1." de enero de 1954, los ingresados en 
ese año y los ingrcsaclos en 1955 hasta la fecha de la Memoria. 
Se deduce de esa relacibn, que cluraiite el año 1954 se han ter- 
giiinado 21 pleitos y quedan sólo tres eii tramitaciún. 

El  Piscal de Lugo dice que se observa un notable aumento 
d e  pleitos ingresados y, por !o tanto de despachados. La in- 
mensa mayoría frieron interpuestos contra acuerdos de la Di- 
putación y los Ajantalnientos en.materia de Régimen local. 
Llaina la atención sobre el extremo de que es rarísima la im- 
posición de costas. 

Desde el 15 de julio de 1954 al 15 de julio de 1955 ingre- 
saron 74 pleitos. Se  despacharon en ese tiempo 68, y quedaron 
pendientes en 15 de julio de 1955, seis. 

Madrid 

Dice el Fiscal en su Memoria que la mayoría de los recur- 
sos tramitados durante el año 1954 se refieren a exacciones 
mnnicipales, especialmente sobre arbitrios y plusvalía. Tam- 
%ién han sido varios los recursos sobre declaración de ruina 
d e  los ediiicios. Llaina la ateiición el Fiscal sobre los miichm 



recursos entablaclos contra el A~.iintaiiiiento 1)or cleiiegación tlk- 
.licencias cle apertura de establecimientos. El Tribunal pr~vin-  
cid ronteiicioso-adiriinistrativo de nladricl ha adoptado en cstos 
recursos el cntcrio de no confirmar la denegación de apertura. 
niás que cuaiido se funden en iiiotivos de liigieiie o sanidad. 

Contra la Adininistración proviilcial se han despacliado rnny 
~iocos recursos. 

En 1." de enero dc 1954 sólo Iiabía tres recursos penclien- 
tes ; entraron durante el año -355, y de esos 248 reciirsos (los 
tres pendientes y los 2.55 entracloi) se han despachado 253, de- 
suerte que cn 31 de dicienibre del citado año 1954 sólo queda-- 
han pendientes cinco recursos. Durante el año 19;54 se Iian de- 
lel>rado 155 T ' 

El Fiscal dice que la iiiayoría de los plcitos traiiiitaclos ver- 
saron sol~re asuntos ordinarios entre las Corporaciones locales 
jT la Adniinistracióri. En 15 de julio de 1904 liabía 54 pleitos 
en trainitación. Hasta el 15 de julio de 1955 entraron otros 62 
pleitos, haciendo un total de 116. Se teriiiinaron cn cse lapso 
dc tieiiipo 45, y quedaron, por'tanto, penclieiites el 15 de jti- 
lio de 1955 otros 71 pleitos. 

cia 

Asuntos ingresados en 1954 tan sólo 225 recursos, si.guien- 
(lo, por tanto, el ritmo de años 'anteriores, siendo la mayoría. 
relativos a inatena iiiunicipal ; con los ocho pendientes de 19531 
resultaron en trámite 33, quedando terniinados 15 en 31 de di- 
ciembre de 1954 y pendientes 18. 

ise 

En .el tiempo que comprende la Memoria se interpusieron- 
23 recursos, de los cuales fueron ultinlados 14, siendo confor-- 
mes las sentencias dictaclas con las pretensiones mantenidas por- 



.el Fiscal. Qiiedaron, pues, pendie~ites nueve.. No surgi6 ~ii~igiin 
problema que 1ilereeca destacar*, y concl~iye manifestando el 
Fiscal que con~úiiriiente tiene qne asumir la defensa de las Cor- 
poraciones deniancladas por no ejercitarla éstas directaiiieiite, 
1 7  que la confriiiación de los acuerdos recurriclos se debe no 
tanto a la justicia cle los inismos conio a las excepciories que 
,l~asaron inadvertidas al foniiiilar la reclamacióri en la vla con- 
tencioso-administrativa. 

Oviedo 

ecursos durante cl año, de los cuales 
28 lo eran cle pl,.., ,.,.,.;clicción, dos de anulación, 19 contra la 
-%dniiiiictración Central y tres contra la Administracidn Pro- 
vincial, terininkndose 19 por sentencia finiie y por auto 2.5, 
ahsteniCndose en cuatro cl Fiscal ; se hace presente por la Fis- 
calía que el mayor porcentaje de recursos es contra acuerclos 
ninnicipales. 

Palencia 

n de ac 
s dos cc 

do favor 

iuerdo a 
intra res 

Unicarnente entraron eii la Fiscalía durante el año 1954, 
para cuiiiplir el tráinite de contestación a la deniancla, tres re- 
gcnrsoc contencioso-adiniriistrativos : uno sobre suspensión de 

por una Corporación local y 
S del Tribunal provincial eco- 

,Y...LL,-adininistrativo, referentes a irnpuesto de consu~no y 
lnio y arbitrio sobre incremento de valor de los terrenos. Pen- 
clientes de la anualidad anterior, ocho recursos; fiieron, pues, 
once los sustanciados, de los cuales han sido sólo tres resueltos 
en senti able a la Adniinistración. 

de Mallc 

';c,.nl 7.7, Sugiere el F..,,,, ,,.aviilcial la conveniencia LLc UILa Circu- 
lar  para unificar criterios en los casos en que los Fiscales pro- 
vinciales intervienen coino c comisarios cle la ley o defensores 
en los juicios que versen sobre materia administrativa local. 



En 1." de enero de 1954 existían 21 jiiicios l)eridientcs; in- 
gresaron diirante -el año otros 29, y de ese total de 50 se ter-. 
minaron 26, y quedan otros 25. 

Pamplona 

Con la advertencia de que en la sustanciación de los asun-. 
tos no surgió ninguna dificultad, el Fiscal se limita a exponer. 
una relación detallada de los 37 recursos conteiicioso-administra- 

. tivos iiiterpuestos durante el año 1954, todos ellos contra aciíer-- 
dos de la Diputación, excepto uno contra resoliición del Tri- 
bunal provincial econóinico-administrativo. Dos fueron acu- 
miilados, y de los 35 pleitos.21 se encuentran en trámite y los 
restantes terminaron : uno por caducidad, otro por aclinitirse- 
la excepción de incoinparecencia de jiirisdicción, dos por de- 
si~tirniento, seis por sentencia rechazando las peticiones dedil-. 
cidas y cuatro tanihién por sentencia revocatoria de las deter-. 
minaciones administrativas impugnadas. 

Pontevedra 

Destaca el mayor núinero de recursos contencioso-adminis-. 
trativos, pues en 1954 ingresaron 64, que con 195 ingresados 
en 1955 hacen un total de 259 pleitos; fueron terminados 55' 
pleitos; la mayor parte de los recursos promovidos lo fueron- 
contra acuerdos niunicipales y s61o 11 contra acuerdos de oii- 
cinas del Estado, notándose baja en el níiinero de estos iilti- 
mos, demostrativo de la niayor competencia y escrupulocidacl' 
<le las oficinas estatales. De los fallos dictados en 1964 en los 
53 pleitos terininados, 34 los fueron con resolución favorable ; 
siendo de notar que en todos los pleitos referentes a cuestiones 
municipales se personaron las entidades demandadas, actiíandoa 
el Fiscal de Comisario de la ley. 



Salamanea 

De los 41 recursos contencioso-aditiiiiistrativo: , for- 
rnularoii durante el año de 1954 ante el Tribur:,, ,,.,,,nciaF 
de Salamanca se despacharon 37. ,Se ha dictado sentencia en 
cuatro y se han declarado caducados de oficio cinco, guedanclo 
en trainitaciiin 32, de los que en cuatro no se había conferida 
afin traslado a Fiscalía, para contestar la deinanda, al tiempo 
de radactar la hZeinoria. No tenía a la cazón dicha depenael:- 
cia pleito alguno pendiente de despacho ni del año e n  cues- 
tión, ni de 10s anteriores. Salvo contacIos casos de muy escasz 
importancia, las sentencias dictadas por el Tribunal provincia7 
durante el año de 1954 han sido en un todo confonnes con la- 
petición de Fiscaüa, por lo que no ha Iiahido necesidad de for- 
mular iiingfin recurso de apelación. 

Santa Cruz de Tenerife 

Quedan cinco recursos pendientes en l." de enero de 1954,- 
c ingresados en ese aiío 26; en total 31, de los cuales fueron. 
resueltos 21, y de éstos en 17 fué confinilatoria la sentencia, 
quedando pendientes 10 recursos. 

Santand 

nte el año 1934 la actiiacióil del Tribunal contencioso-- 
aaminisrrativo se desarrolló normalmente, sin que surgieran 
cuestiones dignas de destacarse. Se iniciaron 28 recursos, de- 
los cuales 14 se interpusieron contra resolncioiies del Trihunaf- 
contencioso-administrativo provincial, 12 contra acuerdos de 
Corporaciones niunicipales, uno sobre declaración de lesivi- 
dad del fallo que dictó la Junta Administrativa de Contraban- 
do y Defraudación en expediente instruído por desembarcu- 
clandestino de 944 libra5 de tabaco y otro contra detennina- 
ción adoptada por el Gobernador civil. De las 18 sentencias, 



recaídas -sietc correspondeil a recursos iiicoados en 1953 
jr 11 a los deducidos en 1954-, 13 fueron favorables a la Ad- 
iniriistración estimatorias de las peticiones interesadas 

. por los recui 

ovia 

t1 año di 
ya venia 
*- ,.,-+nl-l 

Sevilla 

Según se expone por el Fiscal de lo conteiicios~ S- 

trativo de este Tribunal provincial, no ha variado sensinlemen- 
te  durante E : 1934 el volumen cle asuntos e: in 
con el que : apreciándose en años anteriore: e- 
CUTSOS se.haU nLraviado, en su gran inayoria, contra a ~ u , ~ u o s  

iiiiiinicipalcs, siendo escasos los interl~uestos para inipugna~ re- 
.sol~iciones de los órganos [le la Adininistración del Estado en 
la esfera provincial. 

Existían pendientes 12 recursos en 31 cle cli~cieml>rc de 1953, 
-c ingresoron otros tantos durante el. aíía 1954. Terminaron 16 
por sentencia y dos por auto, por lo que sólo seis recursos 

-quedaron pendientes en 31 de diciembre cle 1954. 

7 especia 

n relacii 
5 .  Los r 
, m,...n..rl, 

Se ha podido observar dnrante el aíio 1954 un a~irnento cn 
el número de reciirsos contencioso-adininistrativos iniciaclos en 
relación con los que lo fueron cn años anteriores, segíin hace 
notar el Fiscal de lo contencioso-adininistrativo del Tribunal 
provincial dc Sevilla, corresponclienclo tal aumento, por inodo 
principal, a los que tienen por objcto iiilpugnar actos de la 
Administración inunicipal, 1 los qiie en 
a ciiestiones de personal. 

Se alucle en esta Memoria a la consulta fonnulada en rela- 
cií:n con la interposición del recurso extraordinario de apela- 
xjón en dos diferentes asuntos, propugnándose a continuación 
-que, aun ciiando no se rcfiriesc a ini1)iie~tos O contribuciones 
de l  Estaclo, clcbería tener vida este rccurso extraordinario, 



y>iiesto que una doctrina errónea, aunque sólo afectase a cues- 
tiones de tipo procesal, atendido el carácter cle derecho público 

d e  tal ordenamiento, podría estiiuarse perturbadora y grave- 
meiite claííosa ta~nbién. 

Se invoca asimismo la conveniencia de que fueran elevadas 
las cifras en que sc s a d ú a n  las costas correspondientes a la 
defensa de la Adn~inistración en el segundo párrafo del artícu- 
l o  101 del testo refunrlido de la ley de la Jurisclicción. 

El Fiscal eilumera cada uno de los recursos especificando 
su tramitación, que fué norinal. Durante el transcurso del tiein- 
po que coinprende la Memoria se interpusieron 24, todos ellos 
contra acuerdos cle Ayuntamientos, excepto dos que impiig- 
naron resoluciones del Tribunal económico-administrativo pro- 
vincial. Varios fueron acumulados por concurrir las circunstan- 
cias legales, y en uno se abstuvo el Fiscal de intervenir ante 
lo que prescriben los artículos 24 y 26 de la ley de Régimen 
local, pues la reclamante era un entidad menor. Unos y otros 
fueron s :1 mismo año 1954 con el resultado si- 
guiente ocó el acuerdo combatido, en tres se 
desestinlalvii ,,,LLL,,aiones formuladas y en los restantes no 
se abordó el fondo del asunto planteado, por prosperar las ex- 
cepciones que alegó el Fiscal de defecto legal en el nlodo de 
proponer la demanda o de incompetencia de jnrisdicción. DOS 
d e  las sentencias han sido apeladas. 

dos en t 

S se rev 

Tarragona 

Según el Fiscal de Tarragona, se advierte en aquella pro- 
vincia un aumento lento, pero progresivo, de reclainaciones ante 
e1 Tribunal provincial. E n  el año anterior (1953) se interpusie- 
ron 27 recursos. En el fenecido 1954 se han interpuesto 35. 
D e  esos 38, 23 lo fueron contra resoluciones del Tribunal eco- 
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nóiiiico-adiniiiistrativo, 11 contra acuerdos tituni.cipales, uiio. 
contra acuerdo clc la Deleaación y los cIeni6s contra acuerdos. 
de la Aclininistracióii de Rentas ~Ctblicas. Dc esos 38 recursos 
qucdaron penclieittes seis, y de los restantes 32 sólo niieve se 
Iian fallado en contra de la Aclininistración. 

Teruel 

E1 Fi.;cal dc Teruel presenta itna i\Zeitioria detallando cada 
iiiio cle los asuntos sustanciados diirante el año 1954, con ex- 
presión del nombre del actor, acuerdo recurrido, sentencia re- 
caída y situación en que se hallan. 

No precisa cuáittos recursos había pcndientes al einperar 
el afio iii c~rríntos quedaron al tcrininar. 

S610 se dediice por La citada relación que durante el año 1954 
Fe Iian siistaiiciado 13 recursos. 

1 

Los recursos pendientes en 31 de diciembre de 1953 eran 40. 
e ingresados en 19.54, 14 ; cn totalidad 54, de los cuales han 
quedado conclusos 46, en trámite normal de procedimiento ; 
contra acuerdos del Tribunal econótnico-administrativo han co- 
rrespondido 37 pleitos. 

Valencia 

Han ingresado clnrante el año 1954, en el Trihunal provin- 
cial de dicha capital, 113 recursos coiitei~cioso-adiniitistrativos. 
Se terminaron durante i,qual período de tietnpo : .56 por sen- 
tencia, 15 por auto (incompetencia de jurisdicción, cadiicidab 
de instancia y desistimiento), y se acuinularon S3 recursos. 

Por sil parte, la FiscaHa coiitestó 85 detiiandas, formul6 
niieve escritos de eseepciones j7 se allanó en cuatro recurr;os;. 



evaciió nueve informes por escrito, redactó 10 escritos de prue- 
ba y 28 de trámite. Por último, liubo de asistirse a 63 ' ' 

públicas. 
Luego de indicarse por cl Fiscil dc lo contencioso-ad 

tiativo de Valencia la conveniencia de que se exigiera la forzosa 
asistencia de Letrados eii estos recursos, y de que se suprilnie- 
ra o redujera a muy pocos asuntos la gratuidad procesal, pro- 
pone la extensión a esta jurisdicción de lo dispuesto por el Real 
decreto de 2 de abril de 1924 sobre términos procesales, y s e  
~)ronnncia en favor de la supresión de los actuales Tribunales 
provinciales, que qiiedarían sustitiiíclos por Salas especiales en las' 
Audiencias territoriales, para lograr así una riiayor uniforniidad 
cle cloctriiia -1n;'is necesaria descle la ampliación de coinpe- 
tencia llevacla a cabo por la Ley de 30 de 1nari.o clel pasado- 
y una conveniente especialización en los cornponentes del ' 53-  
hunal. 

Sumaclos los 46 recursos pendientes al comenzar el año 
1054 a los que se interpusieron durante el niisnio, que fue- 
ron 125, Iiacen uii total de 171. Dc esos 125 recursos, dos 
afectaron a la Aclininistración general, 43 a la provincial y 80 
a la iriunicipal. Durante la anualidad indicada se despaclia- 
ron 42, en la fornia si.qiiente : siete por caducidad y desisti- 
iiiiento, 1.3 por sentencia favorable y 20 por sentencia adver- 
sa. En l." de enero de 1955 quedaron, por tanto, pendientes 
129. Advierte el Fiscal que ha continuado el aumento de los 
recursos entablados contra acuerdos del Ayuntamiento de Va- 
Ilaclolicl, coino consecuencia de la adaptación de la Ley de Ré- 
giinen local a las plantillas de funcionarios municipales. Pero 
añade que acusa ya una disii~inución esa cifra excepcional, por 
lo que es de presiiinir que, no tardando, el número de asunto4 
quede reducido al noniial. 



El Fiscal cle Vizcaya aciisa el atiineiito de recursos en su 
liroviiiria, clebido ]-)rincil,aIincnte a la aplicaciíin por las Cot- 
poraciones localcs de los preceptos cle índole fiscal, especial- 
niente en las rriaterias referentes a tam de vigilanci:~ e iiiipiiestos 
cedidos por cl Estado, coiiio el de Coiisiiiiios de Iiijo, tarifa 
qiiinta. 

Eii S." cte enero de 1954 IiaI)ía 1:eii~liciites 49 ~ilcitos. 
Se pre5,entaron cliirantc el aiío 1954, 1%. 
Se c1esl)acharon dtiratite el inisiiio, 85.  
Quedar<.ii ~)endiciites eii 31 de diciciii1,rc de 1954 

Fueron interpuestos S8 reciitsos contci~cioso-adiiiiiiistrativos 
ante el Trihiinal ~~roviiicial de Zaiiiora diirante el aíio i9.54, 
de los cuales S1 se ~>roniovieron en iiiigu,qnaciOil de aciierdos 
iiiuni~cipales, en su inayor parte cil el doble aspecto <le rcciir- 
+os de anulación y plena jurisdicción ; niio se entabló por el 
Ayuiitaniiento de Benavente contra rcsoliiciíin dictada llar el 
ilustrísiino señor Delegado de Kacicncla, y los seis rcstaiites tu- 
vieron por objeto impiignar las resoliiciones dictadas por el 
Trihiinal econóiilico-adininistrativo de la provincia sobre ciies- 
tiones relacionadas con iinpiiestos del Estaclo, Qnedaroii falla- 
dos 18 diirante el afio ; en iino se declaró la caducida<l, otro 
fi16 desistido y ocho qiiedaroii pendientes cle resoltición. 

La Piscalía no tiene 1)leito alguno pendiente de clespacho, - evacua todos los traslados en el tieinpo y fnmia reglaiiicnta- 
~iaiiiente prevenidos. 

Zaragoza 

Abarca la hlemoria del Fiscal el plazo cotii1)rendido entrc 
1.5 cle jiilin de 1954 J- 1.3 cle julio de 195.5. Sólo Iial~ía iin pleito 



pclidicnte eii la priincra de esas feclias, y Iiahienclo entrado 
otros .30, se clcspacliaron 37, qiicclatido, por tanto, tres pendien- 
tes en 15 cle julio de 1955. 

De esos 37 1.1lcitos tcrininados 31 l o  liaii sido por seiiteiicia, 
y de esas seiitericias la mitad iiiis una (esto es, Id) han sido 
totalnicntc favorables a la Administracióri. De las otras 15 s610 
11' han sido adversas, pues las cuatro restantes han cid- par- 
cialmente favorables. 





CIRCULAR NUilI. 1 

cofiia d~ 
zado de 
In*  ""A; 

entre ta 
Dios 
-. . 

gan a 11: 
con te ni^ 

e la sen 
ella (qi 

n ,  d"1 A. 

cuando 
I recursc 
n r\..nan 

tencia i 
ie es, cc 
,.*e""",. "< 

la sub% 
> con d~ 
ca+. .-en 

e en esk 
iictadas 

a con qii i Fiscalía se reciben siiuples ca- 
tencias t por las Audiencia? en causas 

en que se preparan recursos ue casacicin en tnateria criminal,. 
nie obli. amar la atención de tcdos los señores Piscales 
sobre el do de los artículos 8% y 874 de la ley de En- 
juiciamiento criiniilal, tal como quedaron redactados por la. 
Ley de 16 de julio de 1949. 

Según dichos DreceDtoc, es inesciicahle aconipañar no una 
mpugiiacla, sino un testinionio aiitori- 
)mo V. E. sabe, cosa distinta), y fa%- 

crea L . V t , ' . Y i  U C - t  t , í L i r , ' V  L O ~ O  sean las partes emplazadas, a 1% 
que deberá añadirse otra, que es preciso conservar en los an- 
tecedentes de esta Fiscalía. 

La omisión de este requisito, inipuesto por un precepto le- 
gal de claro sentido y alcance, nos ohliga frecuentemente a 
ciiniplirlo haciendo agobiantes reclaiiiaciones telegráficas, y nos 
expone, no se hace a tiempo, a forma- 
lizar ur ahilidad formal, que con har- 
ta razói, ,,, en liso de siis faciiltadcs por 
la Salas de justicia, o combatido con éxito por las partes que, 
con el hfinisterio fiscal, han de intervenir en la tramitación del 
recurso. 

Sfrvase, pues, V. E. atenerse a estas instrucciones, cum- 
plirlas puntualmente de aquí en adelante, trasladarlas a los 
señores Fiscales provinciales cle V. E. dependientes y acusar,. 

nto, recibo. 
guarde a V. E 

Madrid, 21 de septiembre de 19M. 

Escinos. ?res Fiscales cle las .4iidiciicias Territoriales de..- 



CIRCULAR NURI. 2 

as que rt 
complet 

:itcrada- 
a anno- 

Vienen Ile~anclo a esta Fiscalía consultas aisladas de las 
Iefaturas territoriales, y aun dc otros Organisriios, relaciona- 
.das con el alcance de las disposiciones contenidas en el Con- 
cordato celcbracio con la Santa Cede por el Gobierno espa- 
Gnl riiie ventiirosaliiente puso ténnino a sitiiaciones que era 

.rio resolver iiiediante iiortiias claras y concretas que fa- 
?n la inter~iretacióii clc los textos y tuviesen el tiecesario 

rerielu en las clisl)osiciones que los Juzgaclos y Tribunales es- 
tán llamados :t aplicar, ateiidido en todo caso cl espíritu del 
.Concordato - el sentido esacto de sus disposiciones. 

Ocul>a un destacado lugar, eiitre los preceptos del trascen- 
dental clociiiiiento, todo cuanto se refiere al matri~nonio, iiia- 

-teria cle los artículos 23 y 24, y de al.gunas cle las disposicio- 
nes qiie integran el ],rotocolo final, entre ellas 1 
nieiite se refieren a la necesidad de lograr iiiia 
nía eiitre las legislaciones civil y canónica. 

Pero en tanto que esas disposiciones complenientariac ven 
l a  luz, es patente la i~ecesiclacl cle procurar que la actuación 
del Ministerio público responda al l~rincipio de iinidacl que es 
una de sus características esenciales, puesto qiie así por impe- 
rio de sii Estahito, conlo por la fuerza cle las disposiciones de 
las leyes procesales y las ordenadoras del Registro civil, es 
..obligada nuestra intervención, que carecería de eficacia y hasta 
-podría ser pertnrbadora si en su conjunto no respondiese a ti11 

-criterio Único para ofrecerlo, llegados tales casos, a la clecisih:, 
;de los Tribunales españoles. 

dtendidas esas consideraciones, Iie creído conveiiiente traz- 
-1aclar a V. E. las instrucciones siguientes: 

l.* Luego que V. E. tenga conocimiento, por razó 
-oficio, de cualquier pleito sobre niilidad o valiclez .de inarr+- 
monio civil de los contraídos bajo el régiiilen de la llamada 
-ley cle Divorcio en relación con las leyes derogatorias de 



1938 y 1939, así coiiio los que se hayan contraído cuando 
m o  o los dos contrayentes no profesan la Religión Católica, se 

-servirá coniunicarlo a esta Fiscalia por el niedio 1nás rápido, cn- 
viándoriie copia literal de las deinandas en que se formulen esas 
pretensiones, sin adoptar posición definida hasta tener dicta- 
nien de esta Fiscalía, que se le comuiiicará por el medio niás 
rápido. 

2: De igual inanera procederá ciiando se solicite de los 
Registros civiles la cancelación de inscripciones relativas a esos 
iiiatrimonios o la suspensión de efectos cle los asientos que en - 
aqiiéllos figurasen. 

3." Para el caso de que al tiempo de recibir esta Circular 
se hubise dictado sentencia en los pleitos civiles a que se re- 
fiere el apartado primero, reclainará y nie remitirá un testimonio 
literal de la misma, p al remitirlo expresará si ganó firmeza 

.o lia sido recurrida y el estaclo en que se lialie, segiin los su- 
piiestos, el recurso de apelaciótl o el de casación que se 1111- 
hiesen interpiiesto. 

Cuanclo hubiese recaído sentencia en dos instancias, recla- 
mará las dictadas en la primera y en la segunda. 

4." Si se trata de expedientes gubernativos de cancelación 
a anotación en el Registro civil, se referirá al estado de di- 
clios expediente y, de nlodo singular, a si la cancelación se 
hizo o no, o si la cuestión se sometió a consulta de la Direc- 
ción General de los Registros y del Notariado, con arreglo al 
artículo 100 del Reglan~eiito para la ejecución de la ley del 
Registro civil, en que debe dictaminarse en casos que, como 
*éstos, parezcan dudosos. 

Con tocto ello podremos contribuir al encaiizaniiento de 
+cuestiones cuya trascendencia no tengo para qué encarecerle, 
e n  tanto que la concordancia completa entre las disposiciones 
civiles y canónicas nos suininistra iin criterio legal definido 

.que sea la base de una iiiterpretación irniforme en todo caso 
deseable, pero que lo es mucho iiiás con referencia al período 
de transición entre las disposiciones de la legislación civil que 
-hoy se aplican y las que se dicten en cupliiiiicnto de lo con- 
eordaclo con la Siipreina Potestad eclesiástica. 



Se servirá V. E. acusar recibo, ctir$ar csla Circiilar a los. 
Fiscales que de V. E. deliendan iiunediataiiiente, tener en  
cuenta para el fiituro lo que en ella se dispone y cumplir de- 
inmlo inmediato cuarito, refirikiidose a las- sentencias dictadas. 
o a los procesos en curso, se dispone en el apartado 3." 

Dios guarde a V. B. nluclios años. 
' 

Madrid, 9 de febrero de 1955. 

Excmos. Sres. Fiscales de las Audie.ncias Territoriales de..-. 



C O N S U L T A S  



Esnio. Sr. : 

Coino coiitiiiuación dc iiii oticio, tcclia 24 de sej~tienihre- 
próxinio anterior, puedo Iioy coiite>tar sil con+i~lta, coincn- 
zando por referirnie a SUS antcceclentes y a la posición siigericla 
por el I Fiscal!; ' por esa 

, ICon teclia 31 de iiiarzo (le 19.53 y vig-elite, lic. --.. 
to, la Ley de 28 de juiiio de 1932, se inscribió eii el Registro- 
civil de ...... el iiiatriiiioiiio civil contraído por ...... ; algún! 
tieiiipo después (30 clc a.yosto dc 1953) se rectificó la iiiscrip- 
cif>n, por ilota iiiargiiial, en ciiaiitg al iioii~hre de la coiitra- 
yente, suhsistienclo, por tanto, !o que en la inscripción i)oclía 
reputarse fiincla~iieiital. 

2.u Con feclia 21 de junio de 1954, el Vicario generol de- 
la Diócesis de ...... dirige al Juez de ~riniera i~istaiicia de ...... 
iina co~iiiiiiicacióii en la qiie le participa : a) Que ha si 
clarado nulo, por auto de 21 cle de junio de 1954, el . r~latr  
civil de los coiitravei~tes por defecto de forina canóiii , - 
que se coiitrajo ite si11 la presencia del Ordinario, o del 
Párroco o del S dehidarneiitc dele,gado. h) En su con- 
seciiericia. se rii,,, ,, ,iicz reqiierido que clé las órclenes opor- 
tnnas a fin de que, al niaraen de la partida reseñada, consigne- 
la declaración de nulidad del matritnonio, sin qiie puedsn ex-- 
tenderse en lo siieesivo copias de la llartida sin licencia ex-presa- 
sa de la Vicaría General, y que se dé menta 
rificado. 

clo cle- 
ín~,oijio 



Posicin'n dcl Fiscal coinnrcnl 

Este invoca, en apoyo de la coiiclusióii a que iiega, el ar- 
;tículo 103 del C6digo civil; la Ley de 12 de marzo de 1938, de- 
rogatoria de la de Afatrinionio civil prolnulgada por la Repii- 
Mica, y las Resoluciones de la D~rección de Registros de 3 de 
mayo de 1946 y 23 de abril de 1949; y estima que el Vicariato 
carece de competencia para annlar la inscripción y para inte- 
resar que se consigne en los libros del Registro civil la nota 
solicitada, y razona así su parecer : 

En la fecha en que se celebró el referido matrimonio estaba 
ten vigor la Ley de 28 de junio cle 1932 y Orden del día 10 
de  febrero del mismo año, que obligaba a los católicos a la 
celebración del matriinonio civil. Ekiste, pues, un acta cuya 
aiiulaciói~ no se ha decretado y que, en todo caso, requeriría 
para serlo la tramitación de LUI juicio cleclarativo cle mayor cuaii- 
tía, que habrá de sustanciar la jurisdicción civil y no la ecle- 
siástica, confonne al art. 103 del Cí>cligo civil vigente; sin que 
pueda olvidarse -allade- que de no existir alguna equivoca- 
ción en el acta no sería posible su anulación. 

Pero es que, además, la misma Ley de 12 de marzo dc 
1938 muestra la imposibilidad de proceder como se solicita, 
porque en su art. 3." sólo cleclara nulos los matrimonios civi- 
les contraídos por personas comprendidas en el núm. 4.", ar- 
tículo 83 del Código civil, referido exclusivamente a los or- 
denados i?z SWCT~S,  o a los religiosos profesos ligados por votos 
solemnes de castidad que no hayan sido dispensados canóni- 
camente. 

m d e  esa. Fiscalía 

Es radic de 
que estima ,, ,,,dcer de éste, porq, L.LL que el su- 
puesto ha de ser enjuiciado, más que desde el punto de vista 
.de la Ley civil, habida cuenta del puiito cle vista moral y de 
conciencia católica (sic.). 



Parte V. E. de la base de cliie los que celehrarotl el rnatri- 
?iianio civil profesaban la Religiún Católica, o, a lo inciios, 
ksta era por confesión de uno de ellos, lo que se revela -aña- 
de- por cl hecho de acudir al Provisurato y Vicaría Genera1 
de . ... . . para obtener una cleclaracií~n acerca de la eficacia clcl 
expresado iiiatriinonio. Si en realidad quisieron casarse -dice 
la consnlta-, debieron hacerlo conforme a la legislación ca- 
tólica (cánones 1.012 y siguientes, cspccialmente cl 1.094), y 
:i no lo hicieron así, Iiay motivo para pensar que obraron tal 
vez pensando en un posible cíivorcio vinctilar, conforme a la 
Ley de "le niarzo de 1932, por lo que, deroaacla &a, no es 
]>asible que en el fuero civil obtengan tal declaración. 

Por otra parte -continúa diciendo su dictamen-, conven- 
*cidos los cónyuges en conciencia de que no celebraban verda- 
clero matri~rionio y no tenienclo voluntad cle celebrarlo entre sí 
al presente, Iian acudido con esta ~ción, tal vez 
para tranquilizar su conciencia C la Autoridad 
eclesiástica de que son súbditos, aunque en el período de la 
República se desentendieran de ella, en busca de ~ción 
que han obtenido y que es ahora la correcta, segi qosi- 
ción transitoria 5." de la Lev de 23 de septielnbre ue won y el 
24 del Concordato vigente santa Sede. 

osa sitns 
ntes, a 

as ta  riscaiia, después de estudiado ei asunto, estima por 
su parte que nuestra posición debe ser ésta : 

solucio 
resigná -...,. - 

iies : o 
indose a 
..-.. -1 

1." Indudablemente, el inatrimoi~io celebrado en el caso 
estaba impuesto a los españoles toclos por una Ley que liería 
profundainente los sentimientos católicos de la mayoría del 
país;  pero en la alternativa, ésta tenía que optar por una de 
estas dos celebrar exclusivamente matrimonio 
canónico, que en el fuero civil no produjese 
efecto algullv, lrwl cL contario, casarse canónicamente para 
satisfacer su coiiciencia, y celebrar matrimonio civil con sepa- 
ración, que es lo que hicieron loc más. Otros -? este parece 

11 



ser el caso- contrajeron iiiatriiiionio civil ... y no se l.)reocii-. 
paron de iiiiis. 

Pero el problema de la validez de esta tiiiióii ha de en-. 
jiiiciarse teniendo en cuenta las leyes l~osteriores a la cleroga- 
ción de la de illatriiiionio civil, así en cuanto a la posibilidad. 
de Iiacerlo como a la Autoridad conipetente para ~roniinc.iar 
la nulidad. Y ese es realmente el fondo de la cuestión que. 
aquí se plantea, s61o lcabida conside.raci6n de la validez del 
asiento registra1 : 

a) Desde el punto de vista del Derecho canónico, existe. 
para los católicos la obligación ineludil~le de celebrar su iiia- 
triinonio coilforiiie n la fonlia cnnónica. No basta, según el ca-- 
non 1.099, con qne hayan apostatado. Acatólicos soii, esclu- 
sivamente, los que no fueron bautizados en la Iglesia, y ese. 
110 es el caso. 

k e csta norina, de i~escusable observancia. 
pare roduzca efectos civiles y tenga trascenden- 
cia registrai, es preciso que se haga lo que toclavía no se lia 
liecho, es decir, concordar la legislación canótiica con la civil, y. 
en el orden del dereclio transitorio, determinar el régimen de 
los inatrimoiiioc civiles contraídos durante la vigencia de la. 
Ley de 1932. De otro rnodo -y en este caso así se coinpriie-- 
ba- se produce un viclrioso conflicto que, en sentir de esta 
Fiscalíaj no puede resolverse por vía interpretativa. Vealnos. 
por qué : 

La Ley de 17 de marzo de 1938, recta~iiente interpretada, 
tuvo una finalidad fundamental : la derogación de la de 1932' 
para el futuro. En ciranto a lo ocurrido antes de esa fecha, 
se liniita a facilitar la inscripción de los inatrimonios celebra- 
<los durante la vigencia de ésta (art. 2.') ; declara nulos no. 
todos, sino algunos de los matrimonios, y con respecto a 
éstos deja a salvo los derechos civiles del cónyu.ye de huena 
fe y de los hijos comunes (art. 3 . O )  y restablece la vigencia de- 
la legislación anterior (disposición transitoria iinica). Por este- 
lado, pues, no hay base para que en vía civil se reconozca 
la nulidad de un niatrimonio civil celebrado bajo la legisla- 
ción repul~licana, porque habiendo cobrado nueva vida la an- 
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terior a la de 1982, en ésta no se contemplaba el caso de un 
matrimonio civil contraído por católicos, con infracción de las 
normas vigentes sobre prueba de la acatolicidad, ni mucho me- 
nos la posibilidad cle su anulación por la jerarquía católica. 

j no han modificado1 
es1 Fiscalía, porque l a  
diy>u>iciuri Lraiiairoiia o.- ue id ~ r e v  ue 1.7 cle septiembre de 
1939 (por ria) tier hligado antecedente 
en la de 1; 139, en L restableció, sin mo- 
dificarla, la legislaciiin anterior, en la cual, como se Iia diclio 
antes, no estaban previstas las consecuencias de un matrimo- 
nio civil contraído por hautizados, con infracción de la Ley 
can611ica; porque la Orden de 10 de marzo de 1941, muy 
confusa por otra parte y fiiente hasta ahora de casi insolubles 
prol~leiiias, sólo mira explicahleniente el porvenir ; y porque 
el del (Con parte del supuesto de que la Auto- 
ric' iiástica i el ámhito de su peculiar compe- 
te~,-.- ... , por lo club ,, ,rgumento que a su amparo se hace 
de stión a I L a discurrir 
la e correr civil hecho 
conrorine a una icgislación que regia en aspana en la fecha de 
la celebración del matrimonio, y 5 otiiinciar su 
nnliclad una Autoridad eclesiástica. 

Por eso el Jllinisterio fiscal no ~JUFUC 111 CLCIJC prejuzgar el 
problema í se plantea, obediente, segiin si1 personal 
sentir, a u iente organización legal que no se ocup6 d e  
él ni en la Ley derogatoria de la del Divorcio, ni en la de 1939, 
y que tarnl~oco puede tener solución por una interpretación gu- 
hernativa y jurispriidencial del Concordato. Sólo modificando 
la viyente legislación en punto a la trascendencia civil del 
impedimento de acatoljcidad y su prueba, con reflejo en la 
validez elel asiento registral, podrá resolverse esa ardua cuec- 
tión con 1: lidad necesaria para que en el futuro no se  
suqciten di >it el presente se clé solución al caso que ha 
dado lugar a la consulta. 

Y la prueba de que esto es así, la facilita el hecho d e  
que i a  cuestión cle fondo viene sielido estudiada por nuestra 

I puede 



doctrina, pero sic~i i f i ie  sobre la bahe de que liara ello cs nccc- 

saria una iiiodificación legislativa, coino liuedc :ipreciarse cii 

los interesantes trabajos que sobre ese teina, en relación con el 

(lesarrollo de las norinas coiicordatorias, ha11 publicai to- 
iiio VII, fasciculo l." del ctAilttario clc Dereclio civil)) liis 
Darbereua, D. Gabriel García Cantero y D. José iblalaoiiaao r'er- 
nái Torco. A la necedad de establecer esta concor- 
clai re la ley canónica y la civil, se refiere tainbiíiil el 
P. liegatilio en el artículo que bajo el título El iiaalriiizo~&io ca- 

n d n ~ c o  en el R c g i s f ~ o  del  Estado, piiblicb en la revista ctEcclc- 
>ia)i (octubre 1953). Tan autorizadas opinones muestran la im- 
posibilidad de resolver tan arduo problerua a través de un caso 

singular y por un procediiiiiento que, por demasiado cspe~it ivo 
y carente de datos esenciales, no parece aceptable. 

2." Mientras tanto hay que estar al art. 103 del Código 

civil vigente, que atribuye a los Tril~tinale.; civiles, escliisira- 
lile ccliiyenteniente, la facultad cle conocer de los plei- 

tos 3ad de los niatriiiionios civiles, y al art. 18 de la ley 

de Xegistro civil, que exige cjecutoi-ia para la4 rectificacioiies 
adicionales a anulación de los asientos. 

E n  este sentido deberá elnitirse el dictamen que el Juz- 
xado correspoudie~~te ha solicitado de la Fiscalía; pero aiia- 

diendo que, por la indudable gravedad y posible trascenden- 
cia del asunto, el Juzgado debe usar de la facultad que le con- 
cede el art. 100 del Reglamento para la aplicación de la ley 
de Registro cii61, abriendo así cauce a una clecisióii general 
adoptada por el Poder público, con los asesora~nientos que es- 
time clel. caso. 

Se servirá V. g. remitirme copia del dictanien que, si- 
guiendo mis instrucciones, enlita y advertirme de la resolución 
del Jnzgado, sirviéndole en lo sucesivo de orientación el  crite- 
rio que le prevengo si se suscitasen casos análogos. 

Y no hay que subrayar que entre tanto que el asunto se 
resuelva por quien pueda hacerlo con plena autoridad, no se 
acordad la anotación solicitacla. Si se insistiese en el reqiie- 



rimiento, se coiitestará con toclo rcspcto y cortesía que el asun- 
to estti sometido a la Superioridad 

Sírvase acusar recibo. 
Dios guarde a V. E. rriuclros a. 

Madrid, 7 de octubre de 1954. 
EXCI~O. Sr. Fiscal de la Audiencia Territorial 1 

111110, Sr. : 
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3 .  

Estn Fi5calia ha examinado con la atencibn necesaria el 
prolilcina que a la de su digno cargo se 1-i en el suma- 
rio iiúiii. Z3 de 1950 del Juzgado de ins de R. ... :.., 
incoado en virtud de denuilcia de don ...... y uo mtra 
d011 ...... 

Presci de la cc unto, 
1: Itiina fase del ini5ino se desarrolla en 
tl 

a) En ei primero, at , hoy denunciante, promueve 
U licto de recobrar la posesión, para obtener judicial- 
n de las aguas de cierta concesión del agua que desde 
Ib, Illdlldlltiale~ de la Jamallosa afluye al pueblo de La Riva, 
Ayuntamiento de Ruesga. En el curso de este interdicto se 
stlscita un conflicto jurisdiccional por el Gobernador, por 
medio clel cual se trata, al parecer, de hacer innocuo el inter- 
clicto, por estiinarse que el asunto e5 de la competencia de 
la Adtninistracióii, y así lo declara el Poder l>úhlico por un 
Decreto de 16 de diciembre de 1943. 

h) En el senundo riioniento, los usuarios de las aguas for- 
lnulan tina demanda que se resuelve en definitiva por la Au- 
diencia territorial de . . . . . . , en sentencia de 9 de novieinbre d e  
1949, en la que se declara que los demandantes ((tienen el 
derecho de posesión, iiso y anroveclianiiento del agua de que han 
venido sirviéndose en sus casas o doinicilios del pueblo d e  
Riva. conducida a los inicmos por una derivacibn o cañería 
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que empalma con la general que suministra al pueblo, sin que 
proceda el pago de tarifa o precio por dicha iitilización, que 
el demandado está obligado respetar, sin que pueda realizar 
acto alguno que lo contraríe; se condena, en consecuencia, a 
tal demandado a que deje a los actores la libre disposición y 
utilización del agua que aproveclian y usan en sus do- 
micilios, así coriio a reponer al ser y estado que antes te- 
nían las caiierias o derivaciones de condncci6n, si se hubie- 
sen alterado o se les hubiese privado del agua repetida, reali- 
zando las obras necesarias a tal fin, costea1 mporte de 
la mitad de eilas. 

S e ~ l i n  el oficio niie V. 1. me remite. el 4 cie arusto cle 1950 

Y m a- 
blec lía 
reto,,,,,,,, ,,, .L,L,,,W. 

c) En el tercer moinento, y en 61 estamos, sea por peti- 
ción del concesionario de las aguas, sea de su propio motivo, 
el Gobernador civil de ......, desentendiénclose de la sen- 
tencia dictada, ordena al Alcalde que se ampare a ( n- 
cesionario 3- que si los usuarios no suscriben los co l e  
suminish-o corte las aguas, ateniénd~ ello a i ri - 
dencia administrativa dictada a n t a  el pleit 0- 

piedad se fallase por la Audiencia d, ...... (1.0 de LLL,,,, J e  
1942) ; y así se hace. 

Entonces los intt 11- 

gar al sumario iiúni. - . 

sentenc 
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Lie, cual< 
De las tres concliisiones a que V. 1. 11c -e 

procedente la indicada en primer lugar porqi le  
sea la legitimidad del acuerdo gubernativo, el denunciado po- 

dría escudarse en él con muchas probabilidades de éxito, y 
tal vez se estimaría jiistificación a efectos penales de falta de 
intención dolosa, mucho rnás habida cnenta de la absolución 
del causante del denunciado eii la sentencia de la Audiencia 
Territorial, que se produjo, no por motivos de fondo, sino por 
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no estar legitiniado pasivan~ente para que contra él se ejercita- 
s e  la deinaiida. Esa Fiscalía, si por una parte adiilite la posi- 
bilidad de proceclcr criniinalmente contra cl denunciado, ad- 
vierte la falta de uiia ~~eticiiiii suya, que podría iilclticir a error 
a la Autoridad que adoptó e1 acuerdo y en la c a pri- 
iiiera solución hace notar los inales que derivark la clc- 
.claración de inculpabiliclad que, aparte de s u p o ~ l ~ ~  La iinpu- 
nidacl de la coacción, podría tener en el futuro un pernicioso 
reflejo en la conducta que nlterioriiientc hubieren .de se,guir los 
particiilares denunciatites. 

A los interesados no quedan, pues, inAs que dos reinedios, 
que  son precicarnente los que V. 1. señala en segundo y tercer lu- 
gar: o dirigirse a la Sala de gobierno de la Territorial para que 
~~roiiiiieva un conflicto jurisdiccional, ti obtener una sentencia 
mediante demanda que se esgrima contra el actual concesio- 
nario. La primera solución es posible, porque si bien, como 
V. 1. sabe, estos conflictos no pueden suscitarse cuando los 
asuntos cstén fallados por sentencia firme o se suscita una 
cuestión previa en trance de ejecución de sentencia (aparta- 
do a) del art. 13 de la Ley de 17 de julio de 1948), esa nor- 
~ i i a  se refiere excliisivaiiiente a los conflictos suscitados por la 

tración. Existe, sin embargo, el peligro cle que al 
1 iiento de ese conflicto piiecla oponerse la norma con- 
i,,.,,., ,n el apartado l." clel art. 14 de dicha Ley. U a ese 
c en la certificación de que nie 
1 lia extendida en- 3 de enero 

dcie IY:)~ por ei <,oaierno civii, se declara firme, por silencio 
; rativo, el acuerd 1 los iistiarios, 
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sr. u c i i i u i r u u  dirigida contra el concesionario (que 
es su tercera solucióii) sea la más eficaz, somos 
nosotros los llamados a discernir stis ve :nien- 
tes. Mas en ese sumario lo íiuico de que piiecie tratarse, desde 
el punto de vista del Ministerio pfiblico, es si el señor ...... 
es reo de un delito de coaccibn. No puede serlo porque obr6 

, pero 
ritajas e 



ainparado por una decisión adi;:aistrativa que deriv6 una res- 
lionsabilidad clifícil cle concretar en la persona que la adoptb, 
AIuclio menos puede ser reo clc de-;obecliencia sin existir 
intiiiiación por parte de la Autoridad judicial. Si 6:ta la 1111- 
biese adoptado a requeriiniento de los denunciantes, eilo 110- 
dría influir y tener eficacia en un proceso iilterior ; y sería 
entonces cuando el proce.sado por desobediencia podría esgri- 
niir, conio argumento de defensa y desde luego sin eiicacia,. 

el acuerdo adniinistrativo o promoverse nn conflicto que todo 
lo dejase aclaraclo. 'lo parece vero~íriiil, sin eiiibargo, que comw 
consecitencia de la ejecución de la sentencia, el Juez se cleci- 
diese ahora a ordenar al sucesor del concesionario, absuelto cir 
el pleito, que repusiese las coias al estado que tenían cuanda 
la sentencia se ejecutó. Si lo hiciese, estaría allanado el caiiiino 
para el ejercicio, clar;'simo, de una acci61i j)eiial. Pero eha opo- 
sici6n fiitnra no piiecle tener trascendencia en la causa que 
actualmente se traiiiita y que acasm, por 1111 eríor de táctica 
que no nos es imputable, lia consuniido, creo que estérilniente, 
la actividad judicial, Si coiiio parece, -aunque V. 1. no lo dice. 
expresamente, el siiliiario sc lia declarado coiicluso, sin pro- 
cesar a los denunciados, es porque el Juez -jitstificadaiiiente-- 
ha visto los ohstáculoc que se opoiiían a esa decisión y ha obra- 
do en consecuencia. 

Todavía sería posil~le (y quiero apurar todas las liipiitesis)~ 
que los iilteresados. inaocattdo exfiiesn?íiente la se?tlencia, so- 
licitasen del Gobernador civil que les amparase en su dere-. 
cho y que, contra un va suya, ejercitasen los recursos 
autorizados ; pero en pótesis, coiiio en las deiiiás que. 
he exaiiiinado, elfo no afectaría a la causa actnal, cuya solii- 
ción, a ini entender, no pnecle ser otra que la petición de so- 
hreseiniiento. 

61 le V. 1. consulta,. 
y, sin ~ s a r  reci te de las 
derivaciones del asunto, que juzgo del ma170r interés, aunque 
por las razones sintéticainente expuestas, no pueda actuarse- 
con aquella eficacia y cle~envoltura que evitasen el sobresei- 



~niento provisional. Acaso por serlo, 110 prejuzga, ni riiuchm 
menos, nuestra posicibii ulterior. 

Dios guarde a V. d. muchos años. 
.Aladricl, 18 de octubre de 1954. 

iudiencia Provincial de ...... ' 

CONSULTA NUA1. ' 3 

111iio. Sr. : 

Se recibi6 oportuiiainente en esta Fiscalía su coiiiunicación 
dc 24 de noviembre últiino, fori~~ulando cor~sulta relacionada 
con el suinario núm. 33 de 1'153 del Juzgado de iiistrucción 
de ......, a propósito de la interpretación que ha darle al ar- 
tíciilo 416 de la ley de Régimen local. 

En realidad, el artículo no establece un fuero especial 
que atribuya el conociniicnto de la responsabilidad criminal 
contraída por los Alcaldes y Concejales a un Tribunal distinto. 
del ordinario cuando no se esté en el caso previsto por el 
número 2." del art. 4." de la Ley adicional a la OrrAnica del 
Poder judicial, sino que, por razones obvias, determina que 
el firocesn~tzionto de quienes tengan esa condición se dicte, no. 
por el Juez instructor ordinario, sino por la Sala que ha de 
conocer del juicio ; pero esa es la Cinica especialidad, p preci- 
samente por tratarse de un precepto que restringe las faculta- 
des del ir no puede interpretarse extensiyamente. De  
10 que sé U C ~ I V ~ ~  tres consecuencias importantes, a saber: 
a) Qiie la Sala requerida para proniinciar el procesamiento de 
personas comprendidas en el art. 416 de la ley de Régimen 
local, no puede, sin invadir la jurisdicción ajena, decretar el 
de otros que no estén coiiiprendidos expresamente en el pre- 
cepto. b) Que, por esa razón, obró con acierto al deferir éste- 
al Juez instructor ordinario ; y c) Que no sería viable, preci- 
samente por haber hecho lo que segfin el parecer de esta Fis- 
calía era acertado, una cuestión de conipetencia que no podría 
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fundarse en norinas de derecho material o formal oue fuesen 
aplicables. 

Sólo en el caso -(111e aquí no de 
lo Criminal hubiese de conocer del ~ IOCFJV (GIL i i i a ~ ~ u c c r v i i  y 

,en plenario) hubiese podido avocar el conocimiento de los no 
n f o r a d o s ;  mas, coino queda dicho, el art. 416, tantas veces 
.aludido, no ha creado un fiiero, con la extensión que este 
vocablo tiene, sino que ha adoptado una precaucióli excepcio- 
nal, limitada a la faciiltad de decretar el procesamiento de 
deterniinadas pcrsoiias, sin pasar de ahí. 

' una cc 
cesados 

)nhadicc 
ante la 

Es  claro, y ya lo apunta, V. I., que por aplicación clel nfi- 
mero 2." del art. 836 del Reglamento de organización, fiin- 
cionan~iento y régimen jurídico de las Cor~oraciones localcs, 
pudiera hipotética~itente producirse ión in i e r -  
nainis si, interpuesto por los pro Audiencia 

Territorial el recurso autorizado por esta disposición, fuese dis- 
-tinto al criterio del Tribunal Territorial (solo referente a per- 
sonas amparadas por el art. 416 de la ley de Rtgiinen local) 
.y el de la Audiencia provincial en relación con la: :lo- 
nes adoptadas por el Juez respecto de los demhs; po- 
sible, aunque no ~robable, y que sería más de laiiie~i~ar cra- 
tandose de ito único (el de cri- 
niinarse a 1 que en punto al tin- 
to trato. PclY cr LL.nedio de esa situación no L,.,.7.....ría en plan- 
-tear una cuestión de competencia que carecería de fundamen- 
to ,  sino en actuar ante la Audiencia provincial de manera que 
pesa contradicción no se produjese, ateniéndose al criterio del 
Tribunal superior en jerarquía, si es que no pueden separarse 
.jurídicamente y realmente las responsabilidades de los intervi- 
nientes en el hecho. 

En ese sentido debe V. 1. tener por col dta 
que formiiló, ante un caso por extremo diid,,, SUS 

falsedac 
procedin 

b) que p 
liento ti1 

,.,mc;c+; 

3 ~ ~ S O ~ U C  

evento 
---A-.. A 



-vacilacioiics y iiiuestra su celo, digno de loa eii cualquier su- 
guesto. 

Dios g V. 1. iiinclios a 
illatlriu, lo ue dicicml~re de 1C 

1 Sr. Fiscal de 1: icia prov 

Se recibió en esta Fiscalía oportunanientc su coiniiiiicación 
d e  24 de novieiilbre Ciltiiiio, en consulta sobre la posición que 
cl  illinisterio píiblico [lebe adoptar respecto a una deteriiiinada 
iiiscri1)ción de nacimiento fuera de plazo ; y la diida consiste 
eil que con peqiieña diferencia de días, quien se dice padre de 
la niña que ha de ser inscrita, pretendió que se inscribiese el 
nacimiento de esta como hija ilegítinia suya, confornie aparece 
,en el certificado de la partida de bautismo, piiesto que estaba 
casado cuando el nacimiento acaeció; y, a su vez, la miijer 
soltera que recaba la maternidad de la criatura nacida, pre- 
-tende que se la inscriha como hija natural suya. Concurre 
en el caso la particularidad de que los ex~edientes a que die- 
ron origen tal1 contradictorias solicitudes se han acumulado, 
sin ducla porque se refieren a una misma persona 5- precisa- 
iiieute a instancia clel filiuisterio fiscal, a quicn se ha pedido 
dictamen sobre el caso. 

Manifiesta V. E. que frente a esa situaci6ii se delinearon 
e11 la Fiscalía de su digno cargo dos posiciones coiitrarias: 
una, más tajante, que con el apoyo de la R. O. de 1." de 
agosto de 1910 y Resoliición cle la Dirección General de los 
Registros de 19 de diciembre de 1949, opina que debe hacerse 
la inscripción como ilegítima de la niiía nacida sin expresión 
del noinbre del progenitor, ni de los abuelos paternos; otra, 
más contemporizadora, en que, partiendo del hecho-cle que al 
padre adnlteriiio le está prohibido Iiacer el reconociiiiieiito en 



el acta de nacimiento (coetánea), o en esl>edieiite para ins- 
cripción fuera de plazo, su sola iiianifestacií~ii no puede bas- 
tar para atribuir al hijo una ileg-itiiiiidad que le perjudica gra- 
veniente, sólo por la iiiera maiiifestació~i del padre adultc- 
rino contra le presunción del art. 130 del Código civil (es 
cierta la niaternidad dc la mujer soltera), sin perjuicio, cotiio- 
es natural, de que si el progenitor se siente agraviado por 
el recoiiociiiiiento, use de la facultad que le confiere al artícii- 
lo 138 del propio Cócligo. Este razonamiento le periiiite lle- 
gar a tres concliisioneh, que son hase de su proyecto de clic- 
taiiieii, a saber: a)  LO^ ex-lmlieiites deben coiitinuar acuiiiula- 
dos, pero -dice literaheiite- ((sólo referidos a las circiins- 
tancias constitutivas de la personalidad dc la niña autorizadas 
por la ley)). h) Procede la iiiscripción de su iiaciniiento coino. 
hija natural de la iiiadre soltera que la reconoce; y c) No 
procede hacer cleclaración algiiiia respecto del padre adulterino 
que preteiicle reconocerla. 

Después de meditado estndio, me ha parecido que esta so- 
lución, si no la inis ortodoxa desde el punto de vista de la 
ley aplicable, pudiera ser la inás adecuada para conciliar los 
intereses en juego, aunque no pueda ocultarle que dudo inti- 
clio de su viabilidad ; porque tratándose, conlo se trata, cle 
una inscripción fuera de plwa, la aprobación del expediente 
que perniite el tardío acceso al Registro civil obliga a depurar 
previaineiite la verdadera condición del que Iia de ser inscri- 
to, y, al parecer, el único dwiiinento presentado es la partida 
cle bautis~iio en que consta la ilegitiiiiidad, a lo que se sñade, 
conio elemento concomitante, la manifestación del que afirnla 
la paternidad, que coincide con el único docitmento oficial 
que en gran riiedida ha de servir de hace a la inscripción, y 
esos eleinentrx c1e juicio, dellidamente conjiigados, pueden ser 
un obstáculo para que la iiiscripción se practique en la forma 
solicitada por la madre. 

Indudahleinente, la doctrina más autorizada (no sólo la de 
hlanresa, que expresainente se cita) permite, fiietalis causa, 
que cuando se desconozca la condición de casado de cualquiera 
de los progenitorec piiecla j~racticarse sin riesgo la inscripción 
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.coino hijo natiiral del padre o iriliclre solteros. Pcro a csa coii- 
cliisión no puede llegarse legítiinainente cuando se está tra- 
mitando un expei constan en él datos por los cuales 
puede llegarse a 1 isión dc que la niña no es hija ilatu- 
ral, conforme al concepto legal de esa clase cle filiación (ar- 
ticulo 119, p6rrafo 2." clel Código civil). Y contra esta tesis 
nada piieden valer las declaraciones de las Resolucíones de la 
Dirección General de Registros que se citan en su consulta 
.(2D cle abril de 1949 y 19 de septienibre cle ese misino año, en 
doctrina corroborada despnés por la  cle 13 de marzo de 1950, 
.porque aquí no S jólo (y es la particularidad clel casd) 
de una solicitud -ipciÓn heclia por el padre ilegítinio 
iclada su condicióil uc casado), sino de dos pretensiones abier- 
,tainente contrarias que han cle resolverse i sola resolu- 
ción, en virtud de la acmiiulación de los edientes, que 
en sentir de esta Fiscalía, si no pnedeii cscindirse en sil sspec- 
to iilaterial, tampoco pueden serlo a la hora de decidir. Si la 
inscripción solicitada exclusivainente por la madre pudo no 
afrecer dificultades, unidos los dos expedientes tropieza con 
las diinanantes de la pretensión divergente del padre ilegíti- 
mo, anterior a la inscripción e inñuyente por eso, pese a los 
piadosos eufe~nisn~os que een, en la decisión del cspe- 
diente, corre peligro la :ion del art. 130, que parece 
-estar escrito para facilitar, hasta donde sea posible, el recono- 
.cimieiito de hijos naturales, cuando ni la inscripción, ni el 
expecliente qiie la hace posil>le, si no se practicó a tieiiipo, per- 
initen al encarcado del Registro i ~ n o ~ n r  oficinl,ntente una rea- 
lidad que aquí está patentizada. 

Se argumenta por V. E. -y menta t ue la 
simple declaración del padre adíil ,tar para cles- 
conocer la condición clcl Iiijo, si 2ión de natu- 
-ral la madre soltera ; pero lo que ,,,,, ,,;eguntsr en este caso, 
$que es especialísiino y puede ser grave, es si, a sabiendas de 
una contradicción entre las manifestaciones de los dos progeni- 
tores, que eh el expediente deben quedar esclarecidas, puede 
.c : la inscripción rir~ilada por la madre 
S reserva de que ejercic?~ de las accio- 

como na 
el padre 

tero no 
afirnia E 

nohn n r  



nes correspoi~diei~tes, pueda acudir al juicio declarativo para 
impugnar la inscripción. 

Estiino, pues, por todo lo expuesto, que esa Fiscalía debe 
emitir dictaineri en el sentido que propone, siii ocultar en él 
las dificultades que el caso ofrece, y solicitar expresaiiieiite 
que, atendida su gravedad y sus características (no conozco 
Resoliicio~ies en que se haya plaiiteado un problema idéntico), 
el Juzgado suspenda la ejecución de la resolución que dicte y 
con el dictanien fiscal y los antecedentes los eleve a la Direc-- 
cióii General de los Registros y del Notariado, como prevé para 
estas sitiiacioiies el iiltinio inciso del art. 100 del Reglamento 
para la ejecución cle la ley de Registro civil de 13 de diciembre 
de 1870. 

Entre tanto, sírvase acusar recibo. 
Dice guarde a V. 1. iiiuchos años 
Madrid, 20 de diciembre cle 1954. 

Excnio. Sr. Fiscal de la Audiencia Territorial de ..... 

CONSULTA NUM. 5 

I11no. Sr. : 

Me refiero coino antecedente a sii atento oficio de 5 deF 
actnal, en el que, por los inotivos que expresa y no sin razo- 
nar su parecer favorable, consulta si puede solicitar el sobre- 
seiriiiento libre en la causa ntíni. 9!954 del Juzgado de . . ... .. 
se.guido por delito de asesinato contra el iilédico . . . . . . 

Como V. 1. sabe, la aplicación clel iiúin. 3." del art. 637 de 
la ley de Enjuiciamiento criininal debe ser restringidísima, 
porque, coiiio se ha diclio reiteradamente en circulares y con- 
sultas de esta Fiscalía, es indi~pensable que la circunstancia 
de eseiición aparezca por modo iildiibitado. De ahí qiie, salvo, 
10s casos en que la edad juega coino eximente o en que existe 
un notorio estado mental que excluya la responsabilidad, se 
recomienda aciídir al jiiicio oral para que en él se logre el to-- 
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tal esclareciinicnto de la esiiiiente con todas las garatitías que- 
aiiinaren la justicia de la resolución. 

aso consultado, sin eiiibargo, cree V. 1. que es reco- 
11 I la aplicación del precellto legal qiie arriba se cita,. 
a L" YUG le inducen los antecedentes del procesado; lo inex- 
plicable del hecho, que dadas las relaciones familiares entre- 
el agresor y la víctima s610 pudo ejecutarse por un ser pri- 
vado de razón, y, sobre todo, lo reiterado cle los informes 
psiquiátricos, que si antaño j>yeconizaron, sin ser atendidos, 
el internamiento del señor ...... por su evidente peligrosidad, 
11 É este iiioinento a conclusiones tajantes, que presisa- 
m serlo no suelen ser frecuentes, a saber : que padece- 
uri r i d J r u i i i 0  mental de tipo paranoico; que su enfermedad es 
persistente, progresiva y, sobre todo, incurable ; que ofrece. 
una peligrosidad potencial ~ n u y  iiiarcada para sí misino y para. 
los dcrnás, y que su enfennedad le ha privado desde el año? 
1948, coiiio le priva hoy, de toda posibilidad de conocimiento. 
y capacidad de inhibición. 

Difícilniente podría encontrase u11 caso tan típico como. 
es1 aplicar el núinero 5." del artículo 637 ; si bien en. 
cs la petición de sobreseimiento y la declaración snb- 
siguiente han de llevar aparejada como medida inexcusable, el. 
internamiento del ciilpable, a tenor del párrafo últiiiio del ar- 
tíciilo 8." del Código penal. Esto aparte de toda consideración. 
<le tipo oportunista, tales como los que V. 1. Iiace al final de. 
su consulta, porque en la materia de internamiento de los ~ n -  
vados de razón ha de estarse al Decreto de 5 de julio de 1933,. 
a cuyo te1 condena, en el caso. 
rle que se ermiiiará por síl sólo 
la salida del h o ~ p i t - ~  ,,ai,uiátrico. 

Puede, pues, V. 1. proceder como proponía en su consulta, 
teniéndome al corriente de sn dictamen, del auto que se dicte- 
y del internainienao del procesado y establecimiento en que- 
se le recluya, sin perjuicio de acusar recibo. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 
Madrid, 14 de febrero de 1955. 
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Ilmo. Sr. Fiscal de la Audiencia ...... 



Contesto la consiilta que V. E. se ha servido formular en 
su atenta con~unicación de 16 de febrero y a propósito de 
ni1 smiiano sobre asesinato coinetido en el año 19% y descii- 
bierto e iniciado el procecliiilieilto en 1953. Y afirma V. E. 
qiie habiéndose promovido por la defensa artículo de previo y 
especial pronunciainiento alegando la prescripción se opuso a 

él al amparo de la sentencia de 30 de junio de 1931, por 
-estimar que habiéndose publicado el nuevo C6digo antes de 
que se consumara el plazo de prescripción establecido en el 
anterior, habría de estarse a lo dispuesto en el Código de 
1944 para establecer y computar el plazo prescriptivo. 

Para razonar la contestación a su consulta es preciso co- 
nocer el importante dato de la fecha exacta de ejecución del 
delito y en 511 vista tener en cuenta las disposiciones de los 
artículos 4." y 6." cle la Ley de l." de abril de 1939 -modifi- 
cada por la de 11 de dicienlbre de 1942, que la hizo es3ensiva 
a los delitos púb l i cos ,  que decretaron la interrupci6n de 13 
prescripción penal, con efecto retroactivo, al 17 de julio de 
de 1936, y el modo de coniputarse ésta de nuevo. Si por iin- 
peno de esos preceptos hay que comenzar o seguir el cómputo 
desde el día en que se hallase en territono liberado la persona 
que sin la siispensión hubiese sido perjudicada por el trans- 
curso del tracto prescriptivo, habrá que calcularlo desde este 
día y ver si desde entonces ha transciimdo; y si no han pa- 
sado, bien cle iina vez, bien por la suma de periodos, los quin- 
ce años que para la prescripción del delito de asesinato se- 
ñalaba el art. 116 del Código penal de 1932, no puede esti- 
marse, aiiiique descle el día de la iiiuerte haya mediado ese 
plazo. 

El Cúdigo de 1932, bajo cuya vigencia se perpetró el cle- 
lito que ahora se persigue, señalaba para la prescripción del 
mismo quince años, por estar sancionaclo con pena de reclu- 



sión, y el actual señala veinte, porque lo castiga con las penas 
d e  reclusión mayor a muerte. Pues bien, si la prescripción eo- 
menzó a correr o siguió comendo, habida cuenta de lo que 
queda dicho, antes del 3 de febrero de 1945, fecha en que 
,entró en vigor el nuevo Código, habrá de regirse por el dero- 
gado, conforme a lo que dispone el art. 3 . O  del Decreto de 
promulgación, en armonía con el 24 del actual, pues uno y 
otro precepto súlo conceden efecto retroactivo a las leyes pe- 
nales en lo que favorecen a los reos. 

Es este el criterio que me parece más acertado conforme 
a las leyes vigentes, y esa es la tesis que habrá de mantener 
en el acto del juicio oral, a reserva cle la resolución de la Sala, 
cuyo criterio, como es natural, prevalecerá sobre el nuestro. 
V. E. me tendrii al corriente de SLI resolución, por si llegado 
el caso creyésemos oportuno someter el problema a la couside- 
ración y decisión del Tribunal Supremo 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 23 de febrero de 1955. 

lo. Sr. Fiscal de la Aiidiencia Territorial de . . ... . 

Cuando me disponía a contestar su atenta comunicación de 
23 de mayo íiltimo recibo la de 28 del mismo mes, y como 
nada cambian los términos del problema que se planteaba, mis 
instrucciones al respecto pueden ser únicas y, además, coin- 
ciden en lo esencial con la tesis de V. E. 

A esta Fiscalía no parece dudoso que, si la prescripción 
esist?. pueda y deba alegarse sin esperar al momento de for- 
mular artículo de previo pronunciamiento; del propio modo 
que para alegar y decretar la competencia, no es preciso es- 
perar este trámite, que lo mismo en un caso que en otro equi- 
vale a un consumo inútil de actividad procesal y a una psrdida 
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de tieinpo qiic puede evitarse. Y la procedencia de liacerlw 
cuenta en su favor con un precedente de la Sala 2." de este 
Tribunal, que en ni1 caso reciente en el que conocía coino n i -  
1)unal dc instancia por razón del fiicro dc uno dc los cn- 
cartados declaró «de oficio)) (ni siquiera a petición de par- 
te) la prescripción de algnilo de los delitos que en la causa 
se perseguían, inmediataniente despues de Iiaber evacuaclo el 
Fiscal el traslado dc instrucción, sin esperar para hacerlo a un 
iiioiiiento ulterior. Por la especialiclad del caso no puede lo re- 
suelto constituir doctrina qne nos sea dado invocar ; pero inucs- 
tra que nuestra tesis, lejos de ser equivocada o dudosa, coin- 
cide con el parecer clel Tribunal de casación. 

Pero ante una posición contraria de la Sala no nos queda 
otra solución, lo mismo en estos casos que en cualquier o t ro  
que le presente, que la de suplicar de los autos en que otra 
cosa se sostenga, y si se deniega la sdplica (puesto que no. 
disponeinos de otro niedio de inipugnación) continuar la tra- 
ii~itacióii ordinaria y proponer a su tiempo artículo de previw 
proiiunciamiento, alegando la prescripción. 

Esta es, en fin de cuentas, la solución a que V. E. llega 
y que hemos de acatar, no tanto por procurar la concordia, 
que no es posible cuando se enfrentan dos criterios radical- 
mente dispares, sino porque no queda otro camino de evitar 
un indtil forcejeo, a pesar de parecerme claro que el caso d e  
prescripción es idéntico a los de incoiiipetencia, muerte o- 
perdón. 

Sírvase acusar recibo. 
Dios guarde a V. 1. niuchos aiios. 
Madrid, 4 de junio cle 1955. 

Excino. Sr. Fiscal de la Audiencia cle ...... 



CONSU1,TA NUM. 8' 

Me refiero como antecedente a su atenta coiuuuicacií>ii de 
23 del actual, en la que, sin omitir su parecer, foniiula una 
interesante consulta a propósito de la posibilidad de perseguir 
y castigar en vía criminal al aceptante de una letra de cambio 
que  niega cn el acto del protesto notarial la autenticidad de 
511 firma, con el esclusivo objeto de cerrar el paso al proceso 
ejecutivo y obligar al acreedor a que entable v siga para la efec- 
tividad del crédito el proceso ordinario. 

Razona V. E. las dos posiciones posibles y parece inclinarse 
a la negativa, aunque no lo diga cle rnodo terminante. Sin em- 
bargo, cualquiera que sea el parecer que ex j21,re c o n d e a d ~  
queda sustentarse, esta Fiscalía estima que dentro del orde- 
nainiento penal español no hay medio de otorgar ese alcance 
a la Cinica norma en que pretende basarse el criterio afinna- 
tivo, que es el núin. 4.", art. 302 del vigente Código penal. 

Por mucha ainplitud que quiera darse a ese artículo en la 
obligacla relación que guarda con el 303, la i~cgativa a reco- 
nocer la exactitud de un hecho o la autenticidad de una finna, 
no puede asimilarse, y mucllo menos identificarse, con la hi- 
pótesis que contempla el nííni. 4 . O  del art. 30'2, con repercu- 
sión inevitable en el 303. No se trata en el caso de una alte- 
ración de la verdad hecha en un documento oficial o mercan- 
til por la persona que lo autoriza o manipula, sino, lo que 

.es muy distinto, de una declaración iilendaz que emite ante 
un funcionario pfiblico el propio interesado. Y en ese punto, 
la antigua doctrina del Tribunal Supremo de Justicia, conte- 
nida, entre otras, en las sentencias que V. E. cita (20 de oc- 
tubre de 1881, 25 de mayo de 1893, 3 d e  noviembre de 1897, 
24 de  noviembre de 1903 y 27 de diciembre de 1W4), neg6 

-que pndiere dar lugar al ejercicio de  una acción criminal, la 
negativa a reconocer una finna o ima deuda en diligencias pre- 
paratorias de ejecución; con lo que indirectamente se plan- 
teaba y resolvía un problema de política legislativa, cual es 
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FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPKEMO 

Causas pendrentes en las Audiencias j r  Juzgados de su circunscripción en 1 .O de enero de.  7954, incoadas desde esta fecha hasta 31 de diciembre y en trami- 

1 -  - -  

: AUDIENCIAS 

............................ N Madrid 
l ........................ Barcelona 

Albacete ........................... 
............................ Burgos 

........................... ; Cáceres 

............................ Coruña  

' Granada .......................... 1 

facion el 1.' de enero de 7955, clas@cadas por Audiencias. 

Pendienles 

en 

1.O de enero 

de 1'354 

- 

7.302 

7.067 

949 

518 

485 

2.501 

2.958 

lncoadae 

desde 

1.O d e  enero 

a 

31 de diciembre 

d e  1954 

11.375 

11.120 

987 

1.291 

1 .S98 

3.118 

2.929 

1.390 

2.828 

1.501 

1.302 

6.013 

3.996 

1.602 

2.828 

; Las Palmas .......................' 877 

Oviedo ............................. 3.272 

......... 8 Palma de iilaiiorca 1.255 

Pamplona ......................... 1 752 

Sevilla ............................. 
Valencia .......................... ' Valladolid ........................ 
Zaragoza ......................... 

: Alicante.. ............................ 

~p -- ~ -~ -- - - 

P E N D I E N T E S  D E S D E  1. '  D E  E N E R O  D E  1 9 5 4  

5.864 

3.425 

362 

3.173 

2.630 

D E  

EN LOS JUZGADOS DE INSTRUCCION 
y 

TOTAL 1 1  
TIEMPO TRANSCURRIDO DESDE LA I N C O A C I ~ N  Pendientes 

EN LAS AUDIENCIAS 
G E N E R A L  

¡ 

599 1 2 2 0 i  
121 

111 

67 

36 

221 

104 

327 

5 1 

279 

208 

53 

67 

522 SS3 

5 1 43 

16 173 

S4 

65 

1.765 

327 ' 253 

1.413 

1 .O29 

1.952 

701 

1.922 

1.153 

310 

663 

111 

629 

619 

3.429 

667 

745 

23 1 

698 

2.166 

1.518 

54 5 

109 

2.100 

453 

1.575 

924 

503 

246 

132 

479 

21 1 

932 

588 

393 

73.932 

! Almería ........................... ,( Avila ............................... 
........................... Badajoz 

II 

............................. !, Bilbao 

4.395 

409 

1.147 

648 

2.844 

1.459 

93 1 

743 

1.359 

3.374 

1.909 

1.364 

835 

2.063 

. 957 

1.349 

1.270 

1.328 

451 

359 

952 

553 

1.460 

33 1 

82 1 -- 
102.047 

01 

1 

45 

88 

70 

219 

94 

1 05 

79 

165 

358 

499 

141 

71 

122 

58 

151 

158 

6 1 

43 

35 

S6 

44 

207 

37 

73 

9.976 

Meiios 
de iin mes 1,- 

1.142 1 I . L ! I ~ > ~  
1 

57 1 

2.924 

2.103 

3.150 

724 

1.933 

3.379 

636 

562 

.............................. Cidiz 

I Cristell6n ......................... 
Ciudad Real .................... 

1 

128 1 323 

74s 3i5 434 

4 63 304 
' 

2.441 

256 1 , 20 141 

--- 

181 

27 

7 

64 

9 

262 

18 

147 

15 

58 

59 

19.177 

18.157 

1.936 

1.809 

2.383 

5.619 

5.887 

2.267 

6.1 O0 

2.759 

2.054 1 
11.907 ' 
7.424 

103 

35 

24 

520 

1.776 

1.267 

6.273 

2.126 

679 

974 

2.057 

6.540 

3.427 

2.200 

944 

4.163 

1.410 

2.921 

2.194 

1.836 

697 

491 

1.43 1 

794 

2.392 

919 

1.214 

175.979 

C6rdoba ........................... 
i l 

Cuenca ........................... 
Geroiia ............................ 

.................... Guadalajara 

Huelva ............................ 
Huesca ............................ 
Ja6n ................................ 
Le6n ............................... 

1 LBrida ............................. 
Logroño .......................... 
Lugo ............................... 
a ........................ 
U ......................... 

1 

Orense ............................ 
.......................... Palencia 

Pontevedra ...................... 
....................... Salamanca 

.................... San Sebastián 

.... Santa Cruz de Tenerife.. 

Santander ................... :... 
Segovia ............................ 
seria ............................... 
Tarragona ........................ 
Teruel ............................. 
Toledo ............................. 
Vitoria ............................ 
Zamora ........................... 

......... I Totales - 

827 

605 

247 

758 

1.061 

SS 

S3 

102 

263 

27 1 

158 

260 

97 

80 

750 

393 

22 

del lr6miles 

120 

26 

19 

lb 

. S9 

52 

173 

109 

68 

29 

98 

287 

I) 

112 

69 

97 

117 

120 

136 

173 

34 

24 

6 1 

28 

220 

23 

63 

5.414 

4.337 

3.134 

5.102 

1.425 

3.857 

4.531 

946 

1.225 

573 698 

173 635 
' 1 1.416 S1 1 

45 93 385 i 
l 

De iiiio 

a tres meses 
- 

155 

CXClSAC 

IIENDIEN1.ES 
1 

II 
6.892 1 

7.797 

323 

35 

18 

190 

34 

210 

212 

72 

49 102 22 1 323 

14 

66 

53 

156 

SO 

234 

21 

90 

369 

359 

I O I  

44 

90 

35 

177 

247 

20 

33 

16 

76 

50 

1 20 

25 

70 - -- 
7.574 

DE seis 
meses a iiii año 

De tres 
a seis nieses 

~- 

- 

2.516 

2.388 

192 

1.117 

1 

154 
l 

120 1 
i 

955 

1.535 , 
236 

1.593 

S1 8 

516 

6.003 

10 

43 

52 

131 

47 

235 

1 O 

156 

254 

277 

113 

30 

84 

1 O 

172 

180 

3 

29 

9 

65 

49 

48 

35 

5.686 'O2 / 

95 i 59 

409 208 ' 

3 78 39 54 132 

59 1 345 34 204 1 241 186 i 
109 

Más 
de iin año 

1.725 

183 

S3 

191 

281 

272 

343 

301 

103 

74 

775 

489 

69 

367 

1.441 

553 1.202 

107 24 

1 .O56 619 

jiiicio oral 

91S 

4.555 

738 

334 

483 

1.107 

1.313 

762 

1.300 

420 

337 

1 
631 

337 

78 

113 

123 

27 

70 

5.513 

2.162 

164 

134 

94 

846 

310 

147 

417 

' 

l ' 

488 

603 1 
2.092 , 

356 

105 

7s  

47 

37 

62 

2.124 714 

229 355 755 ' ; 

34 1 40 S53 

90 

3 1 

137 

1.379 

1.079 

159 

20 

26 

130 

1.225 

S9 

1.176 

. 

769 

370 ' 
779 ' 

6 

224 

136 

53 

26 

143 

309 

1 

250 

34 

79 

455 

653 

15 

7 

234 

461 

53 

99 1 

191 

8 1 

108 

21 1 

24 1 

170 

325 

'97 

55 

492 

440 

56 

88 

2.848 

998 11 
2.902 1 
1.235 

853 1 

20 

63 

28 S 

60 

82 

28 

67 

5 

458 

141 

16 

5 

53 

33 

42 

120 

91 

5.253 

16 

554 

140 

34 

56 

209 

220 

88 

173 

59 

46 

344 

401 

30 

24 

27 19 :: 201 1 :  
572 lig ' 1  223 63 286 S S58 

999 

1.195 

i 
2.054 j 

362 , 
77 

313 

519 

1 

1.537 

169 

S2 

1.070 

225 210 16 

1 .O78 673 140 

892 182 111 

795 

1.383 1.843 

22t 

237 i 
155 

97 

312 ) 
204 

637 

210 

813 

323 

1.891 1 
1.215 , 

p.p 
30 - 

77 1 1.673 
I 35 79 ' 14 

3s 1 
71 78 

25 

108 

102 

1.750 

114 1 
52 1 

159 / 
39 

58 

32 

2.007 ! 
269 ' 
144 

501 1 

268 ! 
166 

37.1 1 13' 

616 ~ 214 - -- 

43.025 70.928 ) 





Estado núm. 3- 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas pendientes en las Fiscalras de las Audiencias en 1.' de enero de 1953, ingresadas desde esta fecha hasta el 31 de diciembre de11953 y pendientes de' 
despacho en las mismas en 1.' de enero de 1954 

?ACHAD 
IE ENERO 

FISCAL1 
DICIEMBG 

TOTAL 
de 

C B I ~ S ~ S  
A-c"*",."A-, 

! 
1 ,  . 

, 

. 

' 

A U D I E N C I A S  

............................................................ Madrid 

......................................................... Rarcelona 

Albacete .......................................................... 
Burgos .................................. .,..... ................... 

............................................................ Cáceres 

Coruña ............................................................ 
Granada ........................................................... 

- - 
1 '  -. 

Las P a h a a  ...................................................... 
Oviedo ............................................................ 

.......................................... Palnin de 1\4allorca 

Pamplona ........................................................ 
............................................................ Sevilla 

Valencia .......................................................... 
....................................................... Valladolid 

Zaragoza .......................................................... 

TOTAL 

1 1.734 

14.876 

1.299 

1.268 

1.810 

3.546 

2.972 

. 
Pendientes 

en 

nscalia m 

en 1.' de enero 

de 1954 
I 

Pendientes 

en Fiscalia 

en l:de enero 

de 1953 

237 

, 
* 

DESI AS POR A 1 Ingresadas 
desde 

1.O de enero 
a 

31 de diciembre 
de 1943 

11.294 

14.876 

1.299 

1.268 

1.810 

3.546 

2.792 

1.601 

3.330 

1.579 

1.354 

6.469 

5.507 

2.064 

1.591 

S 

20 6 

B 

380 

S 

B 

SDE 1.O r: A 31 DE 

244 

514 

1.810 

1.864 

68 1 

2.612 

2.222 

2.778 

1 .403 

2.364 

3.435 

630 

1.035 

434 1 
1.272 

1 .O69 

3.723 

1.566 

931 

803 

1.435 

4.449 

2.278 

2.078 

64 1 

3.598 

1.222 

1.218 

1.390 

1.199 

487 

423 

1.240 

694 / 
1.767 

777 i 
859 1 

117.515 

1.601 

3.124 

1.579 

1.354 

6.089 

5.507 

2.064 

1.591 

B 

186 

700 

1.049 

161 

224 

119 

311 

215 

93 1 

232 

190 

226 

317 

9% 

585 

705 

204 

545 

24 1 

292 

389 

361 

89 

1 O0 

260 

115 

280 

173 

206 

27.1 16 

650 

1.342 12 

5.889 580 i 

5.507 1 
i 

1.810 1 

681 , 1  
8 '  

1 

2.912 S i 
2.151 1 ,  71 ' 

!E DE 195 1 

929 I2 61 ' 168 

S9 1 665 

1.810 

1.864 

63 1 

2.912 

2.184 

2.748 

1.166 

2.364 

3.435 

636 

1.033 

431 

1.272 

1.069 

3.308 

1.566 

931 

803 

1.435 

4.335 

2.278 

2.078 

641 

2.099 

1.222 

1.218 

1.390 

1.110 

487 

425 ' 
1.240 

694 

1.767 

777 

859 - 
114.068 1 

504 

364 

1.287 

1 .O05 

400 

310 

667 

490 

102 

366 

46 1 

447 

1 3.911 

I 2.473 

312 

326 

551 

893 

768 

S2 672 

Para 
a r c i ~ ~ ? o t a l  1 repc;cibn 

por 
rebeidia sumario 

- - 
i 

65 

255 3.321 

55 1 253 

47 1 21, 

52 
53 1 

205 

43 ' 987 

11 

20 

36 

310 

510 

74 

180 

Alicante ............................................................ 
Aliueria 

- l 

Para 

sobreseimienta 
provisionii 

Para 

sobreseimiento 

libre 

P 

Para 

juicio oral 

---- 

u-= , , - . , , ~ . .~  3 

I I  
11.451 ' 1  283 1 
14.876 1 B 1 

1 
1.299 ' 1  - ! 
1.268 , i  • 

' 1  
1 
! 

1.810 a 

3.546 

2.792 l i  > 

62 88 ' 1.304 16 

74 5.454 1 37 

94 8.644 ! 89 

179 

13 

426 

908 . 
282 

167 

563 

48 1 1.270 1 70 

1 1 4 1 1.684 

1 14 1 36" 

11 1 663 

Avila ............................................................... 
........................................................... Badajoz 

.............................................................. Bilbao 

............................................................... Cádiz 

Castellón ......................................................... 
Ciudad Real .................................................... 
Córdoba .......................................................... 

............................................................ Cuenca 

............................................................ Gerona 

Guad ................................................... 
Huel,., ............................................................ 

Pira 

. inhihicibn, 
incompetencia, 

etc. 

Para juicio 

Por 
jurados 

113 , 292 
l 

40 354 

22 1 79 

100 1 1.583 

113 1 255 

26 i 667 

38 

30 

237 

a 

2 

S 

w 

53 

49 

130 

' 91 

20 

1 
24 607 

143 1 682 

a 28 1 158 

70 

* 1 29 

53 1 157 ; 220 

33 

131 

82 

203 

54 

118 

47 

15 

Huesca ........................................................... 
Ja6n .............................................................. 

.............................................................. León 

99 1 

2.183 

853 

~ 9 2  

3.591 

2.912 

102 168 2.364 

136 303 

13 

31 , 91 

, 
415 

.) 

11 234 1 30 

109 

214 

102 

<. 43 1 84? 49 

, 1 15 ' 649 1 74 ! 

32 

1.272 

230 1 .O69 
I , 

179 760 3.723 1 '  

1.556 63 127 I 
1 

40 191 899 32 ~ ' 
39 

! 
28 

12 272 1.435 
l 

234 402 4.367 

1253 1 53 

832 

2.632 1 5.767 1 16.814 1 1 1 4 . 6 7 2  

7 

41 

12 

34 

1 O 

23 

141 

53 

7 

90 

8 

23 

24 

98 

104 

51 

36 

4 

5 

16 

134 

50 

34 -- 

8 

• 

S 

• 

, 

S 

9 

• 

, 
S 

Lérida .........................................,.................. 
.......................................................... Logroño 

L U ~ O  ............................................................... 
Blálaga .............................. ,. ............................ 
Murcia ............................................................ 
Orense ........................................................... 
Palencia .......................................................... 
Pon tevedra ...................................................... 
Salamanca ....................................................... 
San Sebastián ................................................. 
Santa Cruz de Tenerife ..................................... 
Santander ........................................................ 
Segovia ........................................................... 
Soria ............................................................... 
Tarragona ........................................................ 
Teruel ............................................................. 
Toledo ............................................................. 
Vitoria ............................................................ 
Zanlora ........................................................... 

Totales ........................ 

34 

24 

55 

133 

22 

5 4 

21 

15 

12 

11 

13 

35 

32 

4 

9 

' 24 

1 3.620 1 57.723 

S 

514 

P 

1.499 

S 

89 

S 

I) 

3.447 1, 2.843 

47 1 701 

22 l 502 

430 

297 

23 

1 

270 

145 

222 

227 

15 

50 

353 

173 

330 

220 

146 

: 1 1 402 

193 

83 

250 1 559 1 
l 

1 17 
i 1.08  

77 i 1.295 

1.608 

927 

2.278 

2.078 

25 

54 

7 

26 1 439 

47 ' 440 

68 1 

I2 ' 2.445 248 

1 , 
1 

3 

52 

143 

16 641 1 
2.981 1 

i 
1.222 i 

1.218 1 
1.390 1 

1.090 / 

. ' 
1 '  
1 ,  

1.160 

819 

335 

425 

777 

819 1 

! 
617 1 

i 
1 

, 

D 

I ! 
! 

109 1 

. 

1 .  

389 1 1.889 

617 

629 

S 646 

35 1 401 

7 ! 328 

24 

68 

27 

236 

541 

283 

S94 

93 



Estado núm. 4 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Juicios orales ante el 7ribunal de derecho, terminados desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1954 

1 -  ~- 

- --p. -- 

NOMERO --- - 

A U D I E N C I A S  DE / Retirar Retirar 
la acilsaci6n la acusación 

JUICIOS el el acusador 

1 Piscal privado 
. . - - - -. - - - - - - - - - - 

l l I 
Madrid ............................................................ 1.980 

Barcelona ......................................................... 1.531 1 

Albawte .......................................................... 213 ; 2 S 

Burgos ............................................................ 337 1 2 : 
I  Cáceres ............................................................ 334 ~ 1 

Coruña ............................................................ 755 1 
Granada .......................................................... 515 23 

................................................... Las Pahias  310 ; 3 ' 1 
I 

Oviedo ........................................................... 628 1 1 j ......................................... 433 1 Palma de Rlallorca 4 

208 ' Pamplona ........................................................ 
981 Sevilla ............................................................ 17 

664 Valencia ......................................................... , 
....................................................... Valladolid 510 I 

41 1 Zaragoza ......................................................... 
Alicante ........................................................... 401 1) 

Almería .......................................................... 237 

Avila .............................................................. B 

Badajoz ........................................................... 857 

Bilbao ............................................................. 487 2 1 .............................................................. 1 4 1 1  1 Cádiz 

Castellóii ......................................................... 448 , 
.................................................... Ciudad Real 1 

C6rdoba ....................................................... 1.034 P 

Cuenca ........................................................... 169 

Gemna ............... I ............................................ lE2 1 .  * 

Giiadala jara ..................................................... 115 1 S 

Huelva ............................................................ 373 1 3 D 

Huecca ............................................................ 153 

Jaén ................................................................ 1.112 5 I) 

372 ............................................................... Le6n 

IRrida ............................................................. 166 2 

Logroño .......................................................... 222 

Lugo ............................................................... 285 

.. Málaga ........................................................ ,. 752 

Murcia ............................................................ 510 , i : 
Orensc .......................................................... 326 

Palencia ........................................................... 21 1 7 

Pontevedra ...................................................... 685 2 
Salamanca ....................................................... 240 

San Sebactisn ................................................... 257 > 

Santa Cruz de Tenerife .................................... 413 > 

Santander ........................................................ 

T E R M I N A D O S  

ExtiiiciOn 

de la 

acci8n  ena al 

29 

S 

19 

1 

4 

34 

15 

6 

3 

4 

1 O 

5 

4 

16 

35 

8 

18 

32 

B 

5 

6 

1 

33 

3 

6 

1 

- -  - .  - - ~. -- 

I ' O R  
2 1 SENTEUCIAS CONFORMES / / SEN'l.E!GCIAS NO CONFORAlES 

CON EL FISCAL CON EL FISCAL 1  TAL or r i w r n c i *  
--1 - 

SENTENCIAS REQUERIDAS 

Condenatorias Absolulorias Absoliitorias Condenatorias 

337 2 = 

120 ........................................................... I S 

............................................................... 97 2 I l  
2 

Tarragonit ....................................................... 231 ' 1 , 5 
Teruel ............................................................ 113 D 

I  
Toledo ............................................................ 352 , S i S 

............................................................ 109 1 l  

........................................................... 163 1 8 -- 
Totales .................................. 22.169 89 2 1 314 - 

i 

250 , 1 380 

208 

39 ! 34 

20 1 50 

128 1 69 
i 

136 

132 1 108 

58 

260 1 126 

74 74 

3 1 14 

348 ' 160 
l  

249 121 

79 62 

1 

2 

2 

1 

-- -- 
I 

309 1.041 346 

170 938 208 

I 

1.600 

1.323 

1 79 

287 

245 

619 

407 

252 

202 

359 

! 94 

S24 

543 

448 

69 

394 

297 

188 

80 

776 

429 

127 

378 

428 

S53 

135 ¡ 43 

1 1 05 104 131 31 60 
67 58 29 90 l 

7 9 29 2 1 
42 1 ,  

47 

104 

59 

23 

7 1 
I 1 

1 

5 

208 

46 

370 

132 

32 

58 

70 

160 

138 

l  

2 11 1 '1: 1 128 
23 , 30 157 

47 

86 

130 

83 

54 

135 

104 

101 

115 

' 201 183 8 1 81 

2 154 46 221 110 !1  , 58 
6 1 45 

l !  
16 1 56 27 ¡ 1  15 

1 I los 93 ,; 40 120 i j  45 i 
1 

45 

124 

i 
D i !  83 

' 137 i 135 1 
3 '97 
7 1 *3 N ,  82 

64 16 32 31 I 

193 6 1 109 ! 
68 1 36 

4 1 104 716 , 180 1 497 1 

1 O0 

328 

27 

6 l 

72 

110 

75 

204 , ,  

- 

2 

D 

1 

1 

2 

> 

3 

5 

1 

70 

14 

139 

34 61 , '  28 I 
30 

l 
123 

284 i 216 257 S50 
1 

8 1 54 55 317 

23 3 1 25 1-11 

21 1 21 26 146 

25 52 193 54 24 1 

292 146 146 606 
l  

77 430 
I  

172 1 33 78 285 

35 
l 

l ,  43 24 101 32 1 179 
! 

! 
187 1 :  116 

279 1 ; 55 

228 1 '  

* l ¡  71 ! 139 278 
.! i 

4 3 1 1  41 19 45 
l i ;  

l h *  92 ~ 95 22 235 
i /  

¡ 68 315 i l  
I  104 92 1 

1 SI l 112 56 28 1 
1 l  

35 20 ' 37 20 1 O0 

18 ; 30 1 31 34 63 

4 35 1 hl 40 21 ! 

1 1 55 1 2! 36 77 

; 39 1 168 57 S8 57 295 
! 1 l 

1 ! i  39 1 21 : 
, !  17 1 18 

;3 1 1;9 17.916, .3.865 18.304 1 7.890 , 

44 

71 

67 

3.117 1 5.702' 
1 I 

18 

49 

9 1 

114 



Esta 

FISCALIA DEL TRIBUNAL S U P R E M O  

Acusaciones retiradas por 10s Fiscales de las Audiencias desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1954 



Estado núm. 6 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Resumen de todos los asuntos, sin distinción de procedimientos, despachados por las Siscalías de las audiencias desde 7.' de enero 

a 31 de diciembre de 1954. 



Estado nbatan. 7 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en los Ji s de 1 ." Instar que Iza intervenido el Mirzisterio Fiscal desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1954 

. . .  .. ~ . ... - - - . . 

l 
l Jurisdicción contenciosa Jurisdiccidn voluntaria ' 1  Funcionarios que los han despachado ii= - - .  ~- - ' TOTAL I TOTAL i 

AUDIENCIAS ' I  I 
-~= l 

n c  nsunios d e  asuntos 1 1 1' R O V 1 N C 1 A S C O M S i T i N C l l S  
Con ri l ic i6i i  1 c o n  relafin i Con reliciYn Crin rpiaci;ht Delegs<ins ( ~ i s c a l  d? la 1 d e l p a c b ~ . ~ f l x  d e s ~ a c h a d o s  : 

TERRITORIALES , Fiscales 1 representniites en ios  territorios : 
a ,as personas ) a las cosa; / a las prrsonas a las cosas I 

- - -  
I 

- -- - 
l l .  . - 1 

- -  
I 

................................. hfadrid 200 I 429 -15 1 1.921 327 880 3.092 j 
1 

2.203 

Arila ...............,.S................. 4 25 23 124 159 

106 ................... .......................... 1 141 ; 3.b31 
Madrid , Giiadalajnra 1 S 35 

( W o v i a  ............................ 1 9 2 1 4 (1 4 ó 93 11 185 

Toledo ................................ 44 - 1 54 / 54 1 
l 

lo4 12 N I.4Sl N 265 425 323 1.997 / narcelona ............................. 
72 l \ Gerona ................................ , Barcelona ............... .................................. Lkrida 

'rarragono .......................... 
I 
i :llhacete .............................. 

1 
I i c i h a d  Real .......................... 

Albacete ..................' ............................... Cuenca 

................................ Avill rcia 

nurgoc ................................. 
1 

Alava ................................... 
Lozroño ............................... 

Burgas ................... 
........................... Santander 

1 Soria ................................... 

1 Vizcaya ................................ 
I 

Cbcerec .................... : ........... Cáceres .................. ! ................................ 1 13aclnjoz 

................................. ' Coruiia 

.................................... 
Coruña ................... 

................................ Orense 

Poutereclm .......................... 
!. Granada ............................... 

............................... ( .4iniería 
Granada ................. ..................................... Jaén 

................................ 
............................ ( 1,ac ~ n l n ~ a s  ............ Las Palmas 

........ ' Snnta Cruz de Teneriie 

Oviedo ................... Oviedo ................................. 
Palma de hfallorca. .. i Baleares ............................... 

............................... Navarra ............... Pamplona 
............................ , Guipúzcoa 

................................. Sevilla 

Cádiz ................................... 
Sevilla ........... ........, 

............................... C6rdoba 

1-Iiielva ................................. 
1 Valencia .............................. 

................ Valencia \ Alicante .............................. 1 caste11611 .............................. 
Valla~lolid ............................ 

.................................... I,e6n 

.............. .............................. Valladolid 1'nleiici;l 

........................... Salamaiica 

Zainora ................................ 
1 Zaragoza .............................. 

z~~~~~~~ ................ \ Huesca ................................. 

l 

21; 200 39 S7 341 59 3.383 

4 18 , 116 93 1 99 ' 288 ; 
! 12 I 2UO i 121 i10 S8 121 333 

, 

l 

................................. , Teme1 
1 

Totales .................. 
- -~ ~ 

' 1  l 9 159 1 31 109 1 S 252 r n r  

162 251 227 , 605 1 1.926 ; 
% N -- , 26 36 38 108 

301 ' 80s 7 248 50s 4 29 78 
1 

204 26 158 97 
l l 1 7 I 16 * , 115 

109 03 78 168 104 

255 

115 1 
/ 350 2.54 I 

11 l 81 S0 1 329 136 l 5i4 

50 1 44 l 
14 ' 1 5 0 1  8 45 11 . 195 , 

2d2 132 " 37s 

103 N 105 48 
~ 323 401 1.427 

4613 ' ,: !l 127 359 710 
,~ 

19 1 215 1 231 1 131 , '  
3i-; 513 , 10 

I 1 111 201 110 1-10 13-1 , 323 i 109 / ¡  
S l 105 I 440 160 :' 83.1 

1 
19 1 258 13' 179 1 227 m 123 1 015 191 806 

I 1 

3 144 1 07 121 , 56 255 l 124 393 ! 

6 4 ¡ 1 l 
16 1 310 ' 37 321 J .  

I 2.254 , 

i 
8 

5 i 
1 

S I  

431 ; 153 , 177 l i  512 ' 2bb 137 !1 
1 

145 , 
I 

205 ; 24 136 . 123 ' 290 91 ' 1  513 : 

69 I 42 l 117 1 S ; 367 ' j  367 

656 
1 

8 13 2s ; 96 332 ' 27 ' 1  155 1 

310 11 1 

2 153 . 1 2U . 91 ' 176 ! 102 1 51 j -329 I 623 6 1 166 1 86 ¡ 32 > 17s 1 1 1 ;  294 ,, 1 
L 

463 310 ,! 1.04s I 

817 

196 S0 ' 210 160 450 \ 
:l 1 I 

205 1 174 " 565 ' 577 1.142 j 1.142 

22 337 1 70 1 
: l  

2s 1 238 260 ' 

11 150 N I D  i 193 1 195 3S2 559 1 l 1 
2.628 

12 ' ;  159 200 611 ~ 64 97 ~ 772 '245 1 
156 ,( 31 

i I 
1 

26 137 1 l 
7 119 : 9 93 SI, ; 249 ! 

35 516 141 1 1  7a9 I 247 1.73 1 
1 '  I 1 2.647 j 

23 . /  355 1 ,  
22 97 3 1 265 $5 175 

1 l 8 259 84 32 335 13 1 388 
I \ 

55 I 442 6% 305 
I 

1.413 ' 1.557 i 39 1 

1 0 108 ' 04 6s 112 1 98 I 297 
' I 'li4 l 

i 3.016 
1 I l 51 8 , l 251 

I 
1 

5 1 S 162 ISó I 97 j 283 1 l 

6 1 78 106 39 230 68 i 298 I 
1 5 343 217 225 110 ': 1 .OS1 

3 2 S9 63 7 1 55 1 158 1.615 

2 72 ! 57 123 ' 122 376 376 \ 
- -- - - - - - -- 

8 l 
-- - . P.. - -- - . - -- . - - - ,( - - ._ - - - - - 

1 8.659 
I 

8.839 1 4060 h.065 13.829 8j35 31.023 31.023 
l !  1 I I 

-- --- - - - - - - . - -- - 
- I 



EsQado núm. 8 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles trarnitados en las Audiencias 7eiritotinles en que Iza intervenido el Ministerio Fiscal desde 1 . O  de 
enero n 31 de diciembre de 1954. 

P.UDIEI\CIAS 
dr acirelos dcs- 

-- 

Coruña . .. . . . .. . . .. 
Cranacla . . .. ... ... 



Estado núm. 9 

FlSCALlA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por estc Li'scalia en nzateria civil desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 1954 
.. - -- - / N * T U * A I E z A  D i  L o s  A s u N T o s  s u M E w o  1 

l * ,  

DE ASUNTOS 

l 

439 

34 1 

60 l . > l 

1 

! 

= 1 

90 ' 

........................................... 
I 
' Recursos de casación preparados por el Fis- Desistidos 

cal ..................................................... Interpuestos ........................................ 

I ................................................................................................ ! Intervenciones varias 
l TOTAL ................................................. 
-- - 

.... Despachadas con la nota de aVistoca . 
...... Id. íd. de cVicto~ 

.................. Combatidos en la admisión 

Con dictamen de improcedentes ............ 
................ ! Id. de procedentes 

... Id. de nulidad de actuación 

Id. absteniéndose ................ 
Id. adhiriéndose ................. 

i ' Recursos de casación interpuestos por las 

Civil.-Sala Primera.. 

partes .................................................. 

~ 
1 

........................... : Incompetencia Sala 

Recursos de audiencia en justicia ............................................................................. 
Id. de queja ................................................................................................... 

.................... r Interpiiestm por el Fiscal ............ Id. de revisiún en divorcios 
Id. por las partes .................. 

........................................................................................ Cuestiones de conipetencia 

Expedientes de cjecucidn de senteiicias extranjeras ................................................... 
.......................................................................... Demandas de responsabilidad civil 

............................................................................ DictBmenes de tasación de costas 



Estado miam. l o  

FlSCALlA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuritos crrmrnales despaclzados por es fa  Fiscalia desde l." de enero a 31 de diciembre de 11954 

N A ' l - U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  

1 Procedimientos atribuídos al Tribuuril Supremo en pleno, constituído en Sala de Jiis- 

.................................................................................................................... ticia 

........................................ R~~~~~~ de casacibn por itifracción de ley luterpuestoc 
preparados por los Fiscales ................... Desistidos ........................................... 1 

Recursos de casacijil por qiie~ran~ain~ento Sosteitiidos ........................................... 
........................................... s e  forlila, intery>uestos Por 10s Fiscales... 1 Desistidos 

Interpuestos por las partes ................... 
Reciircos de revisión ................................. 

id.  por el Fiscal .................... 
/ Interpiicstos por las partes ................... 

Recursos de súplica .................................. 
.................... 1 Id. por el Fiscal 

............ í Apoyarlos total o parcialtuente 

......... Rec'lrsos de casación interpuestoc por las ~inpugnarios totalniente o en parte 
sala segunda de lo Cri- partes : acordado en Junta de Fiscalfa, 

................. ................................... respecto de ellos ! ............... Formular o apoyar adliesión 
mina1 ' 

.................. Combatirlos en la adinisióu 

Recursos de casación admitidos de derecho en beneficio de los reos ........................... 
........................... 1 Id. id. interpuestos íd. íd. íd. 

R ~ ~ , ~ ~ ~ ~ ~  de casacióll desestimados por tres Interpuestos en beneficio de los re os...... 

! Letrados .............................................. ......... 1 Despachados con la nota aVisto~ 
................. I .................................... 

Con dictamen de procedentes 
Reciirsos de queja ............... Id. de improcedentes 

I 
NUMERO 

DE ASUNTOS 

.......................................................................................................... Couipetencias 

I Causas cuyo conocimiento está atribuído a la Sala de lo Criminal del Tribunal Su- I " 
............................................................................................................... premo 11 

.............................................................................. Dictámenes de tasación de costas 250 1 
............................................................................................... Id. d e v a r i o s  18 

TOTAL ................................................. 1.722 11 



Estado núm. 11 

FISCALJA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fi.scalia en materia contencioso-adn~inistrativa desde l." de enero 
a 31 de diciembre de 1954 y social en el mismo período de tiempo 

- - - - - - - . . - - - - -. .- - - - - - - ~ -~ 

1 

N A T U R A L E Z A  D E  L O 5  A S U N T O S  N U N E I ~ O  

i 
Recarsos de apelación ............................................................................................ 72 

Id. estraordinarios de apelación ....................................................................... 2 
i Irl. d e q u e j a  ...................................................................................................... 6 
I . . 

Id. d e  reposición ............................................................................................. 1 v 

Con testariones .................................... 530 

.......................................... Deina~irlas de todas clases ........................ incidentes , i 423 
1 

Excepciones ........................................ 1 7 

Deinniidas interpuestas eri nonibre de la Aclmiiiistración neneral del Ektado ............... 
TOTAL ..................................................... 3.051 

1 
1 \ Desistidos ........................................... 

1 Itecui-sos preparados por el Fiscal ............. 
1 interpuestos ........................................ 

.............................................. . . i s 4  
i uVistosn ' 2 

.............................................. l uViston l 131 

Combatidos en la adniisión .................. 1 
! 

2 

1 Con dictamen de improcedentes ............ 
Recursos interpuestos por las partes 

455 .......... 
Id. de prowdentes ................ 74 

abstenitndose ................ 
Kulidad de actiiacioues ......................... 3 

I .......... Reprodilcción de actuaciones 

..................................................... Recursos de revisiíin interptiestos por las partes l . Competencias sobre niatetia laboral ........................................................................ 304 



FlSCALIA DEL TRlBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos pibernativos en que ha interilenido la Fiscalía desde 1 . O  de enero 
a 31 de diciembre de 1954 

- - -- -m -- - - 

Funcionarios que loa han dcspachadol' 
- -- - - I 

N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  11 , TOTALES 
1 :  I 1 Inspector A\mga.o:,l 
: Fiscal 1 fiscal fiscal ' f:sceles I '  I 

I I  

l 
Informes emitidos en expedientes de la Sala de gobierno, Presidencia de 

este Tribunal Supremo y Consejo Judicial ................................................ ' 

Consultas a los efectos del art.  644 de la ley de Enjuiciainiento criinitial ....... 
...... Causas en que se han dado iiistrucciones a los Fisca.les de las Audiencias i 

Causas reclamadas a los efectos del art.  838, núin. 15, de la ley OrgBnical 

d judicial .................................... ... ......................................... 1 .el Poder 

. . ( Entrada ............................ 
Cniiiuiiicaciottes registradas .......................... I 

Salida .............................. i 
Denuncias ................................................................................................. 

........................................................................... Consultas de los Fis-ales 

Juntas celebradas con los señores Tenientes y Abogados fiscales del Tribitual. 



Estado aum. 13 

FISCALlA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Estado de los juicios tramitados ante el Tribunal de Urgencia de las Audiencias desde 1.' enero a 31 de diciembre de 1954. 

Pontevedra .......................... 1 s. 1 19 i 19 ~ * 
l 

- .- - - - - - - ..... - - 

A U D I E N C I A  

-- 

Madrid ................................ 
Barcelona ............................. 
Albacete ................................ 
Burgos ................................. 
CáL-weS ................................ 
Coruña ................................ 
Granada ............................... 
Las Faluias .......................... 
Oviedo ................................. 
Palma de Mallorca ............... 
Pamplona ............................ 
Sevilla ................................. 
Valencia .............................. 
Valladolid ............................ 
Zaragoza .............................. 
Alicante ............................... 
Almeria ............................... 
Avila ................................... 
Badajoz ................................ 
Bilbao .................................. 
Cádiz ................................... 
Castellón .............................. 
Ciudad Real .......................... 
Córdoba ............................... 
Cuenca ................................. 
Gerona ................................. 
Guadalajara .......................... 
FIiielva ................................. 
Huesca ................................. 
Jaen ..................................... 
León ........................... 
1,éricla ......................... 
Logroiio ....................... 
Lugo ........................... 
híilaga ................................ 
Murcia ............................... 

................................ Orense 

» ' *  Palencia .............................. = l .  , U 

3 
l 

1 6 ~ ~ ~  1 

i) . I  , I 

1 :  1 : ' .  
1 

# 
l 

* 1 
a 1 

l .  
l >) i w i  

Salatnanca ........................ 
San .Sebastián.. .................. 
Santa Cruz de Tcnrrifc ......... 
Santander ............................. 

................................. Sefovin 

Soria ................................. 
......................... Tarragona 

l B  
1 

8 ,  ' , 
1 l 1 : ' :  
I ,  8 1) 

n l : I :  

' 1  1 :  l 8 % 

Teruel .................................. 
Toledo ..................... - ......... 

. ) ) >  , .  

a l .  
8 > . l .  

l *> 
> 9 : I  8 '.  la: 8 ' , 8 ................................. Vitoria 

Zamora ................................ 1 3 
. - - - 

~. - .. - ~ - -- ~- 

Totales 29 56 85 
9 1 35 1 23 .................. S 

I ! 
-~ - . 

-- 



Fstado num. 14 

FISCALIA D E L  T R I B U N A L  SUPREMO 

Procedimientos incoados en virtzrd de la Lejl de Vagos y Maleantes desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1954 



Estada núm. 1.5 

FISCALIA. DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas, por orden de cuantia, despachadas en las Audiencias Provinciales desde 1.' de enero 
a 31 de diciembre de 1954 

A U D I E N C I A S  1 Niimero A U D I E N C I A S  Niimero 1 
d e  c a u s a s  ; <le C i i l l S O S  

-- 

' 

' ,  

l 

..................................... ..................................... 8 Aladrid 11.375 Lugo.. 1.359 ' l ................................ ............................ 
1 

Barceloiia..:. 11.12~ San Sebastidii.. . 1  1.349 

.................................... ................................ ; sevilla.. 6.043 Santander.. , l  1.328 ~ 
.................................... ' Valencia 3.996 ~atiiploiiz.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .: 1.302 

I 
Córdob;i.. ................................. . .  3.379 . Burgos.. ................................. . . 1  1.291 

..................................... Mdlaga.. 3.374 ' Santa Cruz rlcTeiierifc.. ..................... 
................................... .................................... Cidi r .  ; 3.15" Huelua.. 

..................................... .................................... 1 Coruña.. 3.118 1 Alineria.. 

................................... i Grariaclri.. 2.929 AIbacete.. .................................... 
.................................. .............. , Uadajoz ............... 2.924 1 Salarnaiica 1 957 

JaEn ................................... .............. 2.844 , ,  Tarragotia 1 T52 ................... 
..................................... , Oviedo.. 2.828 1 Léritl;i. .................................. 

l l  93 1 
Ziragoza ..................................... 2.828 , kileiicia ..................................... 835 

.................................... ..................................... I i Bilbao.. 2.105 t i  Zarnora. 811 1 
.................................. ................................. 1 Potitevedra.. 2.093 " Logrofio.. 743 

................................ ................................ 1 Ciiidad Real.. 1.935 Csstellón . (  1 724 1 
1 

. ................................... ...................................... 1 Aliircia 1.909 ' Huesca.. 

..................................... Criceres ..................................... 1.893 Ciienca M8 636 ii 
! l Alicante.. ................................... 1.765 1 Teruel. ....................................... 538 1 [ j  

..................................... Valladolid .................................. 1.602 A v i l a  771 ! 

Palma de Mallorca.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1.501 Cieroiii.. 562 ~ l I . ................................. 
Toledo.. 1.460 , segovia.. I 431 

1.270 

I.lr7 

1.142 ~ 
987 , 

329 1 1  
1 -  

.................................... .................................... 
....................................... : León 1.459 1 

................................. i L.as Palmas.. 1.360 

................................... l Oreiise.. . ,  1:3b4 

.............................. 0uadalajar;i.. 

...................................... Sorio.. 

..................................... Vitoria.. 
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